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                                          DE LOS LECTORES    

Porque evaluar es recorrer, aprender y 
arribar, la Gaceta de la Política Nacio-
nal de Evaluación Educativa en México 
es una embarcación para compartir la 
travesía en aras de que todos reciban 
por derecho una educación de calidad 
con equidad. Si deseas enviar comen-
tarios o sugerencias, comunícate con 
nosotros:

Arcelia Martínez 
Coordinación general
amartinezb@inee.edu.mx

Laura Athié
Editora responsable
lathie@inee.edu.mx

gacetapnee@inee.edu.mx

T. +52 (55) 6270-6600, 
exts. 22011 y 24004.

Barranca del Muerto No. 341, Piso 5
Col. San José Insurgentes 
Deleg. Benito Juárez 
C. P. 03900
México, D. F.

Un aspecto muy valioso de la Gaceta 
es que pone a disposición de los toma-
dores de decisiones la perspectiva de 
los estudiosos del tema de evaluación 
junto con la experiencia de quienes 
operan las políticas educativas a niveles 
internacional, federal y, especialmente, 
estatal —que es donde se desarrolla el 
hecho educativo—. Sería interesante 
darle un espacio a las voces de los do-
centes, directores de escuelas, super-
visores, padres de familia e incluso, de 
alumnos. 
Javier Treviño Cantú 
Subsecretario de Educación Básica-sep

Dos rieles podrían potenciar el interés 
de la Gaceta: 1) una sección que reco-
giera temas controversiales, poniendo 
sobre la mesa posiciones distintas con 
sus fundamentos y clarificando puntos 
de convergencia y discrepancia; 2) que 
recogiera experiencias que en distintos 
niveles (aula, escuela, sistema) y diver-
sos contextos, usen diferentes estrate-
gias y muestren cómo la evaluación pue-
de efectivamente jugar un rol virtuoso y 
formativo. 
Yulan Sun F.
Directora del Proyecto Docentemás 
de la Pontificia Universidad Católica
de Chile

Más que aspectos a mejorar, señala-
ré algunas cuestiones de la Gaceta a 
mantener en el tiempo: la regularidad 
en la publicación de cada número, la 
relevancia de sus temáticas, la variedad 
de los artículos producidos y su calidad. 
Aspectos muy positivos a destacar: la 
disponibilidad en varios formatos (el di-
gital es excelente y muy amigable para 
la lectura), así como la publicación de 
cada número en varias lenguas. 
Margarita Poggi 
Directora del iipe-unesco
Sede Regional Buenos Aires

La lectura de la Gaceta enriquece pun-
tos de vista, permite refrescar ideas, ad-
quirir nuevos conocimientos y también 
lanzar la mente a terrenos que difícil-
mente serían visibles y menos todavía 
tendrían una cierta claridad si no fuera 
por la información que la publicación 
proporciona. Es una manera eficaz de 
sintetizar una gran cantidad de conoci-
mientos en cuya lectura pueden encon-
trarse múltiples elementos sugerentes. 
Carlos Mancera Corcuera
Socio del Despacho Valora, consultoría

La Gaceta del Instituto Nacional de Eva-
luación Educativa se ha convertido en 
un instrumento importante para pro-
porcionar perspectivas imparciales con 
respecto a asuntos relevantes en torno 
a la Política Nacional de Evaluación Edu-
cativa. Su fuerza particular radica en 
que no se aleja de la complejidad meto-
dológica de los temas tratados.
Andreas Schleicher
Director de Educación y Habilidades 
de la ocde en París

Los aprendizajes generados por la Gaceta 
ratifican su propósito de ser un espa-
cio de expresión de múltiples voces en 
y alrededor de la pnee en tres ámbitos 
claves: a) cumplimiento de los manda-
tos legales; b) impulso a la cooperación 
entre diversos actores, y c) la necesi-
dad de conducción institucional. Sin 
lugar a dudas, es un crisol de miradas 
plurales para avanzar hacia la mejo-
ra a través de la evaluación. Referente  
y faro para orientar las actividades ins-
titucionales diarias, permite reconocer 
en un documento corto una visión uni-
ficada de la pnee, destacando diferen-
tes aristas sobre enfoques de análisis, 
avances y desafíos de la evaluación y 
su contribución a la Reforma Educativa.  
Un reto importante será visibilizar más 
la relación entre evaluación, calidad  
y equidad educativas.
Francisco Miranda López
Titular de la Unidad de Normatividad  
y Política Educativa, inee

Un crisol de perspectivas se ha 
mostrado en estas páginas desde 
que nació el No. 0. Hoy, este 
espacio abierto para los lectores 
compila la visión de quienes han 
escrito y observado sus páginas 
durante cuatro ediciones. 
Líderes educativos, autores  
y especialistas nos dicen, a lo largo 
de este número conmemorativo, 
qué es y qué debe llegar a ser  
esta Gaceta.

mailto:amartinezb@inee.edu.mx
mailto:lathie@inee.edu.mx
mailto:gacetapnee@inee.edu.mx
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 PALABRA INVITADA

No os esperéis por tanto ninguna estrella en lo que sigue, 

nada brillará, se trata de materia opaca, y por su natu-

raleza, despreciable por todos: a esta historia le falta la 

melodía cantable. Su ritmo es a veces discontinuo. Y hay hechos.  

[...] Los hechos son piedras duras. De los hechos no hay escape. 

Clarice Lispector, La hora de la estrella

http://goo.gl/KG1GqH

http://goo.gl/KG1GqH
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Evaluación como 
herramienta para 
garantizar el 
cumplimiento  
del derecho  
a la educación

Hoy en día, en México se establece con toda 
claridad que la educación es un derecho humano.

No se trata ya de una garantía o una concesión 
del Estado a los individuos, sino de un derecho 

que les corresponde a todos por el solo hecho de 
ser personas. Son los estados, y en nuestro caso el 

Estado mexicano, los responsables de garantizarlo.
El Derecho a una Educación de Calidad 

Informe del inee 2014 

Consejeros de la Junta de Gobierno
Instituto Nacional para la Evaluación 
de la Educación

¿En qué medida el Estado mexicano garantiza el 
derecho a una educación de calidad para todos 
sus ciudadanos? El conjunto de derechos en 

materia educativa hacia los que debe enfocarse están se-
ñalados en la Ley General de Educación y en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos: educación 
para todos, máximo logro de aprendizaje de los estudian-
tes, mismas oportunidades de acceso y permanencia en el 
Sistema Educativo Nacional, responsabilidad de padres y 
madres para hacer que sus hijos cursen la educación obli-
gatoria. Sin embargo, contar con un marco normativo no 
es condición suficiente para garantizar el cumplimiento de 
este derecho y la transformación de nuestra realidad edu-
cativa. Se requiere que la norma se aplique en los espacios 
institucionales que administran y operan la educación y, 
específicamente, en las escuelas, de manera que se con-

viertan en verdaderos espacios de aprendizaje y ejercicio 
pleno de todos los derechos humanos. ¿Qué tanto se está 
avanzando y cuánto falta para cumplirlo? 

Si bien la educación básica cada vez llega a más locali-
dades de México, y 94 de cada 100 niños, niñas y adoles-
centes de entre 6 y 14 años asisten a la escuela, son muchas 
las brechas por cerrar relacionadas con la pertinencia y la 
calidad educativa: más de un millón de ellos están fuera de 
las aulas,1 6 de cada 100 hombres y 8 de cada 100 mujeres 
de 15 años y más son analfabetas (Inegi, 2010).2

México es el país con mayor número de indígenas y 
migrantes del continente, tiene el segundo sistema educa-
tivo más grande de la región y asume la reforma educati-
va más reciente. Frente a ello, corresponde preguntarnos 
¿qué se necesita construir y fortalecer para dar cumpli-
miento al derecho constitucional a una educación de  
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calidad con equidad para todos? ¿Cómo contribuye la eva-
luación a dicho fin? ¿Cómo evaluar desde una perspectiva 
de derechos?

En el presente número se discuten estos cuestiona- 
mientos por medio de una variada y rica reflexión de mi-
radas plurales. Se recogen las voces y opiniones de repre-
sentantes de cinco asociaciones civiles, secretarios de Edu-
cación de cuatro entidades federativas, el ómbudsman de 
derechos humanos del país y la presidenta de la Comisión 
de Derechos Humanos del Senado de la República. Espe-
cialistas de Costa Rica, Argentina y México, así como las 
representantes de Save the Children y del Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia (Unicef) en México, 
se suman a las perspectivas de un exrelator especial de  
la Organización de las Naciones Unidas para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura (unesco) sobre el derecho a la 
educación en América Latina, de la titular de la Dirección 
General de Educación Indígena (dgei) de la Secretaría de 
Educación Pública (sep) y de varios funcionarios del Ins-
tituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee). 

Se trata de un tercer número —a un año del lanza-
miento de la Gaceta de la Política Nacional de Evaluación 
Educativa en México— que reconoce en la evaluación una 
tarea de alto nivel de complejidad técnica, política y ética, 
debido a la importancia de los diversos temas y al enfoque 
de derechos, que debe pasar del discurso a la práctica.

Lo anterior requiere de una exploración que permita 
poner en sintonía el anhelo con la operación diaria de los 
sistemas de evaluación y educativos. En esta edición asu-
mimos el reto de analizar, desde diferentes aristas y posi-
bilidades, qué desafíos representa la implementación del 
enfoque de derechos en la evaluación educativa. Conscien-
tes de que la reflexión debe ser amplia, multidisciplinaria 

y respetuosa, ponemos a consideración del lector algunas 
preguntas: en la garantía del derecho a una educación de 
calidad con equidad, ¿qué acciones le corresponden al 
Estado mexicano, cuáles a la sociedad civil y cuáles a los 
padres de familia? ¿Cuáles deberían ser los pasos de la Po-
lítica Nacional de Evaluación Educativa para transitar gra-
dualmente rumbo al cumplimiento pleno de este derecho? 
¿Qué políticas públicas son necesarias para garantizarlo? 
¿Cómo contribuye a esto la evaluación educativa?

En el inee, la brújula que guía nuestras acciones es la 
prevalencia del derecho de todos a una educación de cali-
dad con equidad. Con esta visión se orienta el trabajo que 
hemos hecho juntos a lo largo de este año como coordina-
dores del Sistema Nacional de Evaluación Educativa (snee). 
Acompañamos los procesos Servicio Profesional Docente 
(spd); con el inicio del ciclo escolar 2015-2016, arrancamos 
el Plan Nacional para la Evaluación de los Aprendizajes 
(Planea), llevamos a cabo la primera consulta libre e in-
formada a pueblos y comunidades indígenas en materia de 
evaluación educativa, y emitimos, en septiembre del 2015, 
las primeras cuatro directrices del Instituto orientadas a la 
mejora de la formación inicial de los docentes de educa-
ción básica.

Sin embargo, esto es apenas el inicio de un recorrido 
que no puede ni debe posponerse más. Los invitamos a tra-
vés de estas páginas a la reflexión colectiva sobre lo que la 
evaluación puede hacer para abonar al cumplimiento del 
derecho a una educación de calidad para todos. 

1 Panorama Educativo de México. Indicadores del Sistema Edu-
cativo Nacional 2014. Educación básica y media superior. inee, 
2015. http://goo.gl/HoUxYQ

2 Censo Nacional de Población y Vivienda 2010. Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía 2010. http://goo.gl/DxP6N9

Se trata de un tercer número que reconoce  
en la evaluación una tarea de alto nivel de complejidad 

técnica, política y ética, que debe pasar  
del discurso a la práctica.

http://goo.gl/HoUxYQ
http://goo.gl/DxP6N9
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Recorrer, aprender, arribar... 
¿Cómo explicar la travesía de la Gaceta?

Un objetivo: contribuir al diálogo del Sistema Nacional 
de Evaluación Educativa (snee).

4 ediciones cuatrimestrales en 3 formatos: papel, di-
gital y pdf. 

3 idiomas: español, inglés y portugués.

4 temáticas independientes, una en cada edición: 
¿Cómo se construye una Política Nacional de Evaluación 
Educativa?; Formación, trabajo y desempeño docente: ¿qué 
sabemos y qué necesitamos transformar?; ¿Qué y cómo 
evaluar en el marco de la Reforma Educativa?, y ¿Qué sig-
nifica evaluar con enfoque de derechos?

8 mil ejemplares distribuidos en 22 países: Méxi-
co, Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Cuba, Ecuador, Honduras, Panamá, Paraguay, Perú, Puerto 
Rico, República Dominicana, Uruguay, Venezuela, Cana-
dá, Estados Unidos, Alemania, España y Francia.

50 mil lectores por cada edición digital.

24 artículos de opinión traducidos a 7 lenguas in-
dígenas: mixe del Istmo, mixteco de la costa de Oaxaca, 
mayo de Sonora y Sinaloa, tarahumara de la Sierra de Chi-
huahua, maya, náhuatl y zapoteco. 

10 autores nacionales especializados en evaluación y lí-
deres educativos que se dirigen a los integrantes del snee y 
a las autoridades educativas de 21 países.

37 entrevistas con protagonistas educativos nacionales e 
internacionales en distintos ámbitos de decisión.

3 libros reseñados sobre el devenir educativo: Historia 
de la educación en México, Evaluación en la escuela pri-
maria y La rebelión de los brujos. 

4 series alfabéticas relacionadas con la evaluación: “Las 
cuatro A de la educación”; “Bardach y el camino de los ocho 
pasos para el análisis de políticas públicas”; “Conceptos cla-
ve de la evaluación educativa” y “Derechos, consideraciones 
para una evaluación”.

A un año de publicación
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 DESDE EL ESCRITORIO

4 palabras invitadas que motivan la reflexión a partir 
de una selección de autores: Eduardo Galeano, Gabriel 
García Márquez, Umberto Eco y Clarice Lispector.

4 dossiers que brindan un panorama evaluativo: Es-
trategia de supervisión y observación de los Concursos de 
Oposición para el Servicio Profesional Docente 2014; Eva-
luación y desempeño docente; Evaluación integral y contex-
tualizada, y Cuatro enfoques sobre evaluación y derechos.

26 reseñas de libros, 19 sucesos académicos y 4 pelícu-
las recomendados para profundizar en la evaluación educa-
tiva en Itinerario.

18 entidades mexicanas que hablan de sus contextos 
de evaluación: Baja California, Sonora, Estado de Méxi-
co, Quintana Roo, Yucatán, Chihuahua, Guanajuato, Ve-
racruz, Aguascalientes, Distrito Federal, Sinaloa, Durango, 
Tlaxcala, San Luis Potosí, Campeche, Puebla, Michoacán, 
Chiapas y Jalisco.

17 especialistas internacionales que sitúan la evalua-
ción en un marco global de Francia, España, Chile, Ar-
gentina, Brasil, Costa Rica y algunos países de África. 

32 fotografías, 4 fotógrafos y 24 datos históricos 
y estadísticos que retratan a nuestro país en 8 imágenes: 
Los niños y la evaluación en México; Antes y ahora: maes-
tros, escuelas y recursos para la educación; Evaluación edu-
cativa en México: 45 años; Ellos opinan sobre sus derechos.

3 infograf ías que exhiben tendencias y acciones sobre 
la evaluación: Estrategia de supervisión y observación de 
los Concursos de Oposición para el Servicio Profesional 

Docente 2014; Líneas históricas de la educación normal y, 
El Derecho a la educación para la población indígena de 
México.

1 infografía sobre el panorama educativo de la pobla-
ción indígena de México traducida al inglés y a 6 lenguas 
originarias: náhuatl, totonaco, tzotzil, maya, mayo, yaqui.

143 ilustraciones inéditas de 10 artistas visuales: 
Luis Pombo, Abril Castillo, Enrique Torralba, Lucía Crister-
na, Fabricio Vanden Broeck, Juanjo Güitrón, Richard Zela, 
León Braojos, Natalia Gurovich y Alejandro Magallanes.

La Gaceta de la Política Nacional de Evaluación Edu-
cativa en México es un lugar de encuentro para reflexionar 
sobre la evaluación que conecta a los decisores educativos 
de dos continentes y a cientos de especialistas por medio 
del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación: 
www.inee.edu.mx 

Su nombre es muy adecuado: Gaceta de la Política 
Nacional de Evaluación Educativa, porque es para 

las autoridades involucradas en esta política. 
Si logramos conseguir que éstas se apropien 
de la publicación como una herramienta de 

comunicación, habremos ganado una gran batalla. 
Creo que esa es la apuesta mayor de la revista  
para que —como dice su subtítulo— podamos 

“recorrer”, “aprender” de todos y “arribar”  
a una mejor política nacional. 

Teresa Bracho
Consejera de la Junta de Gobierno del inee

http://www.inee.edu.mx
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—La causa de los derechos humanos tiene 
que ver con reconocer que todas las per-
sonas tienen estos derechos ineludible-

mente, sólo por el hecho de ser personas— explica la se-
nadora Angélica de la Peña, presidenta de la Comisión de 
Derechos Humanos del Senado de la República. Y abunda 
sobre el trabajo que dicha instancia ha llevado a cabo, así 
como en sus obstáculos y perspectivas:

“Una de las principales tareas que asumimos fue la im-
plementación de la reforma estructural, que el 10 de junio 
de 2011 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, 
con la reforma de 11 artículos constitucionales1 en un pa-
quete sobre derechos humanos, en temas como la garantía 
gubernamental de los derechos humanos, la violación de 
éstos, la atención a las víctimas y el trato a los extranje-
ros. Nos ha llevado prácticamente tres años conciliar las 
voluntades para estas nuevas leyes. Uno de los obstáculos 
que enfrentamos, sobre todo en el ámbito de las institucio-
nes, es que estamos frente a dos estadios, uno viejo, donde 
la Constitución no reconocía explícitamente los derechos 

Realidad frente  
al derecho: evaluar 
y educar sin 
discriminación

“Estamos frente a dos estadios, uno viejo, 
donde la Constitución no reconocía 
explícitamente los derechos humanos,  
y otro en el que hay un capítulo de los 
derechos humanos y sus garantías, con  
un enfoque totalmente distinto a partir  
de la reforma”, dice en entrevista  
Angélica de la Peña Gómez, presidenta  
de la Comisión de Derechos Humanos  
del Senado de la República, y afirma:  
“La evaluación educativa con enfoque de 
derechos es posible si hay decisión política”.
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humanos, solamente hablaba de garantías, y otro en el que 
hay un cambio sustantivo en el capítulo primero del títu-
lo primero de nuestra Constitución, que ahora se define 
como el capítulo de los derechos humanos y sus garantías”. 

Si bien esta modificación constitucional tiene avances 
tan importantes como el dejar de hablar de sujetos de dere-
chos y enunciar, en cambio, a titulares de derechos y titula-
res de obligaciones, además de señalar “el interés superior 
del niño”, la senadora explica que el cambio estructural no 
es fácil ni automático:

“Todavía no hay un impacto real en los organismos 
autónomos de derechos humanos de las entidades federa-
tivas. Esto nos obliga a tomar una serie de medidas para 
armonizar los marcos jurídicos secundarios federal y local 
para implementar los nuevos mandatos”.

En el tema específico de la educación como derecho 
humano, la senadora indica que “el 3° constitucional señala 
la obligación del Estado de garantizar que haya espacios 
f ísicos idóneos para que las niñas y los niños ejerzan su 
derecho a la educación, y que esta educación sea imple-
mentada, llevada a cabo por docentes debidamente capa-
citados, idóneos”. Después de enfatizar que la educación es 
uno de los derechos básicos y que debe ser laica, gratuita  
y universal, la senadora explica el contexto de este derecho:

“Debemos considerar a quiénes está dirigida la educa-
ción. Son niñas y niños de diferentes edades, cuyo desa-
rrollo cognitivo depende de los insumos que reciben. La 
educación es parte fundamental de su formación; además, 
deben gozar de salud, de una nutrición de calidad, de amor”.

La senadora De la Peña explica que la Comisión que en-
cabeza tiene un amplio espectro laboral, lo que ha incluido 
asuntos coyunturales, como la elección de los integrantes del 
consejo consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, la atención a la sociedad civil organizada y a los 
especialistas que tienen propuestas, solicitudes y exigencias.

En cuanto a la evaluación con enfoque de derechos, la 
funcionaria asegura que la labor del Senado debe ser integral:

“Hicimos un ejercicio al diseñar y aprobar la Ley del 
Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 
(inee) y la revisión de la Ley General de Educación. Por 
supuesto, estas leyes secundarias tuvieron como funda-
mento las reformas a la Constitución en materia de edu-
cación, esto representó, desde mi punto de vista, una de 
las reformas estructurales más importantes del país. ¿Fue  
suficiente lo que hicimos o hay que perfeccionarlo? Me  

Hicimos un ejercicio al diseñar 
y aprobar la Ley del Instituto 

Nacional para la Evaluación de la 
Educación y la revisión de la Ley 

General de Educación.  
Por supuesto, estas leyes 

secundarias tuvieron como 
fundamento las reformas a la 

Constitución en materia de 
educación, esto representó, 

desde mi punto de vista, una de 
las reformas estructurales más 

importantes del país.

 VOCES DE LA CONFERENCIA
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parece que el trabajo del Congreso de la Unión y de la Comi-
sión de Derechos Humanos también es estar atentos a que 
las autoridades hagan bien su parte. En ese sentido, estamos 
prestos a cualquier corrección que tengamos que hacer de 
las leyes que surgen a partir de la Reforma Educativa. Debe-
mos recordar que depende de nosotros garantizar el cum-
plimiento de los derechos de las niñas y los niños. Ellos no 
pueden exigirlos. Ésa es la gran responsabilidad de quienes 
estamos en los espacios de poder y de decisión”.

En cuanto a la situación de México en el contexto glo-
bal del derecho a la educación, la entrevistada asevera que 
el país “está sumido en situaciones complicadas, estamos 
evaluando a cada uno de los maestros. Finlandia no nece-
sita evaluar a sus maestros; porque es evaluado como Es-
tado, como país. De ese nivel es la diferencia”. De manera 
específica, describe: 

“No nos va bien en la evaluación internacional, salimos 
mal en lectura, en matemáticas, salimos mal en general. 
No estamos garantizando plenamente el derecho a la edu-
cación. Otro grave problema es que tenemos muchísimos 
niños que no están en la red de la escuela. Algo que sólo 
debería pasar por situaciones de emergencia. Esto refleja la 
desigualdad que hay en nuestro país”. 

Al abundar sobre la situación social y sus aristas, la se-
nadora enuncia algunas de las preocupaciones de la Comi-
sión de Educación del Senado de la República: 

 “El acoso escolar o bullying; las adolescentes que se 
embarazan, que también sufren una gran discriminación; 
los niños que se quedan sin clase; y la manera de garan-
tizar debidamente la educación de los pueblos indígenas. 
Sobre este último punto, la única forma de asegurarse de 
que prevalezcan esas culturas es la educación. Es lamenta-
ble que las lenguas de muchos de estos grupos indígenas 
estén desapareciendo. Como ésa, hay una gran cantidad de 
situaciones que todavía no están siendo debidamente aten-
didas, y tenemos que visibilizarlas porque están inscritas 
en la discriminación. Se trata de que los alumnos de las 
comunidades indígenas tengan que aprender inglés a costa 
de su cultura. La educación tiene que preservar su iden-
tidad, con el fin de ofrecer las condiciones óptimas para 
concretar el proyecto de vida de cada niña y niño. 

“Los retos que tenemos en el país son, insisto, muy 
grandes. Hay una gran cantidad de escuelas con los vi-
drios rotos, los baños desastrosos, sin papel, y otras mu-
chas situaciones por las que se sigue pidiendo una cuota 

supuestamente voluntaria en cada inicio del ciclo escolar 
con todo lo que esto implica para un padre o una madre 
que dice ‘yo no doy’ o ‘yo no puedo’. No se entiende por qué 
siguen prevaleciendo situaciones tan elementales frente al 
gran reto que tenemos de lograr que la educación tenga 
otro nivel en su calidad. Entonces, nos parece que la edu-
cación en México realmente tiene un gran déficit”. 

Al ser interrogada sobre el papel del Instituto Nacio-
nal para la Evaluación de la Educación (inee) frente a un 
enfoque de derechos aplicado a la evaluación del sistema, 
Angélica de la Peña responde:

“Lo que ha hecho el inee me parece fenomenal. Fue 
idóneo que hayamos decidido que su consejo estuviese 
integrado por cinco especialistas con una trayectoria in-
cuestionable, y sabemos que se están esforzando. Creo que 
el inee empezó bien, porque tenemos un grupo de exper-
tos, de personalidades doctas que van a garantizar lo que 
concebimos. Esta institución va a llevar a cabo las proezas 
que requiere el país para transformar su sistema educativo 
en uno de calidad. Y va a ser un coadyuvante, ya lo está 
siendo, pero todavía falta, para que la transformación de 
ese sistema se concrete. Así, se proporciona a la Secretaría 
de Educación Pública (sep) la pierna que necesitaba para 
poder caminar adecuadamente hacia la vanguardia”. 

Es lamentable que las lenguas 
de muchos grupos indígenas 
estén desapareciendo. Como 
ésa, hay una gran cantidad de 
situaciones que todavía no están 
siendo debidamente atendidas, 
y tenemos que visibilizarlas 
porque están inscritas en la 
discriminación. 



12

Al contextualizar la función de la propia sep dentro de 
una ruta de evaluación con enfoque de derechos, la sena-
dora explica:

“La sep tiene la gran responsabilidad de concretar des-
de un enfoque no discriminatorio la educación como un 
derecho humano. Y, aunque pareciera que señalarlo no tie-
ne que ver con la restructuración de la propia educación, 
es exactamente así como va a transformarse la educación 
si queremos tener ciudadanos distintos; no olvidemos que 
en la educación se construye la ciudadanía. Y no veo, por 
desgracia, ni en las escuelas primarias ni en las secundarias 
ni en educación media ni en la superior, que el currículo de 
derechos humanos sea fundamental. Entonces, ahí tene-
mos el primer reto. 

“Tenemos que educar a las niñas y los niños en el reco-
nocimiento, la participación, la protección y la promoción 
de los derechos humanos. La educación no puede formar 
a las personas de manera distinta si no parte de ese nue-
vo enfoque basado en los derechos humanos. Así es como 
se puede resolver todo tipo de discriminación y garantizar 
una educación científica, no la que cada maestro desde su 
punto de vista quiera imponer, sino la que irrestrictamente 
tiene que aplicar porque existe una norma, una clave precisa 
para formar en el marco de los derechos, la paz, el amor a la 
patria, el respeto a sus semejantes, la honradez y la demo-
cracia. Esto incluye a la educación privada, que también, me 
parece, debe tener reformas para que se garantice los pre-
ceptos del artículo 3° constitucional. Necesitamos estructu-
ras e infraestructuras dignas y planteles de docentes debi-
damente formados, profesionalmente actualizados, doctos”. 

Para sumar participantes, responsabilidades y canales 
de diálogo, la senadora menciona a la sociedad civil orga-
nizada y asegura que la evaluación con enfoque de dere-
chos “es posible, es una decisión política”:

“Las organizaciones gubernamentales tienen que escu-
char lo que plantean las organizaciones de la sociedad civil, 
porque en la democracia tienen corresponsabilidad. El pa-
rámetro para el diálogo debe ser el cumplimiento de lo que 
indica nuestra Carta Magna. Hay organizaciones no guberna-
mentales que dicen:  ‘A ver, las escuelas no pueden estar en las 
condiciones en las que están, porque violan la Constitución. 
La autoridad tiene que atenderlas y trabajar con ellas”. 

La senadora visualiza que falta mucho para construir 
esta democracia participativa, “pero hay que caminar cons-
truyéndola, no entrar en el impasse de las inercias que nos 

están llevando al grave deterioro del tejido social del país. 
Al respecto, la educación cumple un papel fundamental en 
la construcción y reconstrucción de ese entramado”. 

Finalmente, la presidenta de la Comisión de Derechos 
Humanos del Senado de la República puntualiza que, en 
este contexto nacional, “lo que enfrenta y resuelve todos 
los días el Instituto Nacional para la Evaluación de la Edu-
cación tiene que ser tomado en consideración y se debe 
actuar en congruencia”; además, señala: 

“Si hay una profesión entre las profesiones doctas que 
deba ser revalorada en nuestro país, por la trascendencia 
de su trabajo, por las proezas que todos los días debe llevar 
a cabo, ésta es la del maestro frente al grupo. Si no nos ase-
guramos de que esta profesión tenga el nivel que requiere 
México para concretar el derecho a la educación de las ni-
ñas y los niños, entonces el país no va a cambiar”.  

Entrevista: Mary Carmen Reyes López

1 Artículos 1º, 3º, 11º, 15º, 18º, 29º, 33º, 89º, 97º, 102º y 105º cpeum.

La Gaceta es el instrumento más claramente 
definido para contribuir a la construcción de la 

Política Nacional de Evaluación Educativa. Es muy 
importante como vehículo de discusión, análisis y 

debate. Tal vez deberíamos de ser más agresivos en 
la distribución digital de la revista, incluso valorar la 
distribución en puntos de venta. No por el ánimo de 

venderla, sino de acercarla a los actores educativos 
en las entidades federativas. 

Luis Castillo Montes
 Titular de la Unidad de Planeación, 

Coordinación y Comunicación Social, inee

 VOCES DE LA CONFERENCIA
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¿Qué se debe evaluar desde  
un enfoque de derechos humanos?
Sin duda, México está inmerso en un debate público intenso 
y plural sobre uno de los temas clave para definir su futuro 
como sociedad: la educación. Este debate incluye hablar de 
infraestructura escolar, personal docente, planes y progra-
mas de estudio, calidad de la enseñanza y de los contenidos, 
sentido de la educación, así como de otros temas de igual 
relevancia, entre los que sobresale la evaluación educativa.

Ante ello, ¿qué se debe evaluar?, ¿los recursos humanos 
y materiales empleados en la tarea educativa?, ¿la efectivi-
dad de las estrategias educativas?, ¿la eficacia de los planes 
y programas de estudio?, ¿el nivel de aprovechamiento de 
los educandos?, ¿el alcance de la matrícula?

Todos esos aspectos pueden y deben ser objeto de eva-
luación. Son tan relevantes como indagar, por ejemplo, la 
capacidad de los sectores público y privado, así como de 
la sociedad organizada en nuestro país para atender, en su 

Evaluar el derecho 
humano a la educación

“Es prioritario que las instituciones autónomas 
relacionadas con el sistema educativo y con 
la protección y la defensa de los derechos 
humanos sumen esfuerzos y se coordinen 
para diseñar conjuntamente los indicadores 
estratégicos relacionados con el ejercicio  
y la atención del derecho a la educación”, dice 
el autor, quien reflexiona sobre las tareas del 
Estado frente a la necesidad objetiva  
de evaluar el cumplimiento de un derecho.

Luis Raúl González Pérez1

Presidente de la Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos (cndh) 
lrgonzalez@cndh.org.mx

1 Con la colaboración de la Dirección General de Planeación 
y Análisis de la cndh.

 VOCES DE LA CONFERENCIA
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conjunto, la demanda de servicios educativos por los gru-
pos más amplios de la sociedad, conformados por niños, 
niñas y jóvenes.

Lo que se quiere destacar aquí —sin menospreciar las 
distintas aristas que se pueden abordar sobre este tema— 
es la necesidad objetiva de evaluar el cumplimiento de un 
derecho.

La educación es un bien jurídico fundamental de ca-
rácter universal. Si bien durante la mayor parte de la his-
toria humana fue entendido como un privilegio, destaca 
que desde el siglo pasado se erigió la concepción —ahora 
dominante— de reconocer, tanto por el derecho interna-
cional como por el sistema jurídico mexicano, un derecho 
humano en el acceso a la educación; derecho que a su vez 
abre la puerta al ejercicio de otros derechos, promoviendo 
la plena libertad de la persona.

El marco jurídico internacional en este rubro tiene como 
punto de partida la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 1948, así como el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, y el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, ambos expedidos en 
1966 por la Asamblea General de la Organización de las Na-
ciones Unidas (onu), y ratificados por México en 1981. En 
ellos se establecen los derechos relacionados con la educa-
ción, así como las obligaciones del Estado para su garantía. 

Además, existe un conjunto de ordenamientos interna-
cionales que establecen o instrumentalizan derechos edu-
cativos, ya sea de modo transversal o vinculándolos con 
otros derechos humanos. Entre ellos se pueden mencionar 
la Declaración de los Derechos del Niño (1959); la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño (1989); la Convención 
Relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera 
de la Enseñanza (1960); la Declaración de Hamburgo sobre 
la Educación de Adultos (1997); y la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad (2006), entre 
otros. 

De manera sintética se enlistan a continuación los bie-
nes jurídicos tutelados por estos ordenamientos interna-
cionales: 

• La universalidad del derecho a la educación: toda perso-
na tiene derecho a acceder a la misma.

• El carácter gratuito y obligatorio de la instrucción ele-
mental, mientras que la de carácter técnico y profe-
sional debe ser generalizada y el acceso a los estudios 

superiores debe ser impulsado por el Estado; para ello 
se ha propuesto ampliar la cobertura de la educación 
obligatoria, con el fin de que sea de 100% en el nivel 
bachillerato para 2022.

• Objetivos mínimos que debe perseguir la educación de 
la niñez, desde una perspectiva humanística: a) desarro-
llar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental 
y f ísica del niño hasta el máximo de sus posibilidades; b) 
inculcarle respeto a los derechos humanos, a las liberta-
des fundamentales y a los principios consagrados en la 
Carta de las Naciones Unidas; c) fomentarle el respeto a 
sus padres, a su propia identidad cultural, a su idioma, a 
sus valores nacionales y a las civilizaciones distintas de 
la suya; d) prepararlo para asumir una vida responsable 
en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, 
tolerancia, igualdad de los géneros y amistad entre todos 
los pueblos, grupos étnicos, religiosos o de origen indí-
gena; y e) inculcarle respeto por el medio ambiente.

• El derecho preferente de los padres a elegir el tipo de 
educación que habrán de dar a los hijos.

• La obligación del Estado de abstenerse de imponer con-
vicción religiosa alguna a los educandos, así como de 
proveerlos de una educación que favorezca su cultura 
general y les permita, en condiciones de igualdad de 
oportunidades, desarrollar sus aptitudes, su juicio in-
dividual, su sentido de responsabilidad moral y social, y 
llegar a ser integrantes útiles de la sociedad.

• El derecho de las niñas y los niños a disfrutar plenamen-
te de juegos y recreaciones que deberán estar orienta-
dos hacia fines educativos. La sociedad y las autorida-
des públicas deben promover el goce de este derecho.

• El derecho de los niños y las niñas con discapacidad f í-
sica o mental a recibir cuidados especiales y educación 
adecuada a su condición. 

• La obligación del Estado de adoptar medidas para fo-
mentar la asistencia regular a las escuelas y reducir las 
tasas de deserción escolar, así como el velar porque la 
disciplina se administre de acuerdo con la dignidad hu-
mana.

• La obligación del Estado de suprimir toda forma de dis-
criminación por raza, religión o cultura en la educación.

• El reconocimiento de que el Estado es el actor funda-
mental para garantizar el derecho a la educación, par-
ticularmente de las poblaciones vulnerables, con inde-
pendencia del grado escolar y la edad de las personas.

 VOCES DE LA CONFERENCIA
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• La obligación de financiar la educación básica mediante 
el gasto público por parte del Estado, así como en co-
laboración con el sector privado, además de impulsar 
la igualdad de oportunidades en el diseño de políticas 
públicas que garanticen el derecho a la educación y la 
mejora de las condiciones de trabajo de los docentes.

Es de relevancia observar que los instrumentos vincula-
torios en esta materia forman parte de la ley suprema de la 
nación, y que, tratándose de normas referentes a un dere-
cho humano, obligan a las autoridades competentes a pro-
moverlo, respetarlo, protegerlo y garantizarlo conforme a 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad y progresividad, de acuerdo con lo que establece en 
su artículo 1° la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos (cpeum).

Por lo demás, el artículo 3° de la cpeum añade algunos 
preceptos fundamentales para hacer realidad el derecho 
humano a la educación. En este sentido, señala que “el Es-
tado garantizará la calidad en la educación obligatoria de 
manera que los materiales y métodos educativos, la orga-
nización escolar, la infraestructura educativa y la idonei-
dad de los docentes y los directivos garanticen el máximo 
logro de aprendizaje de los educandos”.

En este orden de ideas, en el artículo 3o de la cpeum se 
señala que “el ingreso al servicio docente y la promoción a 
cargos con funciones de dirección o de supervisión en la 
educación básica y media superior que imparta el Estado, 
se llevarán a cabo mediante concursos de oposición que 
garanticen la idoneidad de los conocimientos y capacida-
des que correspondan”.

Asimismo, nuestro ordenamiento constitucional man-
data que para garantizar la prestación de servicios educa-
tivos de calidad se creó el Sistema Nacional de Evaluación 
Educativa (snee), cuya coordinación está a cargo del Ins-
tituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee), 
organismo público autónomo, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, al cual corresponde evaluar la calidad, 
el desempeño y los resultados del Sistema Educativo Nacio-
nal (sen) en la educación preescolar, primaria, secundaria y 
media superior, para lo cual debe: a) diseñar y efectuar las 
mediciones que correspondan a componentes, procesos 
o resultados del sistema; b) expedir los lineamientos a los 
que se sujetarán las autoridades educativas federal y loca-
les para llevar a cabo las funciones de evaluación que les  

corresponden, y c) generar y difundir información para emi-
tir directrices que sean relevantes en las decisiones tendien-
tes a mejorar la calidad de la educación y su equidad, como 
factor esencial en la búsqueda de la igualdad social.

El conjunto de preceptos que se ha descrito conforma el 
paradigma conceptual frente al que debe hacerse el ejerci-
cio de evaluación en materia educativa en nuestro país con 
el enfoque de los derechos humanos. 

Necesidad de construir  
indicadores de derechos humanos 
Lo que da sentido a una evaluación educativa es la obten-
ción de datos que permitan indagar en qué forma y en qué 
medida se está cumpliendo el derecho humano a la educa-
ción en nuestro país.

La centralidad de los derechos humanos en la acción de 
todo ente del Estado, a partir de la reforma constitucional en 
la materia operada en 2011, que incluye instituciones como 
el inee, por lo que su tarea, orientada al conocimiento de la 
evolución del sen y al registro de sus avances con el propósi-
to de sustentar decisiones de política pública, no puede sos-
layar la medición de los resultados obtenidos en términos de 
atención a los derechos humanos correspondientes.

Sin ignorar los complejos aspectos técnicos que se de-
ben tomar en cuenta para evaluar el funcionamiento del 
sen, es necesario subrayar que uno de los aspectos esen-
ciales que se evalúan es la atención a derechos fundamen-
tales contenidos en la Constitución y en los tratados inter-
nacionales firmados por México.

Por lo anterior, es prioritario que las instituciones au-
tónomas relacionadas con el sistema educativo y con la 
protección y la defensa de los derechos humanos sumen 
esfuerzos y se coordinen para diseñar conjuntamente los 
indicadores estratégicos relacionados con el ejercicio y la 
atención del derecho a la educación. Para ello, la opinión y 
la colaboración de la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas podría ser de gran valor, considerando 
que se trata de construir indicadores de derechos humanos 
en el ámbito educativo, alineados con el marco normativo 
internacional.

Conclusiones
El debate en torno al sen y al derecho humano que lo hace 
obligatorio es trascendental. Se trata de un debate nacional 
que se da por la formación de sus integrantes, su idiosin-
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crasia y sus sueños, es decir, por su manera de enfrentar 
los retos y acometer el futuro. Se ocupa también de la re-
flexión sobre la democracia y el Estado de derecho, toda 
vez que no hay forma de soportar a sus instituciones sin el 
sustento cultural que propicia un consenso sobre la liber-
tad y el conjunto de los derechos humanos.

Considera, además, el número de personas atendidas y, 
al mismo tiempo, la calidad de los servicios que se les brin-
da en educación formal. Al respecto, no se puede ponderar 
equilibradamente su mejora si no se avanza simultáneamen-
te en la matrícula, pues no hay servicio más deficiente que 
aquél que se omite por incapacidad. Sin embargo, tampoco 
se puede abandonar el esfuerzo por la calidad en aras de 
la matrícula; ambos tienen que armonizarse. También de-
ben crearse nuevos centros educativos, pues resultaría  
decepcionante para los titulares del derecho a la educación 
recibir servicios que a la postre no diesen los resultados 
esperados, entre ellos la inserción al mercado laboral o la 
aptitud para avanzar en los estudios.

El Estado es el primer sujeto obligado frente al derecho 
a la educación. De ahí que no debe disminuir su inversión, 
sino incrementarla paulatinamente, conforme a sus capa-
cidades presupuestarias, ante la obligación de atender el 
principio de progresividad en la satisfacción de este dere-
cho humano.

Los empresarios tampoco deben reducir su apoyo al 
sector educativo pues, entre otras formas de expresión de 
su colaboración, el otorgamiento de becas es una manera 
de atender ese derecho. Por su parte, los padres de familia 
y la sociedad civil en su conjunto deben velar de forma per-
manente para que las instituciones garanticen el derecho 
a la educación. Además, deben hacerse cargo de su con-
dición como sujetos obligados, pues el sistema escolar no 
responde por completo las necesidades educativas y for-
mativas de los niños, las niñas y los jóvenes. 

Los maestros también están en el primer frente de lu-
cha contra la ignorancia y son acreedores del derecho a 
participar en el diseño educativo —al igual que la sociedad 
civil— y a ejercer, en su caso, la libertad de cátedra. No se 
olvide que son sujetos obligados, porque en lo que atañe a 
la prestación de sus valiosos servicios representan al Esta-
do en el cumplimiento de una obligación constitucional.

Es necesario evaluar estas cuestiones para comprender 
de qué manera se está atendiendo el derecho a la educa-

ción y cuáles son los retos que se enfrentan con el fin de 
obtener información oportuna que permita sustentar las 
decisiones pertinentes. 
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Los artículos de la Gaceta muestran puntos de vista 
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objetos en una especie de matriz invisible en la que 
la evaluación educativa es el centro. Como órgano 
de difusión y de reflexión para los participantes en 
el Sistema Nacional de Evaluación Educativa, es de 

lectura obligada y un hilo conductor que puede  
ir acercando un lenguaje común con respecto  

a los usos de evaluación.
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de Resultados Educativos del inee
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El perfeccionamiento del Sistema Educativo Nacional 
(sen) exige ser consistente con las demandas de co-
nocimiento y competencias que el mundo requiere. 

Para atender la diversidad social, cultural y lingüística 
en el país, ha sido imprescindible contar con dispositivos de 
intervención basados en la innovación, que permiten ela-
borar propuestas pedagógicas que enriquecen el currículo 
nacional al incluir el conocimiento ancestral de las regio-
nes y las formas de vida familiar y comunitaria, y hacen de 
los planes y programas de estudio una plataforma multi-
cultural y plurilingüística. A partir de ello, es posible cons-
truir ambientes de aprendizaje significativos, sistematiza-
dos y organizados.

Evaluar en y desde  
la diversidad social  
y lingüística

“La evaluación institucional en la educación 
pública es más que un acto moral, porque  
la constitución del Estado es un contrato  
de la sociedad consigo misma, mediante una 
gobernabilidad democrática y un federalismo 
articulado”, dice la responsable de la educación 
indígena y migrante del país de América 
Latina con mayor número de grupos  
y variantes lingüísticas.

Rosalinda Morales Garza
Directora General de Educación Indígena (dgei)
Subsecretaría de Educación Básica, 
Secretaría de Educación Pública (sep)
rosalinda@sep.gob.mx

La evaluación del desempeño debe ser una 
constante de todo gobierno abierto y eficaz.

Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018
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Gráfica 1. Índice de reprobación 
en las escuelas indígenas

Reprobación
10.00%

8.00%

6.00%

4.00%

2.00%

0.00%

2007-2008

2009-2010

2013-2014

2011-2012

2008-2009

2010-2011

2014-2015 e/

2015-2016 e/

2012-2013

 Fuente: dgei-sep.

Gráfica 2. Índice de abandono escolar 
en las escuelas indígenas
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Vectores de la evaluación  
en educación indígena y migrante
a) Evaluación de los aprendizajes de los estudiantes 

dentro de las aulas. Se propone que tenga un enfoque 
formativo y asigne una calificación con fines de acredi-
tación para la continuidad.

b) Evaluaciones estandarizadas nacionales e interna-
cionales. Busca conocer el dominio de los aprendizajes 
esenciales en los distintos niveles de educación o ran-
gos de edad.

c) Evaluación profesional de los docentes (diagnóstica 
y de desempeño). Busca identificar los aspectos por 
fortalecer en las tareas especializadas.

d) Evaluaciones externas, nacionales e internaciona-
les, públicas y privadas. Analizan el estado de la edu-
cación indígena o el nivel de desempeño de las institu-
ciones involucradas.

Como lo conceptualiza Édgar Alcántar (2014), 

la determinación de la prioridad institucional y normati-
va sobre la cual debe estructurarse el desempeño del o la 
estudiante, del o la docente y del sen, requiere establecer 
las relaciones de imparcialidad, objetividad, transparencia 
y legitimidad en los distintos procesos.

Los principales desaf íos en la evaluación de la edu-
cación indígena están situados en la diversidad social,  
cultural y lingüística, así como en la dispersión geográfica, 
accesibilidad compleja y condiciones de pobreza, sin dejar 
de mencionar las limitaciones de infraestructura escolar, 
acceso a servicios sociales y uso de tecnologías en el pro-
ceso de aprendizaje.

Para la atención educativa de la diversidad cultural y 
lingüística, se estructuraron marcos curriculares que es-
tablecen pautas para la planeación e intervención docen-
te en el aula; con lo que se han logrado concretar líneas 
pedagógicas que responden a la normatividad nacional 
y a los acuerdos internacionales suscritos por México: la 
asignatura de Lengua Indígena, con programas específi-
cos, y marcos curriculares para contextualizar las diversas 
asignaturas. Estos dispositivos, asociados a un enfoque de 
administración basada en resultados, altos estándares ins-
titucionales de desempeño y gobernanza desde la gestión 
de los profesionales de la educación indígena —quienes 

históricamente han impulsado transformaciones—, han 
permitido mejorar los indicadores educativos en 22 mil 
escuelas indígenas en México, situadas mayormente en 
Chiapas, Oaxaca, Guerrero, Puebla y Veracruz, como pue-
de observarse en las gráficas 1, 2 y 3:
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Gráfica 3. Índice de eficiencia terminal 
en las escuelas indígenas
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Gráfica 5. enlace primaria Español. Resultados 
históricos 2006-2013. Porcentaje de alumnos 

(en tercero, cuarto, quinto y sexto grados) en Bueno 
y Excelente por modalidad educativa

 Fuente: sep.
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Gráfica 4. enlace primaria Matemáticas. Resultados 
históricos 2006-2013. Porcentaje de alumnos 

(en tercero, cuarto, quinto y sexto grados) en Bueno 
y Excelente por modalidad educativa
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Desde otro ámbito, durante la aplicación de la Evalua-
ción Nacional del Logro Académico en Centros Escolares  
(enlace), la educación indígena formó parte del segui-
miento que la Secretaría de Educación Pública (sep) hizo 
por modalidad, mostrando un cierre importante de bre-
chas, en relación directa con el movimiento académico con 
identidad a través del Programa Asesor Técnico Pedagó-
gico y para la Atención Educativa a la Diversidad Social, 
Lingüística y Cultural (Paed). 

Evaluar con enfoque de derechos
Garantizar las condiciones para que todos ejerzan su dere-
cho a la educación y logren aprendizajes de calidad implica 
que la inclusión y la equidad en el nivel básico se definan 
como el conjunto de acciones encaminadas a incorporar al 
sen a niñas, niños y jóvenes que, por alguna causa de índo-
le social, cultural, de desigualdad de género o económica, 
no tienen acceso al sistema educativo o se encuentran en 
riesgo de exclusión de los servicios educativos. La norma-
tividad, los recursos y los agentes educativos se movilizan 
para igualar oportunidades en el acceso, permanencia y 
éxito del sistema educativo para todos. 

El enfoque de derechos enmarca la profesionalización 
de docentes y directivos, así como el diseño y desarrollo de 
materiales educativos monolingües, bilingües y plurilin-
gües, y la innovación en la gestión de los aprendizajes en 
el aula (multigrado, multiculturalidad y bilingüismo y pluri-
lingüismo), respondiendo a la diversidad, contextualización 
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y diversificación de contenidos de aprendizaje. Dicho enfo-
que es la base para la apertura de otros derechos, por lo que 
tiene relación con la equidad. A la fecha, aunque práctica-
mente dos de cada tres escuelas indígenas participan de los  
recursos de diversos programas de la sep, todavía se requie-
re llevar a la práctica una política integral de cobertura total.

Desde esta perspectiva, es importante impulsar una 
evaluación de calidad, eficiente, eficaz, equitativa, cuya 
base metodológica y conceptual esté formulada desde  
una conciencia histórica, para que sea planteada como po-
lítica pública y la calidad se estructure desde la proposi-
ción, no desde la indiferencia. Se trata, entonces, no sólo 
de contabilizar el déficit, sino de ir transformando la gene-
ración de acciones afirmativas para la gestión y operación 
de la educación pública, ahí donde no hemos hecho lo su-
ficiente para alcanzar condiciones básicas o no ofrecemos 
estructuras ocupacionales que compensen los retos dife-
renciados que plantean a los agentes educativos las situa-
ciones del contexto en la diversidad.   

Para el caso de la educación indígena y migrante se 
han instalado procesos de aprendizaje que no diferencian 
la evaluación de las actividades del aula. Aunque se esta-
blecen periodos de aplicación parciales/bimestrales, se 
busca fortalecer la evaluación continua y formativa como 
herramienta que permita la reflexión de todos los agentes 

involucrados en torno a las prioridades cognitivas y emo-
cionales para la niñez, en la asociación de prácticas socio-
culturales, intereses comunitarios y relaciones, para con-
vertirlas en contenidos lúdicos, significativos y edificantes.  

En la dgei las definiciones pedagógicas desarrolladas 
con enfoque de derechos desde la construcción colegiada 
con profesores, investigadores e integrantes de las comuni-
dades son las siguientes:

a) Marcos curriculares con sus respectivos materiales: 
Desarrollados por Xóchitl Olvera, directora de Educa-
ción Básica, y equipos de la dgei,1 con el propósito de 
apoyar el desempeño docente en el desarrollo curricu-
lar inclusivo de culturas y conocimientos locales para el 
logro de aprendizajes esperados y competencias globa-
les en plan y programas.
• Diversifican contenidos de asignaturas y abordan 

temas de derechos.
• Contienen la norma didáctica, pedagógica y curricu- 

lar para educación inicial, preescolar y primaria.
• Incorporan los conocimientos científicos tradicio-

nales, matemáticas indígenas, naturaleza y prácticas 
productivas en una nueva generación de materiales 
mono, bi y plurilingües para educación indígena y 
de migrantes.

Se trata no sólo de contabilizar el 
déficit, sino de ir transformando 

la generación de acciones 
afirmativas para la gestión 

y operación de la educación 
pública, ahí donde no hemos 

hecho lo suficiente para brindar 
condiciones básicas a los agentes 

educativos en situaciones y 
contextos de diversidad.
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b) Asignatura de Lengua Indígena. Propuesta de Eleute-
rio Olarte, director de Desarrollo y Fortalecimiento de 
las Lenguas Indígenas de la dgei, y de las comisiones 
estatales:2 
• Se enfoca en las prácticas sociales del lenguaje, alen-

tando la oralidad y la lengua como objeto de apren-
dizaje.

• Tiene como propósito alcanzar el bilingüismo y la 
bialfabetización efectiva.

Metodología y desarrollo de programas  
de estudio en diferentes lenguas indígenas
Es desde estos principios que en las escuelas indígenas de 
organización unitaria y multigrado se promueve el traba-
jo colaborativo: el docente orienta a sus estudiantes para 
desarrollar y potenciar sus capacidades grupales y parti-
culares; la evaluación es un proceso continuo y no un re-
sultado casual. Asimismo, en la dgei, con base en el tra-
bajo de campo y el diálogo horizontal con el profesorado 
y las comunidades indígenas, se diseña y se desarrolla el 
programa editorial plurilingüe más relevante en América 
Latina, conformado por 542 títulos —monolingües, bilin-
gües y plurilingües— que contextualizan el conocimiento 
de la escuela vinculada con su comunidad, volviéndolo sig-

nificativo, legítimo y accesible, al contar con un programa 
editorial diferenciado por lengua y cultura, con un tiraje de 
7 151 071 títulos para el ciclo escolar 2015-2016. 

Y, como una acción de plusvalía en un gobierno inclu-
yente, la dgei desarrolla un programa de lenguas indíge-
nas. Con base en lo anterior, es posible afirmar que, para 
todos los involucrados en el subsistema de educación indí-
gena, hay niveles de exigencia más altos que para el resto 
de las escuelas, estudiantes y docentes del sen, de ahí que 
la obligación del Estado mexicano para armonizar su polí-
tica pública con la Declaración de Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas busque concretar 
los supuestos normativos establecidos, en específico los 
derivados de la Reforma Educativa de 2013.

Conclusión: atención de la diversidad  
en el marco de la Reforma Educativa
Las prioridades del sen son la calidad del aprendizaje del 
estudiantado, el desarrollo profesional docente, el fortale-
cimiento de las escuelas y el desarrollo de su capacidad de 
gestión desde lo local, en un contexto de equidad y pers-
pectiva de igualdad de género. De acuerdo con los plan-
teamientos de la Reforma Educativa 2013, en una agenda 
a corto y mediano plazos para la educación indígena y mi-
grante en México debe considerarse:

Es posible afirmar que, para todos los 
involucrados en el subsistema de educación 
indígena, hay niveles de exigencia más altos  
que para el resto de las escuelas, estudiantes  
y docentes del sen, de ahí la obligación del Estado 
mexicano para armonizar su política pública  
con la Declaración de Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
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a) Dentro del Sistema de Asistencia Técnica a la Escuela 
(sate):

• El desarrollo de circuitos de atención con apoyos 
específicos para incidir en comunidades y escuelas 
geográficamente coincidentes. 

• La creación de docentes itinerantes de Lengua Indí-
gena, Educación Física, Artística e Inglés, así como 
directivos.

• Formar en liderazgo a los cuerpos directivos y de 
supervisión e incluir especialistas de administración 
que asesoren a las escuelas.

• Incorporar a los Asesores Académicos de la Diver-
sidad (aad, antes atp) como agentes especializados 
para la atención de escuelas indígenas, migrantes  
y rurales.

• Que el sate ofrezca líneas de trabajo y atención es-
pecializada en las escuelas y regiones rurales o urba-
nas con alto grado de inmigración indígena.

b) Vincular a las escuelas de educación indígena con la Te-
lesecundaria en las regiones de coincidencia geográfica 
para crear marcos pedagógicos, formación continua  
y metas comunes, y elevar la pertinencia lingüística y 
cultural, y contribuir a detener el abandono escolar.

c) Privilegiar la expansión y diversificación de oportuni-
dades educativas más allá de la primaria, mejorando la 
infraestructura, el acceso a las tic y sumando subsidios 
intersectoriales. 

d) Invertir lo suficiente en estrategias locales por medio de 
las cuales el profesorado logre competencias lingüísti-
cas para la docencia y potencie el desarrollo cognitivo 
de sus estudiantes, la afirmación de su identidad y la 
apertura a horizontes globales. 

 Lo que supone, además, que las entidades revisen la 
ubicación del profesorado de acuerdo con la lengua que 
dominan.

e) Privilegiar la incorporación y participación extensiva 
de escuelas indígenas, migrantes y rurales en los pro-
gramas de educación básica.

f ) Ampliar el financiamiento a proyectos de iniciativas es-
tatales y regionales para apuntalar, desde lo local, una 

educación contextualizada que responda a los retos de 
gestión de los aprendizajes y de la administración del 
centro escolar.

g) Profesionalizar a 100% de los docentes y directivos que 
atienden escuelas rurales, indígenas y de migrantes 
para mejorar la calidad y brindar una oferta diversifica-
da que incluya el dominio de competencias lingüísticas 
con el apoyo de las tic.

En la política educativa es imprescindible superar la 
recurrente mención del deber ser, avanzando y trabajando 
colaborativamente, para probar en los hechos qué sabemos 
hacer al respecto de una de las mejores causas de la huma-
nidad: el derecho de todos a la educación. 

1 Publicado en las series Marco curricular de la educación inicial 
indígena. Un campo de la diversidad, 2010 y Marco curricular de 
la educación preescolar indígena y de la población migrante, 2011. 
dgei, sep.

2 Basado en la publicación Lengua Indígena. Parámetros curricula-
res. dgei, sep, 2008.
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Considero adecuado el estilo editorial de la Gaceta: 
diseño moderno y, a la vez, sobrio, que la hace 

agradable a la vista y de lectura ágil. Pienso que 
podría incluir una sección que recoja la opinión de 
los ciudadanos y las organizaciones sociales sobre 

las acciones y avances del Estado encaminados para 
mejorar la calidad de la educación, y así incluir las 

voces de los sujetos activos y pasivos involucrados e 
interesados en el proceso educativo de nuestro país. 

 
Luis Felipe Michel Díaz

Titular de la Unidad 
de la Contraloría Interna, inee

http://goo.gl/x4Kqpb
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Avances en evaluación 
en Jalisco
Jalisco participa en las evaluaciones 
nacionales e internacionales, coordi-
nadas por la Secretaría de Educación 
Pública (sep) y el Instituto Nacional 
para la Evaluación de la Educación 
(inee), y desarrolla programas locales 
con énfasis en la mejora, para fortale-
cer la toma de decisiones de la autori-
dad educativa en sus diversos niveles, 
desde la máxima autoridad institucio-
nal, sus coordinaciones y direcciones 
generales, hasta la estructura educati-
va conformada por los jefes de sector, 
supervisores, directores y, en última 
instancia —aunque deberíamos reco-
nocer que en primera—, el docente y 
los padres de familia. Estas son algu-
nas de las principales acciones en este 
marco: 

Medición de factores de la Cé-
dula de Factores Asociados al 
Aprendizaje (Cefaa): se desarrolla 
anualmente desde 2008 para indagar 

sobre aspectos internos y externos a 
la escuela que contribuyen a explicar 
las brechas de aprendizaje observadas 
entre estudiantes de diversas moda-
lidades. Los resultados se ofrecen a 
los niveles y estructura educativa de 
la Secretaría de Educación de Jalisco 
(sej) y a las áreas de investigación de 
diversas instituciones como referente 
para diseñar estrategias para la mejo-
ra del logro educativo, enfatizando as-
pectos del ambiente escolar y familiar.

Seguimiento a las acciones del 
Consejo Técnico Escolar (cte): es 
el medio para la organización de la 
escuela y la transformación positiva 
de los resultados de aprendizaje del 
alumnado de educación inicial y bá-
sica. Un espacio propicio para que 
alumnos, maestros y padres de familia 
—bajo la guía del director— se involu-
cren en la resolución de los retos que 
la escuela enfrenta a través del inter-
cambio de experiencias sobre práctica 
docente y liderazgo directivo. Durante 

Atención multicultural: 
referentes de la evaluación 
educativa en Jalisco

México es un país multicultural. En este contexto,  
¿qué estrategias de evaluación desarrolla Jalisco para 
fortalecer el derecho a una educación de calidad para todos? 
“La diversificación de la oferta educativa bajo esta condición 
multicultural ha significado multiplicar esfuerzos”,  
dice el autor, quien avizora una tarea de enorme magnitud. 

Francisco de Jesús Ayón López
Secretario de Educación del estado de Jalisco
francisco.ayon@jalisco.gob.mx

mailto:francisco.ayon@jalisco.gob.mx
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los ciclos escolares 2013-2014 y 2014-
2015, la sej desarrolló e implementó 
un instrumento para el seguimiento 
de las actividades de los cte, con la 
finalidad de verificar el avance de las 
rutas de mejora y el fortalecimiento 
de los rasgos de la normalidad míni-
ma, para retroalimentar a los niveles 
y estructura educativa en el estableci-
miento de retos y reenfoque de accio-
nes a lo largo del ciclo escolar.

Enfoque Formativo de Evalua-
ción en Jalisco (Efejal): Progra-
ma colegiado con especialistas de 
las coordinaciones de Planeación y 
Evaluación Educativa, de Educación 
Básica (ceb), de Formación y Actua-
lización de Docentes (cfad) e, inicial-
mente, también del Consejo Estatal 
Técnico de Educación. Su objetivo es 
posicionar un programa de evalua-
ción estatal que coadyuve en la me-
jora y el fortalecimiento del desem-
peño docente1 y del nivel de logro de 
los alumnos, capaz de generar infor-
mación pertinente a las necesidades 
particulares del estado, aunque con-
gruente con la política nacional. Los 
elementos del Efejal son cinco: 

1. Creación de escenarios en las es-
cuelas para mejorar los procesos 
de evaluación formativa. Se pilotó 
un curso que fue validado como 
relevante y útil para el docente en 
cuanto a contenidos temáticos, 
pero mejorable en sus materiales;

2. Diseño de instrumentos con enfo-
que formativo. Desarrollados para 
evaluar avances en los tres prime-
ros bloques, fundamentados en 
protocolos del inee (2006 y 2014)2 
y del Centro Nacional de Evalua-
ción para la Educación Superior, A. 
C. (2011). El 4 de marzo de 2015 se 

aplicó la prueba definitiva Efejal 
de Español y Matemáticas a una 
muestra de 1 768 escuelas en ter-
cero y sexto de primaria, y tercero 
de secundaria; ésta fue respondida 
por 94 448 alumnos de los tres gra-
dos. Los instrumentos para cuarto 
y quinto de primaria, y primero y 
segundo de secundaria, de Español 
y Matemáticas, así como de lengua 
extranjera (Inglés) para cuarto y 
sexto de primaria y los tres grados 
de secundaria se encuentran en 
fase de pilotaje; 

3. Fortalecimiento de equipos técnicos 
con el objetivo de cimentar el ca-
rácter formativo de la evaluación. 

Conjuntamente con la cfad y la 
ceb, se trabaja para la formulación 
de estrategias que fortalezcan la 
enseñanza y el aprendizaje de los 
contenidos curriculares de menor 
dominio;

4. Generación de instrumentos de eva-
luación. En fase de desarrollo para 
pilotaje; 

5. Generación de información para la 
toma de decisiones. En fase de desa-
rrollo.

Multiculturalidad y evaluación3

En Jalisco hay dos grupos culturales 
beneficiarios de los servicios de la Di-
rección de Educación Indígena (dei) 
de la sep, a saber: 

1. El pueblo huichol. Autodenomi-
nado wixárika o wixaritari (plural).4 
Los servicios de educación prees-
colar y primaria son impartidos por 
docentes hablantes de wixárika, lo 
cual implica, desde 1965, el acuerdo 
con los gobiernos tradicionales de 
San Andrés Cohamiata (Tateikie), 
Santa Catarina Cuexcomatitlán 
(Tuapurie), San Sebastián Tepona-
huaxtlán (Wautia) y Tuxpan de Bo-
laños (Tutsipa) en la Región Norte 
de Jalisco. Se ha logrado atender a 
los infantes, dando pie a la escuela 
bicultural, luego a la bilingüe y, ac-
tualmente, a la intercultural bilin-
güe (ver figura 1).

Dadas la distancia, la dispersión de 
las comunidades y las condiciones geo-
gráficas que imperan en esta región, 
11% del alumnado se concentra en 
albergues para acceder a la educación 
preescolar y primaria. En los munici-
pios de Bolaños y Mezquitic estudian  
6 048 niños wixaritari, de los cuales 

Dadas la distancia, 
la dispersión de 

las comunidades 
y las condiciones 
geográficas que 
imperan en esta 

región, 11% 
del alumnado 
se concentra 
en albergues 
para acceder 

a la educación 
preescolar 
y primaria.
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83% cursa primaria,5 con la participa-
ción de 278 docentes y 12 directores 
sin grupo en 101 escuelas (y alber-
gues). Debido a las condiciones socio-
demográficas y a la geograf ía del lugar 
es dif ícil lograr una cobertura de 100%.

2. La cultura nahua. Afincada en al-
gunos municipios del Sur y Costa 
Sur del estado. Reciben servicios 
educativos desde 1 988. Con el 
propósito de rescatar el náhuatl, se 
contrataron a docentes hablantes 
de la lengua de Hidalgo, Veracruz 
y Puebla. Es así que 1 372 niños 
son atendidos por 79 docentes en 
34 escuelas de educación prima-
ria, mientras que 402 de educación 
preescolar estudian con 29 docen-
tes en 21 escuelas. 

Tanto los wixárika como los na-
huas egresados de primaria se inte-
gran a la educación telesecundaria. 
En el caso de los wixárika, 60 docen-
tes en 14 escuelas trabajan con 1 485 
alumnos. En comunidades nahuas, 
993 alumnos estudian en 14 escuelas 
en Cuautitlán de García Barragán, 
con apoyo de 55 docentes.

Los retos para la atención 
multicultural
Además del compromiso de cumplir 
en el aula con los contenidos del pro-
grama oficial de primaria o de prees-
colar de la sep, los docentes de edu-
cación indígena enfrentan el reto de 
trabajar los contenidos locales de los 
pueblos originarios con la finalidad de 
fortalecer la identidad cultural y lin-

güística de cada grupo étnico. Éstas 
son algunas de las estrategias imple-
mentadas:

La dei, en coordinación con la sej, 
operó hasta 2005 un Curso de induc-
ción a la docencia en el medio indíge-
na con duración de tres a seis meses.

La política educativa trasladó a 
la Dirección General de Evaluación 
Educativa (dgee) la coordinación de 
la aplicación del examen complemen-
tario o adicional en la lengua indíge-
na. En la última edición del Concurso 
nacional para el ingreso al Servicio 
Profesional Docente 2014-2015, se 
establecieron cuatro sedes de aplica-
ción: Colotlán, Ciudad Guzmán, La-
gos de Moreno y Autlán de Navarro. 
Se contó con 21 sustentantes de edu-
cación indígena, a quienes se evaluó 
adicionalmente en seis aspectos: ora-
lidad, lectura en voz alta, lectura de 
comprensión, escritura, actitudes y 
cultura en la escuela.

Actualmente operan cuatro cursos 
para personal docente de ambas re-
giones culturales y se desarrollan dos 
estrategias para la inclusión y la mul-
ticulturalidad: 

a) Noches literarias en la región wixá- 
rika, mediante las cuales, dada la 
tradición de oralidad de la lengua 
de origen, se aspira a mejorar el 
aprendizaje de la lectura y escritu-
ra de su lengua y del español con el 
objetivo de facilitar a los alumnos 
de primaria el acceso, con oportu-
nidad y equidad, a otros contextos. 
Son beneficiarios 229 profesores 
bilingües frente a grupo, un asesor 
técnico, seis supervisores, un jefe 
de sector de la región wixárika y 
5 086 alumnos de los municipios de 
Bolaños y Mezquitic. 

Fuente: Dirección de Educación Indígena, sep.

Figura 1. Municipios de Jalisco con asentamientos 
de grupos culturales wixárika o nahua



26

b) Revitalización de la lengua náhuatl, 
que atiende la problemática caracte-
rizada por la pérdida de la lengua 
original —en este caso una varian-
te del náhuatl conocida en la re-
gión como “mexi cano”—, con 
el objetivo de elaborar un currícu-
lo contextualizado, con una meto-
dología específica para la enseñan-
za de esta lengua en los seis grados 
de primaria en el sur de Jalisco, así 
como la edición de textos y dis-
cos compactos en su idioma para 
alumnos y maestros en niveles 
de dominio inicial, intermedio y 
avanzado. 

La magnitud del desaf ío
La magnitud de la tarea que implica el 
desarrollo de la evaluación educativa 
en este contexto es de enormes pro-
porciones. La evaluación se construye 
después de las mediciones, a partir 
de la información recabada, contras-
tando con el referente y considerando 
los contextos que le dan sentido pero, 
¿qué hacer con dichos resultados? 
Afirma Pedro Ravela que “cada vez es 
más sencillo producir datos y descri-
birlos en un informe, pero cada vez 
es más dif ícil reflexionar a partir de 
ellos” (Zorrilla, 2003:23). 

Resulta crucial —no sólo para Jalis-
co, sino como un reto nacional— siste-
matizar y orientar el uso de resultados 
de logro educativo hacia un enfoque de 
derechos, encaminando las decisiones 
de quienes dirigimos los sistemas edu-
cativos de manera corresponsable, por 
medio de la generación de directrices 
relevantes que efectivamente lleven a 
la transformación de la educación. 

¿Será posible que la mancuerna 
entre el inee y la sep, a través del Mo-
delo de Emisión de Directrices (Mi-

randa, 2014:28), con un triple proceso 
de validación —actores involucrados, 
grupos académicos y técnicos, y auto-
ridades educativas—, defina e instau-
re una agenda para la mejora que al 
fin logre la calidad educativa en Mé-
xico? Jalisco está listo para el cambio, 
listo para asumir y desarrollar las ta-
reas que nos lleven a superar este de-
saf ío. 

1 Una finalidad adicional es abatir en lo po-
sible el uso de pruebas formuladas con fi-
nes comerciales, ya que personal técnico 
de la dgee revisó en 2014 pruebas de al 
menos tres editoriales y se constató que 
no se alinean totalmente al currículo ni al 
enfoque de evaluación.

2 inee, Banco de Indicadores Educativos: 
http://goo.gl/4HhLGj

3 Colaboración de la Dirección de Educa-
ción Indígena (dei).

4 Consultado en la página de la Comisión 
Nacional para el Desarrollo de los Pue-
blos Indígenas en http://www.cdi.gob.mx

5 Los datos de la estadística de servicios 
educativos en comunidades wixaritari o 
nahuas proceden del Sistema de Explora-
ción de Estadística Inicio de Cursos 2014-
2015, Secretaría de Educación Jalisco.
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El Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019 del Gobierno 
de Baja California consta de siete estrategias recto-
ras para el bienestar de los ciudadanos. Entre ellas, 

el eje “Educación para la vida” establece asegurar la forma-
ción integral desde la educación básica hasta la superior, 
garantizando la inclusión y la equidad a todos los grupos 
de población —en tránsito o permanencia— con educa-
ción de calidad, un sistema de arte y cultura, la promo-
ción de valores y el desarrollo del deporte. Esto incluye a 
los migrantes nacionales e internacionales atendidos por 
el sistema educativo estatal, que durante el ciclo escolar 
2014-2015 comprendió a 54 mil niños y jóvenes de países 
como Estados Unidos, China, Honduras, Belice, Canadá, 
República Dominicana, Ecuador, Francia, Estonia, Guate-
mala, Israel, Japón, Corea, El Salvador y Uruguay. De esta 
población estudiantil, 31 200 fueron atendidos en Tijuana; 

Baja California: 
uso de la información 
para fortalecer  
la garantía del derecho 
a la educación 

“Ésta es la premisa fundamental: la evaluación 
tiene sentido en la medida que sirva para 
mejorar”, afirma Mario Herrera Zárate, titular 
educativo de una entidad con muy bajos niveles 
de analfabetismo, y que a la vez, recibió en 2014 
—como es habitual cada año— 49 815 nuevos 
pobladores de otros estados y varios miles de 
niños y jóvenes de otros países, a quienes se debe 
garantizar el derecho a una educación de calidad.

Mario Herrera Zárate
Secretario de Educación y Bienestar Social  
en el estado de Baja California
mherrera2@educacionbc.edu.mx

13 mil en Mexicali; 5 mil en Ensenada; 2 423 en Playas de 
Rosarito y 1 902 en Tecate.1 A esto se añaden 40 082 inmi-
grantes interestatales.2

La cultura de la evaluación aún es reto
La consulta diagnóstica estatal sobre educación de Baja 
California, llevada a cabo en 1996, identificó una falta de 
seguimiento sistemático a los resultados que generan las 
evaluaciones, ausencia de medios de difusión para el acce-
so a la información para la toma de decisiones y una eva-
luación educativa no sistemática. Este diagnóstico derivó 
en un apartado sobre evaluación en el programa sectorial 
de 1999, y en la creación de la Dirección de Evaluación 
Educativa (dee). 

En el ciclo escolar 2012-2013, la dee elaboró el docu-
mento Evaluación educativa en Baja California: cons-
trucción de una cultura, texto que marca la dimensión del 
desaf ío educativo: la evaluación manifiesta retos en su or-
denamiento, articulación y marco sistémico. Es evidente 
que para fortalecer la garantía del derecho a la educación 
debe fomentarse un uso más adecuado de la información 
entre los actores educativos y el resto de la sociedad. Aun 
así, al identificar las buenas prácticas en la construcción de 
una cultura de la evaluación, el estado ha llevado a cabo 
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esfuerzos en materia de difusión y uso pedagógico de los 
resultados de las evaluaciones por medio de la producción 
y distribución de materiales de apoyo para diversos actores 
educativos (colegiados de evaluación y docentes; directi-
vos y asesores técnico-pedagógicos e investigadores), así 
como para la integración de bases históricas de datos.

Acuerdos interinstitucionales  
y prácticas estatales
El Sistema Educativo Estatal (see) tiene el gran reto de im-
pulsar las prácticas pedagógicas que promuevan el uso de 
las capacidades de los alumnos, garantizar el conocimiento 
y la aplicación del plan y los programas de estudios vigentes 
por parte de los docentes, así como desarrolla las habilidades 
de lectoescritura y matemáticas en todos los niveles educa-
tivos, como parte de las habilidades básicas indispensables. 
De ahí el fortalecimiento del Programa de Escuelas de Tiem-
po Completo, con una ampliación del horario escolar, que 
atiende líneas de aprendizaje —arte y cultura, desaf íos ma-
temáticos, lectura y escritura— y trabaja transversalmente 
inglés, tecnologías de la información y convivencia escolar 
en una comunidad educativa multicultural. En México, 6 de 
cada 100 personas son hablantes de una lengua indígena; en 
Baja California, 1 de cada 100 lo es, frecuentemente en con-
dición de migración (inegi, 2010).3

En la búsqueda de metas, hoy se identifican avances en 
los resultados de las evaluaciones de los aprendizajes de los 
estudiantes, que aportan insumos sólidos para la implemen-
tación de políticas públicas que permitan reducir la brecha 
de aprendizaje en un contexto social en el que se percibe 
ilegalidad dentro de los parámetros de convivencia, y tole-
rancia a la corrupción y a la delincuencia, lo que repercute 
en forma de altos costos sociales y económicos. Urge desa-
rrollar en las personas valores sociales, cívicos y éticos, así 
como de participación ciudadana, para el conocimiento y 
ejercicio de sus derechos y obligaciones en un marco legal. 

El estado registra 2.8% de la población total del país 
(3 155 070 habitantes), donde 91.7% está distribuido en zo-
nas urbanas y 8.3% en zona rural, y tiene una escolaridad 
de 9.2 —hasta tercer grado de secundaria—, mientras que 
el promedio nacional es de 8.6 (inegi, 2010). Ante este pa-
norama, la tarea es recuperar el enfoque en los temas esen-
ciales, porque la aspiración de todo sistema democrático es 
consolidar y ampliar el acceso a una educación de calidad 
para todos —niñas, niños, adolescentes, jóvenes, adultos 

mayores, población indígena y grupos marginados— con 
el fin de cumplir con la Constitución, las leyes de la materia 
y los compromisos internacionales.

En Baja California, la implementación de los progra-
mas federales y estatales de apoyo a la educación está en 
la lógica de las recomendaciones internacionales. Y, para 
contribuir a la mejora del logro educativo del alumnado, 
se aplican acciones centradas en la ruta de mejora de cada 
una de las escuelas y en el apoyo al colectivo docente por 
medio del Consejo Técnico Escolar.

Además, durante 2015, en la entidad se convalida el 
octavo adendum del convenio de colaboración de la Uni-
versidad Autónoma de Baja California (uabc) y la Unidad 
de Evaluación Educativa (uee) —con la asesoría técnica 
del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 
(inee)—, por medio del cual se han llevado a cabo tres es-
tudios durante 2015, los cuales se mencionan a continua-
ción. A ellos se suma la organización de foros y eventos 
sobre evaluación educativa coordinados por la uee:

“Caracterización de las buenas prácticas en escue-
las secundarias de Baja California”. Entre los hallazgos 
en escuelas con alto valor agregado se identificaron las 
siguientes prácticas: fomentar el gusto por la lectura, 
promover la convivencia escolar, tiempo efectivo de ex-
posición al currículo, y existencia de normas y condi-
ciones para su cumplimiento. 

“Caracterización de la convivencia escolar en Baja 
California”, en escuelas primarias y secundarias, me-
diante las siguientes dimensiones: a) valoración global 
de la escuela; b) relaciones entre alumnos y profesores;  
c) normas, conflictos y disciplina; d) tratamiento a la 
diversidad; e) relaciones con las familias y el entorno;  
y f ) bullying y otras expresiones de violencia escolar.

“Evaluación de la escritura al egreso de la educación 
primaria en Baja California”. Su objetivo fue desarrollar 
y aplicar un examen alineado al nuevo currículo, con el 
fin de evaluar la competencia de la expresión escrita de 
los niños que egresan de la educación primaria. 

Equidad, docencia y el influjo de la migración
Los retos educativos en Baja California son complejos, ya 
que consideran no sólo a toda la población residente actual 
en edad escolar, sino a las personas que se integrarán, por 
migración o nacimiento, en el 2019, pues la entidad recibe 
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un promedio anual de 49 815 nuevos habitantes al año. Es 
en este contexto que se incorpora el concepto de calidad 
que la Reforma Educativa de 2013 señala como caracterís-
tica esencial de la educación, definida como un derecho 
humano de todos, para cuya garantía se previeron, entre 
otros, dos instrumentos concretos: a) la medición y la eva-
luación de los componentes del sistema educativo, y b) la 
creación del Servicio Profesional Docente (spd).

Puesto que Baja California presenta una gran pobla-
ción migrante, aún es un reto el perfil lingüístico de los 
docentes de primaria y secundaria para responder a las 
necesidades de estos grupos en tránsito que aumentan 
cada año. Es claro el desaf ío de atender e integrar al me-
dio escolar, y posteriormente al laboral y social a aquellos 
alumnos cuyas características f ísicas, psíquicas o sociales 
dificultan el desarrollo de su potencial en un sistema edu-
cativo regular. 

De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 2010, 
un total de 154 029 personas del resto de las entidades del país 
arribaron a Baja California para vivir, provenientes en su ma-
yoría de Sinaloa, Sonora, Chiapas, Jalisco, Oaxaca y el Distrito 
Federal. De esa cifra, 30 550 son niños y 29 219 niñas con 5 
años de edad, de los cuales 96 de cada 100 asisten a la escuela.4

En este contexto, cerca de 11 mil docentes y directivos 
de los 56 564 que tiene la entidad han participado en los 
concursos de ingreso y promoción a cargos con funciones 
de dirección y de supervisión, y de asesoría técnica peda-
gógica, así como de evaluación del desempeño y evalua-
ción diagnóstica en educación básica y media superior. 
Así, la importancia de los docentes estriba en su capacidad 
para coadyuvar en la concreción del derecho a la educa-
ción, pues representan el primer punto de contacto del 
sistema con los niños, los jóvenes y sus familias, como co-
rresponsables de mejorar los aprendizajes de sus alumnos. 

Por ello se busca optimizar y asignar mayores recursos 
para la creación de nuevas plazas docentes que permitan 
dar respuesta especializada a los niveles educativos de pre-
escolar y secundaria, además de ampliar la cobertura pri-
maria en áreas periféricas y zonas rurales con estudiantes 
de perfil indígena y migrante. 

En lo que respecta a la infraestructura escolar, la ma-
yoría de las escuelas de educación básica presentan con-
diciones inadecuadas para ofrecer una educación especial 
incluyente, por lo que el reto de encaminar acciones que 
brinden alternativas para la inclusión continúa.

El informe del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (pnud) de 2010, respecto al Índice de Desarro-
llo Humano (idh), coloca a Baja California como la cuarta 
entidad mejor posicionada, después del Distrito Federal, 
Nuevo León y Baja California Sur, mientras que el Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(Coneval) señala a los municipios del estado con una in-
cidencia de pobreza patrimonial y rezago social menor a 
20%, ubicándolos en el número 28 a nivel nacional.5 Es en 
este gran marco sistémico de ordenamiento y articulación 
en el que se construye una cultura de la evaluación que 
busca contribuir a elevar la calidad de vida de los bajacali-
fornianos, sobre todo de los grupos vulnerables —migran-
tes nacionales e internacionales, indígenas, discapacitados 
y población en condiciones de pobreza—, que permita to-
mar decisiones y diseñar políticas educativas que ayuden 
al cumplimiento de la garantía del derecho a la educación 
de todos los que habitan en Baja California. 

1 López López, Y. A. Coordinación Estatal del Programa Binacio-
nal de Educación Migrante (Probem). Agosto 2015: http://goo.
gl/2UCmaj

2 Coplade Baja California. Gobierno del Estado (2014). Apuntes 
de población de Baja California: http://goo.gl/gBIsBB

3 Instituto Nacional de Estadística y Geograf ía (Inegi) 2011, Pano-
rama sociodemográfico de Baja California: http://goo.gl/bdOLNP

4 Ídem.
5 Diagnóstico estratégico. Eje estratégico de Desarrollo Humano y 

Sociedad Equitativa. Plan Estatal de Desarrollo de Baja California 
2014-2019: http://goo.gl/YZMONA

Creo que la Gaceta es un reflejo del momento de  
definición en el que se encuentra la Política Nacional 

de Evaluación Educativa (pnee) —de grandes 
trazos, discursos genéricos, definición de marcos— 

y que su aspiración debiera ser que conforme se 
decanta dicha política, la narrativa de la revista 

sea más precisa y genere información sobre lo que 
implica la definición de la pnee; además de que, 

eventualmente, se tengan resultados y efectos de 
las propias políticas en curso. 

Jorge A. Hernández Uralde
Titular de la Unidad de Evaluación  

del Sistema Educativo Nacional, inee

http://goo.gl/2UCmaj
http://goo.gl/2UCmaj
http://goo.gl/gBIsBB
http://goo.gl/bdOLNP
http://goo.gl/YZMONA
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—Por muchos años el 
concepto de eva-
luación educativa se 

ha desvirtuado porque se ha centrado 
en algunos aspectos del rendimiento 
de los estudiantes y con ello se res-
ponsabiliza a los profesores —señala 
Armando Sepúlveda, doctor en Ma-
temática Educativa por el Centro de 
Investigación y de Estudios Avanza-
dos del Instituto Politécnico Nacio-
nal (Cinvestav-ipn)—. Ésa es una 
visión injusta, carente de un enfoque 
de derechos. Hay que comenzar por 
evaluar el currículo escolar, porque es 
la conformación de todo un sistema 
en el que influyen las condiciones del 
proceso educativo, las ligas de cone-
xión entre los profesores, las autori-
dades, los estudiantes, el aparato gu-
bernamental. ¿Cómo se atienden las 
necesidades de todas esas personas? 
Son muchos factores: la selección de 
los maestros, la impartición de clases, 
el aprovechamiento de los estudian-

tes. Por eso, la evaluación del Sistema 
Educativo Nacional debería ser más 
integral y contextualizada, atendien-
do al currículo escolar y sus resulta-
dos como primer producto.

“Estar al frente de una Secretaría 
de Educación estatal y tratar de convo-
car a la sociedad para hacer un frente 
común en favor de la implementación 
de la Reforma Educativa en el entorno 
michoacano no es tarea menor”, dice 
el doctor Sepúlveda, quien insiste en 
que lo principal es que los estudiantes 
aprendan:

“Cuando logramos hacer indepen-
diente al alumno para que estudie por 
sí mismo, hemos conseguido el prin-
cipal propósito de la enseñanza y el 
aprendizaje, es lo esencial. Y en eso 
debería centrarse la evaluación edu-
cativa: en detectar necesidades, saber 
qué instrumentos diseñar para apre-
ciar esa disposición de los estudian-
tes para aprender —dice, mientras 
refiere su experiencia personal como 

Michoacán: evaluar con 
perspectiva de derechos 
significa canalizar las diferencias

Tras la aprobación de la Reforma Educativa, Michoacán  
—que enfrenta conflictos educativos de antaño— tiene  
ahora el desaf ío de efectuar una evaluación permanente  
que no deje de lado el enfoque de derechos. Su apuesta  
es por la conjunción de voces: un llamado a la sociedad.  
Armando Sepúlveda López, secretario de Educación  
de la entidad, lo explica en entrevista para la Gaceta.

 ASÍ AFRONTAMOS NUESTROS RETOS
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maestro en la Olimpiada Nacional de 
Matemáticas para Educación Media 
Superior, antes de liderar la Secretaría 
de Educación de Michoacán. 

“En relación con el trabajo docente 
y la evaluación, no sabemos, por ejem-
plo, si los logros de esos estudiantes 
dependen exclusivamente del maestro, 
pues ha habido ganadores de alguna 
escuela en la que ni maestro había, u 
otros de pueblos lejanos, como Huani-
queo, que, al preguntarles por el maes-
tro, responden: ‘Era fulano de tal, pero 
casi ni iba a clases’. Muchachos como 
ésos llegan al bachillerato, forman par-
te de la selección para las Olimpiadas y 
se convierten en los mejores estudian-
tes de Físico-matemáticas”.

Michoacán tiene 113 municipios, 
de los cuales 17 son considerados de 
extrema marginación. En cuanto a las 
necesidades de cobertura educativa, 
alrededor de 40 requieren atención. 
Estos retos permiten vislumbrar una 
estrategia para fortalecer el sistema 
educativo del estado:

“Para garantizar el derecho a una 
educación de calidad, primero que 
nada hay que tratar de que la infraes-
tructura tenga mejor desarrollo, lo-
grar mayor cobertura, atender los 
diferentes niveles educativos y solu-
cionar el problema del convencimien-
to de los profesores, conseguir que 
vean la evaluación como un motor 
que retroalimenta el proceso educa-
tivo y que les conviene incorporar a 
su forma de pensar; hacerles entender 
que es parte de lo que ellos mismos 
valoran acerca de la cuestión dialéc-
tica, el dinamismo que debe haber en 
todo fenómeno para que no muera. 
Nuestro Plan Educativo tiene 37 ac-
ciones encaminadas a fortalecer el 
sistema educativo del estado”.

Diálogo para romper inercias 
negativas frente a la evaluación
Sepúlveda López reflexiona en torno 
a la falta de evaluación de maestros 
y alumnos y sobre cómo repercutió 
esto en el concurso de oposición para 
el Servicio Profesional Docente (spd):

”No tenemos un sistema de evalua-
ción a nivel estatal, hay empresas pri-
vadas que hacen evaluaciones, pero 
regularmente son sesgadas. Cuando 
ha habido evaluaciones educativas 
nacionales, a Michoacán no le ha ido 
bien, fundamentalmente por la opo-
sición de los maestros. También en 
bachillerato la gente se opone, lo ven 
como algo que va a ser utilizado para 
fines de fiscalización, que cuestionar 
a su integridad, sus conocimientos 

personales. El concurso de oposición 
fue un proceso que causó mucha an-
gustia porque tuvimos mucha presión 
de parte de los miembros del grupo 
contrario a la evaluación y a la refor-
ma, que son mayoría y controlan las 
escuelas normales del estado. Hici-
mos un gran esfuerzo para que los es-
tudiantes de las normales asistieran, y 
no lo logramos; sin embargo hubo un 
registro voluntario de profesores que 
presentaron el examen en la Ciudad 
de México”. 

Para romper esta inercia negativa 
frente a la evaluación podrían im-
plementarse estrategias de diálogo y 
convencimiento, pero lo primero es 
analizar la pertinencia de las deman-
das del profesorado, como explica el 
investigador:

“Debo decir que muchas de sus de-
mandas son justas. En efecto, hemos 
tenido rezagos. Lo malo es que prio-
rizan el enfrentamiento, las medidas 
de fuerza frente a la razón. Parte de 
lo que ellos reclaman hay que tomarlo 
en cuenta para incorporarlo en las 
evaluaciones y que se sientan repre-
sentados. La participación también es 
un derecho”. 

Desde el punto de vista del doctor 
Sepúlveda, la evaluación docente y la 
construcción de una política nacional 
de evaluación tienen que tomar en 
cuenta muchas opiniones: 

“Debe existir un diagnóstico na-
cional para catalogar a los estados se-
gún su desarrollo y sus posibilidades 
de participación, teniendo en cuenta 
las resistencias y, en función de eso, 
implementar campañas que comuni-
quen los beneficios de la evaluación. 
El desarrollo de un proyecto integral 
nunca va a tener éxito si no considera 
las diferencias. Espero que Michoacán  

Parte de lo que 
ellos reclaman 
hay que tomarlo 
en cuenta para 
incorporarlo en 
las evaluaciones 
y que se sientan 
representados. 
La participación 
también es un 
derecho. 



32

supere las formas de canalizarlas, me-
jore los niveles de educación y esto 
traiga comprensión por parte de la 
población acerca de la trascendencia 
que tienen los profesores en la forma-
ción de los niños. Estoy en contra de 
asociar los resultados de la educación 
con la docencia y asignárselos al maes-
tro, porque es uno de los actores, pero 
también están el niño y su disposición, 
la familia, la escuela, la infraestructu-
ra, las decisiones de mando entre las 
instrucciones de las autoridades su-
periores con las autoridades medias, 
los supervisores. Todo eso debería 
considerarse para evaluar con un en-
foque de derechos, no sólo decir que 
Michoacán ocupa el lugar 29 en rezago 
educativo y asociar ese dato a la cali-
dad de los profesores. Ojalá el Institu-
to para la Evaluación de la Educación 
(inee) ayude a los estados tomando en 
cuenta nuestras diferencias”.

Marcos que vulneran el 
derecho a la educación
“Los derechos sólo se pueden dis-
frutar cuando están en un marco de 
equidad, cuando no hay exclusión, y 
para garantizar eso necesitamos im-
plementar políticas educativas que 
consideren esta concepción moderna. 
La evaluación debe ser vista como un 
proceso dinámico de retroalimen-
tación. Necesita recopilar y analizar 
evidencias y, con base en la concep-
ción del enfoque en derechos, emitir 
juicios que mejoren la calidad de la 
educación que se imparte. 

“En el contexto de Michoacán he-
mos enfrentado una gran resistencia  
a los cambios, debido en gran medida a 
una tradición histórica por parte del 
pueblo y de grupos que se oponen a 
cualquier nueva implementación. En 

este marco se vulnera la evaluación 
con enfoque de derechos porque impi-
de cumplir los propósitos con que fue 
creada. Ése es uno de nuestros princi-
pales retos: convencer cada vez más a 
esta resistencia para que se incorpore. 

“Al asumir el cargo al frente de la 
Secretaría de Educación, tuve que 
tomar en cuenta la realidad de Mi-
choacán: es un grupo pujante, nada 
despreciable, de miles de profesores 
que se oponen a la Reforma Educa-
tiva, particularmente a la evaluación. 
Lo que he hecho es tratar de incorpo-
rar las políticas educativas nacionales, 
convenciendo y tomando en cuenta la 
existencia de esa oposición. Hemos 
avanzado poco a poco. 

“En un sexenio completo se po-
drían dar las condiciones para avanzar 
en torno a la aceptación de la evalua-
ción con esta visión de derechos. Des-

de luego, contando con directrices y 
con un mando que tenga esa visión, 
que acepte los fines y propósitos de la 
evaluación con enfoque en derechos: 
la equidad, la no exclusión, la educa-
ción para todos”.

Violencia educativa  
y el enfoque de derechos
“La corriente de oposición a la evalua-
ción se fue fraguando desde finales de 
los años noventa; tiene mucho tiempo 
que se fortaleció aquí y en otros tres es-
tados, y adquirió tal fuerza que puede 
ejercer medidas de presión como al-
ternativa para obtener sus demandas: 
toma de calles, vehículos o cierre de 
oficinas; incluso en algún momento, 
en 2006 o 2007, secuestro de funcio-
narios. Esto permea a los jóvenes que 
están en las escuelas normales, por 
eso tenemos un severo problema de 
violencia educativa. Cabe mencionar 
que desde que nosotros entramos he-
mos logrado, mediante el diálogo y el 
convencimiento, que ya no se efectúen 
actos extremos. Ya no hay acciones que 
pongan en riesgo la seguridad de nadie 
en una confrontación pero, sin duda, se 
impide la implementación de procesos 
abiertos de evaluación. Por ejemplo, 
Planea no se permitió tras el malestar 
provocado en los profesores por el avi-
so de la interrupción del concurso an-
tes de las elecciones; eso causó mucho 
descontento y por eso tuvimos toma de 
exámenes y quema de documentación, 
medidas extremas de estos profesores.

“Veníamos implementando coti-
dianamente enlace, con poco por-
centaje en primaria, alrededor de 60% 
en secundaria y arriba de 95% en me-
dia superior. Lo estábamos haciendo 
en forma abierta, pero la interrupción 
impidió la aplicación posterior.

 ASÍ AFRONTAMOS NUESTROS RETOS
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“Sin embargo, el hecho de que el 
profesor pueda incorporar evidencias 
de su trabajo frente a grupo es también 
evaluar con enfoque de derechos, pues 
se rompe la estigmatización de la eva-
luación como examen. Ahora ésta tiene 
que ver con el profesor, con el aprove-
chamiento de los estudiantes, con las 
formas en las que el director o las auto-
ridades retroalimentan el proceso para 
tener mejores resultados, incluyendo la 
participación de padres de familia”. 

Evaluar las necesidades de los 
más vulnerables
“Estamos en contacto con el Institu-
to Nacional para la Educación de los 
Adultos (inea) y con el Consejo Na-
cional de Fomento Educativo (Cona-
fe), y hemos llegado a lugares muy 
aislados en donde la necesidad de la 
educación es evidente y urgente. Según 
los datos del ciclo escolar 2014-2015 el 
Conafe atendió a 15 320 alumnos en 
educación básica michoacanos con  
2 083 maestros. En el caso de los niños 
migrantes hay un departamento que se 
hace cargo de ellos. En conjunto con 
la Secretaría de Gobierno y la Secre-
taría de Salud, enviamos a profesores 
especiales, principalmente en los ni-
veles de educación inicial y educación 
primaria. 

“Tenemos una Dirección de Educa-
ción Indígena que atiende a las cuatro 
etnias más importantes de Michoacán: 
mazahua, otomí, nahua y purépecha. 
Trabajamos con un total de 47 417 niños, 
niñas y jóvenes, atendidos por 3 120 pro-
fesores en 60 escuelas de 180 localidades 
de 26 municipios de Michoacán. 

“Adicionalmente, tenemos la Uni-
versidad Intercultural Indígena de Mi-
choacán, que atiende y realiza brigadas 
de desarrollo educativo indígena en la 

región de los Once Pueblos y en la Me-
seta Purépecha, así como dos secun-
darias, un bachillerato indígena y el 
Instituto Tecnológico Superior Puré-
pecha, además de la Normal Indígena 
de Cherán.

“Desde luego, para evaluar con en-
foque de derechos primero debemos 
trazar acciones y programas de ese 
tipo y convencer a los opositores. En 
segundo lugar, debemos llevar a cabo 
acciones que no sean aisladas, sino 
más permanentes en las comunida-
des por medio del personal con el que 
se cuenta, con las escuelas y depen-
dencias, para que haya un acompa-
ñamiento y logremos el derecho a la 
educación de los grupos vulnerables. 
Creo que el Estado mexicano está en 
deuda con las poblaciones indígenas y 
estos grupos por la desigualdad social 
y las dificultades económicas”. 

Los Diálogos para la 
Construcción de la Política 
Educativa Nacional
“La socialización de nuevas ideas tie-
ne que ver con aprender como auto-
ridades para incorporarlas a nuestro 
actuar y comprender los propósitos 
de la evaluación con enfoque en dere-
chos. Lo presentado en los Diálogos 
que organiza el inee, y su apropia-
ción por otros grupos de secretarios, 
la retroalimentación entre nosotros 
y la implementación de políticas afi-
nes en nuestro estado nos permite 
avanzar en materializar los alcances 
de la Política Nacional de Evaluación 
Educativa. Los países más avanzados 
en educación tienen una colectiviza-
ción de las ideas, hay negociación de 
significados en torno a pensamientos 
diferentes”.

Balance frente al cumplimiento 
del derecho a la educación
“Logramos que 60% de las escuelas 
del nivel básico inicial, primaria y 
secundaria, tuvieran el ciclo escolar 
completo de 200 días; 40% de las es-
cuelas faltaron 15 días de clase. Estas 
cifras pueden ser alarmantes en otros 
estados, pero es la primera vez que 
ocurre en Michoacán, después de los 
últimos 12 o 13 años. Los ciclos esco-
lares terminaban con 100 o 120 días 
de clase, por paros o tomas. 

“Frente al cumplimiento del dere-
cho a la educación, el desaf ío mayor 
es el relacionado con la falta de trans-
parencia de las acciones que se llevan 
a cabo en la Secretaría. Es el principal 
reto que enfrenta el sistema educativo 
en Michoacán”.  

Entrevista: María Cristina Tamariz

Creo que el valor de la 
Gaceta es ser un medio en el 

que distintas voces puedan 
expresar su conocimiento, 

opinión, experiencias y puntos 
de vista. Para establecer una 

Política Nacional de Evaluación 
Educativa necesitamos saber 
qué está pasando con todas 

las poblaciones, dónde existen 
las dificultades de los alumnos 
de distintas latitudes del país; 

y tenemos que saber qué 
queremos evaluar y para qué. En 

la medida en que la Gaceta pueda 
aterrizar estos planteamientos, 

podrá contribuir, más allá de sólo 
plantear reflexiones interesantes. 

Margarita Zorrilla Fierro
Consejera de la Junta de 

Gobierno del inee
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Los Diálogos y la evaluación  
del derecho a la educación
—Hace algunos años —explica Osorio Martínez—, los 
maestros considerábamos nuestras clases como un espa-
cio impenetrable en el que sólo nosotros decidíamos cómo 
abordar los contenidos. Por su parte, al enfrentar un pro-
blema, los directores escolares se guiaban más por la intui-
ción que por datos objetivos y verificables. Hoy en día, los 
docentes entendemos que la manera en que nos acercamos 
a un contenido de aprendizaje o tomamos decisiones está 
condicionada por las necesidades de nuestros alumnos y 
de la comunidad educativa en su sentido más amplio.

“Entre las autoridades, el diseño de estrategias educa-
tivas es discutido en espacios de intercambio, acompaña-
miento y reflexión, como los Diálogos para la Construc-
ción de la Política Nacional de Evaluación Educativa. En 
la segunda edición de dichos Diálogos, organizados por 
el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 
(inee), en abril de 2015, el tema discutido fue Evaluación 
educativa con enfoque de derechos. En este ejercicio parti-
cipativo se presentaron las tareas que competen al Estado 
mexicano para cumplir con la obligación de ofrecer una 
educación de calidad para todos. Esto permitió definir  

Veracruz: rutas de 
acción para hacer frente 
a la realidad educativa

En entrevista, Xóchitl Osorio Martínez, 
secretaria de Educación de Veracruz, reflexiona 
acerca de las ventajas de la evaluación educativa 
para el diseño de programas: “Ubicar en el 
centro de la política educativa a la evaluación 
con enfoque de derechos permite a las 
autoridades educativas ser un verdadero 
instrumento para el cumplimiento de los 
mandatos constitucionales para proporcionar 
educación de calidad”.

 ASÍ AFRONTAMOS NUESTROS RETOS
 VOCES DE LA CONFERENCIA
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rutas de avance que responden tanto a la visión de primer 
nivel —que se concreta en las acciones de política educa-
tiva a cargo del Ejecutivo Federal— como a la del ámbito 
local —que impone la necesidad de conjuntar esfuerzos 
encaminados al cumplimiento de los mandatos que rigen 
la educación”.

Tres referentes del derecho  
a la educación en Veracruz
“En 2008, la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco) señaló tres ele-
mentos esenciales en el enfoque de la educación basada en 
derechos humanos: acceso, calidad y respeto en el entorno 
del aprendizaje. En ese sentido, estamos de acuerdo en la 
pertinencia de una perspectiva que reconozca la educación 
como uno de los derechos humanos fundamentales; permi-
ta organizar un sistema educativo que aprecie la diversidad 
como fuente de riqueza social y recurra a la evaluación como 
recurso técnico para mantener correspondencia entre los ser-
vicios educativos y los requerimientos de cada comunidad. 

“En la actualidad es importante que todos los compo-
nentes del Sistema Educativo Nacional y los estatales asu-
man como prioridad central la satisfacción de las necesida-
des educativas de los alumnos. Esto lleva a la revisión de los 
criterios que han definido la política educativa en sus distin-
tos ámbitos, y que van desde la planificación y el presupues-
to hasta la prestación de los servicios. Así, desde la mirada 
con enfoque de derechos, se hace necesario que todos estos 
componentes estén sujetos a procesos de evaluación idó-
neos que sirvan para guiar la toma de decisiones con apego 
a criterios de razonabilidad, objetividad y visión social. 

“Con respecto al tema de acceso a la educación, en Ve-
racruz hay retos singulares, ya que tiene uno de los sis-
temas educativos estatales más complejos del país por la 
diversidad geográfica, la alta dispersión de localidades  
y la variedad cultural y étnica. Ejemplo de lo anterior es 
que de sus 20 828 localidades, 98.5% son rurales, y más de 
5 mil de ellas tienen una población menor a 500 habitantes. 

“La alta dispersión de las localidades implica dificul-
tades para el acceso por razones de aislamiento geográfi-
co. Estas condiciones explican, en parte, que ocupemos el 
primer lugar nacional en número de escuelas, con 23 636 
planteles. Sin duda, es un desaf ío dotar a un sistema de 
esas dimensiones del equipamiento y los espacios educati-
vos necesarios. Aunque hemos extendido la ubicación de 

planteles para acercarlos, en lo posible, a los habitantes, 
uno de los grandes retos es lograr que toda la población en 
edad escolar se matricule en el nivel que le corresponde. 
Hace falta consolidar los avances en preescolar para alum-
nos de 3 y 4 años, en nivel bachillerato y, muy particular-
mente, en educación superior.

“En cuanto a la calidad educativa también hay desaf íos 
importantes. Estamos en un proceso de transición hacia 
un nuevo currículo en educación básica y de consolidación 
del Sistema Nacional de Bachillerato, lo que implica cam-
bios sustanciales en contenidos y procedimientos, así co- 
mo una redefinición de las funciones y gestión de los plan-
teles. Es necesario que todos estos procesos relacionados 
con los aportes humanos, materiales y curriculares de la 
calidad de la educación lleguen a todas las escuelas, se 
traduzcan, se adapten exitosamente y logren los cambios 
deseados. 

“Por último, la construcción de un sistema educativo 
incluyente es una exigencia derivada de la edificación de 
entornos de aprendizaje que consideren los derechos hu-
manos. Esto se relaciona con todas las diferencias que dan 
variedad y riqueza a la sociedad veracruzana, las cuales 
son personificadas por la población que pertenece a un 
grupo étnico, habla un idioma diferente o tiene alguna dis-
capacidad, además de las personas con diversos estilos de 
pensamiento, formas de aprendizaje, tipos de inteligencia, 
creencias religiosas e identidad sexual. Así, uno de los de-
saf íos es formar bases sólidas para que las comunidades 
escolares convivan en forma pacífica”. 

El papel de la evaluación  
con enfoque de derechos
“La evaluación es una herramienta indispensable para la 
formulación de políticas educativas pertinentes, espe-
cialmente cuando en esos procesos participan todos los 
niveles de organización y decisión, ya que proporcionan 
información a todos los elementos del sistema educativo. 
Por ejemplo, en su momento la Evaluación Nacional del 
Logro Académico en Centros Escolares (enlace) permi-
tió que en Veracruz se tomaran decisiones importantes 
para modificar los mecanismos de apoyo a los maestros 
en su práctica docente, cambiar la dirección de los pro-
gramas educativos diseñados en la entidad y generar es-
pacios de colaboración profesional que han demostrado 
gran efectividad.
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“Los recientes procesos de evaluación que incorporan 
al servicio a docentes de nuevo ingreso, o los que están re-
lacionados con la permanencia o promoción, nos llevan en 
este sentido, por lo que se tiene conciencia de su utilidad 
en nuestro quehacer diario como maestros. Es un hecho 
que la actividad docente, directiva o como funcionarios no 
podría desarrollarse sin los elementos objetivos que nos 
brindan los resultados de las evaluaciones. 

“Para consolidar esta ruta, es necesario que todos los 
agentes involucrados en procesos de evaluación de cual-
quier tipo tengamos como eje prioritario el derecho a una 
educación de calidad, a partir de los indicadores que de-
finan las instancias facultadas. Esto permitirá identificar 
qué tanto nos acercamos como sistema educativo estatal, 
pero también como escuela, a lo establecido por las nor-
mas protectoras de derechos y específicamente a los rasgos 
del derecho fundamental a la educación de calidad, que 
abarca los materiales y métodos educativos, la organiza-
ción escolar, la infraestructura educativa y la idoneidad de 
los docentes y directivos escolares. 

“Uno de los desaf íos que enfrentamos en evaluación 
es lograr que ésta se convierta en un instrumento para 
que la comunidad educativa en su conjunto pueda seguir 
aprendiendo a lo largo de toda la vida. En Veracruz se debe 
orientar esta evaluación a partir de prácticas transparentes 
y de una difusión oportuna de sus resultados para la toma 
de decisiones que redunden en la mejora pedagógica de las 
escuelas y faciliten la rendición de cuentas. 

“Desde hace ya algunos años en la entidad, efectuamos 
diagnósticos integrales que consideran los resultados de 
evaluaciones estandarizadas nacionales e internacionales, 
los datos estadísticos de infraestructura y equipamiento, 
así como las condiciones del contexto en que se ubican 
nuestras escuelas. Sin embargo, es necesario seguir traba-
jando para no reducir la evaluación a cifras y puntajes, sin 
tomar en cuenta los factores asociados a los resultados de 
la misma. 

“En este orden de ideas, ubicar en el centro de la po-
lítica educativa a la evaluación basada en enfoque de de-
rechos permite a las autoridades educativas, de cualquier 
nivel de gobierno, ser un verdadero instrumento para el 
cumplimiento de los mandatos constitucionales para pro-
porcionar educación de calidad a partir de las necesidades 
de los usuarios finales, que son los niños, los jóvenes y, en 
general, la población con necesidades educativas. 

“Para ello, es prioritario mantener una visión de largo 
plazo que supere la idea de que el tema de la evaluación 
educativa ‘está de moda’, de forma que ésta se vincule con 
las necesidades advertidas en todo el sistema educativo es-
tatal y considere un mayor tiempo de desarrollo, de mane-
ra que los derechos humanos de la ciudadanía queden ga-
rantizados frente a las competencias y capacidades de los 
actores gubernamentales. Este tiempo debe ser el necesa-
rio para contrarrestar la resistencia al cambio y la supera-
ción de los propios desaf íos del contenido de los derechos.

“Este camino se facilita con la existencia de un marco 
normativo nacional fuerte y preciso, además del diseño de 
instituciones del ámbito federal y local con atribuciones 
claras que cumplan con la finalidad educativa para la que 
fueron creadas. 

“El gran logro de la evaluación con enfoque de derechos 
es orientar el sistema educativo para considerar a cada co-
munidad, a cada alumno en forma individual, a cada maestro 
en la complejidad de su labor cotidiana, y obtener informa-
ción pertinente para acompañarlos en el camino del apren-
dizaje, ayudarlos a ver las áreas de oportunidad, a reconocer 
sus carencias y a superar las dificultades. Esto es, después de 
todo, el fin de la educación pública: convertirse en factor de-
terminante para la formación integral de los mexicanos”. 

Entrevista: María Cristina Tamariz

La Gaceta da cuenta de los avances que 
experimentan los estados en materia de evaluación 

educativa. Estos datos nos permiten analizar la 
situación particular de nuestra entidad, fijarnos 

metas y emprender acciones que nos conduzcan 
a resultados aún más favorables en la materia. 

Sugiero incrementar los artículos de tipo científico, 
pues son material de calidad para quienes nos 

encontramos en espacios donde la toma de 
decisiones es la constante.

 
Marcelo González Tachiquín

Secretario de Educación, 
Cultura y Deporte de Chihuahua
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Es imposible entender con precisión el presente sin 
conocer adecuadamente el pasado. De la misma 
manera, no es posible comprender la educación na-

cional contemporánea en toda su dimensión sin aludir a la 
Revolución Mexicana (1910-1917) y a las grandes trans-
formaciones sociales que se impulsaron entre 1920 y 1940 
(véase D. Raby (1974), Educación y revolución social en 
México). Sin embargo, debe subrayarse que a partir de ese 
último año se dio un giro radical en la dirección del país: 
el Estado comenzó a abandonar las políticas de reformas 
sociales e inició un nuevo ciclo del desarrollo nacional, 
colocando en el centro la construcción de una economía 
—sin ambages— crudamente capitalista. Fue el ciclo de  
industrialización salvaje que México experimentó durante 
y después de la Segunda Guerra Mundial. 

Recuperar la rectoría 
del Estado en la 
educación

 
Frente a la propuesta de una evaluación 
que tenga como perspectiva el derecho 
a una educación de calidad para todos, 
es importante reflexionar sobre las 
condicionantes históricas del Sistema 
Educativo Nacional que dieron pie a la 
Reforma Educativa de 2013, en cuya base 
descansa como una premisa básica,  
la recuperación de la rectoría del Estado  
en materia educativa, para poder 
comprenderla en toda su extensión.

Gilberto Guevara Niebla
Consejero de la Junta de Gobierno del inee 
gevara@inee.edu.mx

 VOCES DE LA CONFERENCIA
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Pronto se aplicó el criterio de dejar la enseñanza elemen-
tal exclusivamente en manos de profesionales de la docen-
cia. De hecho, al poco tiempo se negó el acceso a las escuelas 
a cualquier persona “que careciera de formación técnico-pe-
dagógica”. Por añadidura, se aplicó una política de debilitar 
las asociaciones de padres de familia (que en una buena par-
te se habían opuesto a la educación socialista). 

Naturalmente, estas medidas tuvieron como efecto po-
lítico la separación creciente entre escuela y comunidad, 
dos instancias que en años previos habían estado sólida-
mente vinculadas. En 1943 nació el Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Educación (snte) y algunos años más 
tarde (1946) se firmó el primer convenio colectivo que  
adquirió el carácter de reglamentario, es decir, fungió du-
rante las décadas siguientes como norma válida para la 
negoción anual de las relaciones laborales sep-snte. Este 
texto incluía como principal mecanismo de promoción el 
llamado escalafón (aunque la promoción mediante éste 
pedía formalmente una serie de condiciones, a la postre, 
el único elemento que contó para ascender a la categoría 
superior fue el tiempo de trabajo). 

En los hechos, la acción educativa del Estado se despla-
zó del campo a la ciudad, las escuelas y las normales rurales 
fueron gradualmente abandonadas, se adoptó un discurso 
de tono ideológico pretendidamente neutral, se eliminaron 
los vestigios de la escuela rural mexicana (1921-1940) y se 
expulsó a los izquierdistas que ocupaban puestos directi-
vos en el gobierno federal y en los estatales.

El snte
Desde un ángulo político, es importante notar que el snte 
nació como una ramificación más del frondoso partido ofi-
cial (entonces llamado Partido de la Revolución Mexicana, 
prm; posteriormente Partido Revolucionario Institucional, 
pri), con cuya estructura se pretendía integrar a la socie-
dad en su conjunto. Esto se intentó por medio de estruc-
turas corporativas (Confederación Nacional Campesina, 
Confederación de Trabajadores de México, Confederación 
Nacional de Organizaciones Populares, Confederación de 
Jóvenes Mexicanos) similares a las instituciones italianas 
de Mussolini, que tenían como autoridad última y columna 
vertebral al presidente de la República. 

El gremio de los maestros adquirió un valor político 
esencial en este sistema, pues en el pasado reciente habían 

La reorganización del sistema  
educativo (1940-1946)
Al tiempo que la inversión industrial privada crecía a pasos 
agigantados, impulsada, entre otras cosas, por la política 
de sustitución de importaciones, comenzó a procesarse  
una reorganización —yo la calificaría con un término to-
davía más fuerte: refundación— del sistema educativo 
mexicano. Omito mencionar, por razones de espacio, los 
efectos sociales dramáticos que acarreó este cambio en la 
dirección del desarrollo nacional. La política educativa se 
modernizó. Se abandonó la educación socialista (consig-
nada en el artículo 3o constitucional desde diciembre de 
1934) y, en cambio, se adoptó en 1945 un texto educativo 
constitucional democrático, laico, que rechazaba cualquier 
orientación ideológica y pedagógica. Comenzó así la pri-
mera profesionalización del magisterio. El gobierno im-
pulsó la capacitación de todos los docentes, para lo cual 
se creó el Instituto Federal de Capacitación del Magisterio 
(ifcm) en 1944, que unió esfuerzos con las escuelas nor-
males (urbanas y rurales) con el objetivo de titular a todos 
los docentes del país mediante cursos por correspondencia 
y presenciales (escuelas orales) durante vacaciones. El úni-
co requisito para ingresar era haber cursado la escuela se-
cundaria. Los fines que la ley asignó a este Instituto fueron:

a) capacitar al maestro rural en el ejercicio de los conoci-
mientos científicos y técnicos que requiere la enseñan-
za primaria;

b) propiciar el movimiento de unificación del Sistema Pe-
dagógico Nacional;

c) otorgar título profesional al profesor de primaria que 
terminara sus estudios en el ifcm;

d) elevar las condiciones económicas del magisterio nacio-
nal mediante una retribución para los maestros-alum-
nos titulados (Meneses, 1988); 

En los hechos, la acción educativa 
del Estado se desplazó del 

campo a la ciudad, las escuelas 
y las normales rurales fueron 
gradualmente abandonadas.

 NUESTRA VOZ
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demostrado que eran líderes naturales de sus comunida-
des y gozaban de enorme prestigio social. Eso los convirtió 
en agentes privilegiados por el partido oficial para la cons-
trucción de consenso y legitimidad del sistema político.  
El snte adoptó una organización vertical y centralista. 
En él se implantó tempranamente (1950) un caciquismo 
sindical en donde la cabeza ejercía un control (casi) total 
sobre los agremiados. En estas condiciones se comprende 
que esta organización acumulara rápidamente una gran 
fuerza política, lo que le permitió conquistar posiciones 
directivas dentro del mismo partido, la sep y otras esferas 
del Estado. El sindicato fue gratificado por el sistema con 
posiciones en los gobiernos locales, en las esferas direc-
tivas de la educación o en ámbitos de la administración 
federal, incluyendo, desde luego, al poder legislativo. Para 
consolidar su dominio, los líderes magisteriales construye-
ron un discurso corporativo, de autoconsumo: “la educa-
ción es materia exclusiva de los maestros”, “nadie que no 
sea maestro tiene derecho a entrar en las escuelas u opinar 
de temas educativos”, etcétera.

La colonización del aparato  
educativo por el sindicato
Desde muy temprano, el snte empezó a colonizar (Orne-
las, 2013) el sistema educativo y controlar sus puestos de di- 
rección. Para 1958, Jaime Torres Bodet se lamentaba del do-
minio que ejercía el sindicato sobre las escuelas por medio 
de los supervisores que eran, para efectos operativos, las 
correas de transmisión entre éstas y la autoridad educativa:

Los gobiernos creían que los maestros acataban fielmente 
sus planes que, a menudo, ni siquiera leían. Entre las ra-
zones de Estado, que exponen los funcionarios, y la forma 
en que muchos de los educadores interpretan tales razones, 
medió un abismo. En 1921 Vasconcelos pugnó por federa-
lizar la enseñanza [es decir, dejarla en manos del gobierno 
federal]. En 1943 [cuando Torres Bodet desempeñó su pri-
mer periodo como secretario de educación] imaginé can-
dorosamente que la firme unidad sindical de los profesores 
contribuiría a mejorar la federalización ideada por Vascon-
celos. Pero en 1958 [cuando ocupó por segunda ocasión la 
sep], me daba cuenta de que, desde el punto de vista ad-
ministrativo, la federalización no era recomendable en los 
términos concebidos por el autor de El monismo estético. 
Por otra parte, la unificación sindical no parecía favorecer 

de manera muy positiva a la calidad del trabajo docente de 
los maestros. Habíamos perdido contacto con la realidad 
de millares de escuelas sostenidas por el Gobierno, desde 
Sonora hasta Chiapas y desde la frontera de Tamaulipas 
hasta las playas de Yucatán. Nuestros informantes directos 
eran inspectores que, como miembros activos del sindicato, 
encubrían a tiempo las faltas y las ausencias de los maes-
tros, pues no ignoraban que la gratitud de sus subalternos 
les sería, a la larga, más provechosa que la estimación de sus 
superiores” (Torres Bodet, 1972:198-199).

Desde los años cincuenta, el snte comenzó a apropiar-
se de las esferas directivas de la educación. Muy pronto, 
asumió de facto la facultad para nombrar supervisores y 
directores de escuela y, con frecuencia, directores de las 
mismas escuelas normales. A fines de los años setenta, el 
sindicato detentaba el control de numerosas diputaciones 
y otras tantas senadurías, así como de las comisiones de 
educación en ambas cámaras del Congreso. En forma cre-
ciente, miembros del sindicato pasaron a ocupar las secre-
tarías de educación de los estados e incluso puestos de alto 
nivel (como subsecretarías) dentro de la sep. Pronto este 
fenómeno derivó en corrupción desinhibida. Las plazas de 
profesor comenzaron a venderse o se asumió como tradi-
ción heredarlas de padres a hijos. 

El fenómeno de invasión del sindicato tuvo su última y 
más grave expresión en 2008, cuando se firmó la Alianza 
por la Calidad de la Educación (ace), pacto que establecía 
que, a partir de ese momento, la educación sería dirigida por 
comisiones mixtas integradas en un 50% por funcionarios 
sindicales y, en el otro 50%, por funcionarios educativos. En 
suma, se atropellaba la Constitución cuando se admitía que 
una entidad privada, el snte, interviniera en la función de 
dirección de la educación nacional. Desde esta perspectiva 
se explica la divisa de la actual reforma educativa: recuperar 
para el Estado la rectoría de la educación nacional. 
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El derecho a la educación para la población indígena 
de México: PERSPECTIVA Y POSIBILIDADES

En el marco del Día Internacional de los Pueblos Indí-
genas, el Instituto Nacional para la Evaluación de la Ed-
ucación (inee) publicó una infografía sobre la situación 
educativa de la población indígena, la cual presenta 
algunos de los principales hallazgos de un informe que 
está por publicarse en colaboración con unicef México 
y actualiza el Breve Panorama de la Población Indígena 
publicado digitalmente por el inee en agosto de 2013. 

Cerca de 127 
mil alumnos hli 

se encuentran en 
localidades de gran 
tamaño por motivos 

de estudio. De 
ellos, 3 066 son 

monolingües.

Características de los estudiantes normalistas a punto 
de egresar de la licenciatura de educación primaria 
intercultural bilingüe (2013)

con lengua
materna indígena.

TUVO APOYO FAMILIAR 
para sostener  
sus estudios.

provenía de una familia con 
INGRESO MENSUAL  per cápita 
por debajo de la línea de 
bienestar mínimo.

señaló que su formación 
de licenciatura 
fue muy buena 

o buena; sin embargo,  
 68% 

tuvo un logro académico 
insuficiente en los exámenes 

generales de conocimientos.

76%

31% 

87%

67%

Agentes y recursos

1 de cada 10 mexicanos es 
indígena y, de ellos, 60% son 
hablantes de lengua indígena (hli).

Contexto social

Chiapas, Oaxaca, Puebla, Veracruz y 
Yucatán concentran a más de 50% de 
la población indígena y 60% de hli.

73.2% de esta población se encuentra 
en situación de pobreza, en contraste con 
43.2% de la población no indígena que 
está en esa situación.

Casi una quinta parte de la población indígena es 
analfabeta. La asistencia escolar en la edad típica a la 
primaria es muy alta en la población total (99%), decrece 
ligeramente entre los indígenas (97.6%) y disminuye 
entre los hli (96.2%).

 En 2014, 74.8% del total 
de jóvenes de 15 a 17 
años asistía a la escuela, 
mientras que sólo 65.2% 
de la población indígena y 
58.2% de la población hli 
lo hacían.

Estructura y dimensión

En 2013 se 
registraron en 
educación básica 
52 194 docentes 
y 1 171 801 niños 
hablantes de 
lengua indígena 
(10.3% son 
monolingües). 

En educación media superior, 
el total de hli se reduce a 
1 572 docentes y 136 467 
alumnos. Del total de alumnos 
hli en preescolar, 19% son 
monolingües; esta cifra se 
reduce a 10.8% en primaria y 
a 2.1% en secundaria. 

De los alumnos hli 
registrados en el Cemabe, 
63.5% habla alguna de 
las siguientes lenguas: 
náhuatl, maya, mixteco, 
totonaca, otomí, huasteco, 
tzotzil, tzeltal, tlapaneco y 
tarahumara.

En 1 de cada 2 
escuelas asiste 
al menos un 
alumno hli.

9 de cada 10 
alumnos hli 

en educación 
obligatoria 

se ubican en 
localidades de 
alta  y muy alta 

marginación. 60%
mujeres

reportó que su 
madre tenía 
estudios de 

secundaria o más.

48%

También analiza información derivada del Censo de 
Maestros, Alumnos y Escuelas de Educación Bási-
ca y Especial (Cemabe) 2013, y de las estadísti-
cas continuas del formato 911, y ofrece información 
pertinente de los avances, sobre todo de los retos y 
carencias en el ejercicio del derecho a la educación 
de calidad para la población indígena de México.

Conozca el Breve 
Panorama de la 

Población Indígena:

http://goo.gl/GQo2Eb

http://goo.gl/GQo2Eb
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Porcentaje de escuelas públicas con carencias o precariedades en infraestructura física educativa

ResultadosCaracterísticas de los alumnos de 6° de primaria (2013)

inee, cálculos con base en las Estadísticas continuas del formato 
911 (inicio del ciclo escolar 2013-2014), sep-dgpee, y en el 
Cemabe 2013, inegi-sep.

Cuestionario de contexto para alumnos, anexo a los Exámenes de la Calidad  
y el Logro Educativos (Excale) para 6° de primaria (base de datos), inee (2013).

MatemáticasEspañol

Urbana pública

Rural pública

Educación indígena

Cursos comunitarios

Educación privada

Nacional

37
36

54
46

75
65

66
57

12
14

40

38

inee, cálculos con base en las 
Estadísticas continuas del 

formato 911 (inicio del ciclo 
escolar 2013-2014), sep-dgpee, 
y en el Cemabe 2013, inegi-sep.

Preescolar indígena

Primaria indígena

Telesecundaria

Techo de materiales no durables

Paredes de materiales no durables

Piso de tierra o materiales removibles 

Sin agua

Sin luz 

Sin drenaje

Sin baño

8.418.126.4

0.9
1.2
1.2

0.9
2.0

1.6

2.16.16.1

2.89.712.2

51.852.152.5

7.324.722.7

Sin internet

Sin aulas

Sin biblioteca

Sin laboratorio

Sin mobiliario para docentes  
en al menos un aula

Sin mobiliario para al menos un alumno

57.455.470.3

1.
1

1.
1

1.
7

29.720.710.5

30.7

23.328.930.2

20.721.220.1

83.8
47.6

43.9

57.0
15.5

7.9

Saben hablar una 
lengua indígena

Alguien en casa les ayuda a resolver dudas  
o hacer sus tareas muchas veces o siempre

Toman clases fuera de la escuela 
(idiomas, danza, deportes, computación) 

Reprobaron uno o más grados en primaria 

Expectativas de los alumnos sobre 
estudiar licenciatura o posgrado

La madre estudió secundaria o más

Computadora disponible en casa

Tienen conexión a internet en casa

Han recibido o reciben beca Oportunidades 

Trabajan en casa 

Trabajan fuera de casa 

7.0
46.5

16.1

48.5
31.9

29.6

55.9
39.5

20.2

12.5
31.4
29.2

61.4
24.4

18.1

53.0
11.2

4.3

24.6
77.1

74.6

27.0
58.5

54.0

8.0
18.1

17.0

Urbana
pública

Cursos
comunitarios

Educación
indígena

Porcentaje de estudiante de 6° de primaria (2013) con nivel 
por debajo del logro básico en los dominios de Español 

y Matemáticas, evaluados por excale según estrato escolar.
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Retos para  
el diseño de un 
sistema de indicadores 
educativos desde un 
enfoque de derechos1

“La integración del enfoque de derechos  
en la evaluación educativa como marco para 
la revisión y actualización de un sistema  
de indicadores requiere identificar los dere- 
chos implicados, definir objetivos y 
responsabilidades”, dicen los autores,  
quienes desde el Instituto Nacional para 
la Evaluación de la Educación emprenden 
acciones para evaluar al Sistema Educativo 
Nacional. considerando en su marco  
el ejercicio pleno de los derechos humanos  
de todos los agentes educativos.

Adolfo del Río Martínez
Consultor del Fondo de Naciones  
Unidas para la Infancia, unicef
adolfodelriomartinez@gmail.com

Héctor Virgilio Robles Vásquez
Director General para la Integración 
y Análisis de Información del inee
hrobles@inee.edu.mx

Verónica Medrano Camacho
Subdirectora de Factores Asociados  
de la Dirección de Indicadores Educativos del inee
vmedrano@inee.edu.mx

Unidad de Información y Fomento  
de la Cultura de la Evaluación del inee 

1 Los puntos de vista expresados en este texto pertenecen a los auto-
res y no necesariamente corresponden a los del inee y de unicef. 

 HOJA DE RUTA

mailto:adolfodelriomartinez@gmail.com
mailto:hrobles@inee.edu.mx
mailto:vmedrano@inee.edu.mx


43
Gaceta de la Política Nacional de Evaluación Educativa en México

Dos visiones de indicadores:  
Tomasevski y orealc
Los indicadores desarrollados en el marco del derecho hu-
mano a la educación obligatoria de calidad (dheoc), por 
un lado, deben tener pertinencia cultural y ser sensibles a 
los contextos de las personas, y, por el otro, considerar en 
su diseño no sólo la medición del ejercicio, sino también 
la minimización de efectos potencialmente negativos que 
pueden tener sobre los derechos. 

Un diseño adecuado de un sistema de indicadores com-
patible con el enfoque de derechos implica reducir al máxi-
mo los posibles efectos adversos, y ser útil para emprender 
acciones que permitan un ejercicio más pleno de los dere-
chos de los actores implicados: alumnos, padres de familia 
y docentes. Por ejemplo, supóngase que se promueve pú-
blicamente un indicador de escuelas con “altos” porcenta-
jes de copia en alguna prueba censal. Aparte de la validez 
que puede tener este estadístico, el impacto de esta señali-
zación puede derivar en efectos contraproducentes en los 
derechos de alumnos, docentes y directivos, que pueden 
ser víctimas de estigmatización y segregación.

El esfuerzo social educativo no sólo implica el derecho 
mismo a la educación, ya que éste es un derecho clave ar-
ticulado al ejercicio de otros derechos sociales y políticos 
(Latapí, 2009) que requiere también el funcionamiento de 
otros derechos básicos como la no discriminación (Toma-
sevski, 2001) o la plena participación (orealc/unesco, 
2007). Por ello se consideran aquí dos enfoques que ayu-
dan a definir qué derechos se encuentran en interacción 
con el derecho a la educación. El primero es el de las 4 A 
de Tomasevski, primera Relatora Especial del Derecho a la 
Educación ante la Comisión de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas. El segundo es la propuesta de la Oficina 
Regional de Educación para América Latina y el Caribe de 
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (orealc/unesco), cuyo enfoque es 
compatible con el adoptado por el inee.

El modelo de las 4 A habla de las dimensiones que debe 
contener el derecho a la educación, ligadas a derechos ubi-
cados en orientaciones interrelacionadas: el derecho a la 
educación, los derechos en la educación y los derechos com-
plementarios a la educación (Tomasevski, 2001), en el que 

La primera, disponibilidad (availability), se refiere a la 
obligación de los gobiernos de proveer con suficiencia 
centros educativos y asignar recursos financieros al siste-
ma educativo […]

La segunda, accesibilidad, se relaciona con la eliminación 
de las barreras que excluyan a las personas del derecho a 
la educación […] 

La adaptabilidad […] se refiere a la capacidad de flexibili-
dad de los sistemas educativos para acoger a todo tipo de 
alumnos y procurarles una enseñanza relevante, así como 
servicios especiales, que atiendan necesidades específicas 
a nivel grupal e individual. Los derechos compatibles con 
la educación se relacionan con las normativas sociales 
y de política necesarias para garantizar la permanencia, 
como la coherencia entre la edad legal mínima permitida 
para ingresar al mercado laboral y los años de educación 
obligatoria, la edad mínima para contraer matrimonio y la 
prohibición del servicio militar de menores de edad. […] 
 
Finalmente, la aceptabilidad se refiere a la valoración 
de alumnos y docentes sobre la capacidad de adaptación 
del sistema educativo para garantizar el derecho a la 

Los derechos compatibles con 
la educación se relacionan 
con las normativas sociales 
y de política necesarias para 
garantizar la permanencia, como 
la coherencia entre la edad legal 
mínima permitida para ingresar 
al mercado laboral y los años de 
educación obligatoria.
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diversidad, lo cual refiere a que el lenguaje de enseñanza 
sea el que el alumno requiere, y que la orientación y 
contenidos de la educación sean pertinentes. 

Por otra parte, en el enfoque de la “Calidad de la educa-
ción para todos”, de la orealc, las dimensiones de respeto 
a los derechos, así como las de eficacia y eficiencia, están 
relacionadas con el derecho a la educación. En el respeto a 
los derechos están contenidas la obligatoriedad y la gratui-
dad de la educación, ambas responsabilidades del Estado, 
y, finalmente, el derecho a la no discriminación, además 
de comprender la eliminación de barreras que limitan el 
acceso a la educación, considera las que obstaculizan la 
continuidad y permanencia en la escuela. 

Así, el derecho a la plena participación se relaciona 
con el desarrollo de la capacidad de decidir sobre la propia 
vida y la relación con la comunidad, lo que requiere liber-
tad de expresión. En la comunidad educativa esto implica 
que la toma de decisiones cuente con la participación de 
todos y constituye un mecanismo para el ejercicio de los 
derechos de los padres a intervenir en la educación de sus 
hijos, así como la participación de los mismos alumnos  
y docentes. 

La equidad, además de conjugar los conceptos de 
igualdad en resultados y diferenciación de los procedi-
mientos de acuerdo con las necesidades, es también un 
principio redistributivo para la asignación de recursos y 
ordenamiento de procesos escolares para asegurar que se 
alcancen los fines y metas sociales de la educación.  

La dimensión de equidad, en este modelo, compren-
de, además de lo que respecta al acceso: 

Equidad en los recursos y procesos educativos. Supone 
un trato diferenciado pero no discriminatorio para aque-
llos grupos y personas con necesidades diferentes a la ma-
yoría (mayores recursos y mejores docentes para escuelas 
en comunidades marginadas, asegurar el derecho a apren-
der en la propia lengua, un calendario escolar flexible para 
las distintas subpoblaciones). 

Equidad en los resultados. Implica que todos los alum-
nos desarrollen competencias para participar en la socie-
dad, así como el procurar otros aprendizajes que contem-
plen distintos contextos culturales, talentos, intereses y 
motivaciones. 

La relevancia y pertinencia son dimensiones que 
agrupan las categorías que tratan sobre la finalidad de la 
educación y qué tan significativa es para las personas. La 
relevancia refiere a la coherencia de los objetivos de la edu-
cación como proyecto político y social en un momento y 
espacio específicos, el diseño de su sistema educativo y sus 
logros —factores que determinan los modos de enseñanza 
y evaluación—, y la pertinencia, a la relación de los alum-
nos con los aprendizajes adquiridos y su medio, el contexto 
sociocultural y sus necesidades actuales y futuras, donde el 
mediador de esa relación es el docente. Por último, la efi-
cacia y la eficiencia son competencias que el Estado debe 
imprimir en el sistema educativo. La eficacia es la medida 
en que se cumplen los objetivos educativos por parte de los 
sistemas; mientras que la eficiencia en la utilización de  
los recursos públicos es una responsabilidad derivada  
del esfuerzo de la comunidad para la provisión y manejo de 
los recursos de la educación pública.

Sistema de indicadores del inee
Una de las tareas del inee, desde su creación en 2002, ha 
sido desarrollar y mantener un sistema de indicadores que 
sirva para “valorar en forma objetiva la calidad del Sistema 

La Gaceta me encanta. Sugiero reforzar los 
siguientes temas: 1) evaluación formativa de  
los docentes, alumnos y centros educativos;  

2) conexión entre formación docente (currículo  
y metodología de enseñanza-aprendizaje)  

y realidad del trabajo cotidiano en las escuelas 
rurales y urbanas, y 3) importancia de evaluar  

a docentes, estudiantes y escuela como 
organización (sistema) inserta en un entorno  

local de rasgos específicos.  

Dagmar Raczynski
Investigadora en Asesorías para el Desarrollo y 
profesora de la Pontificia Universidad de Chile

 HOJA DE RUTA
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Educativo Nacional (sen) en lo concerniente a la educa-
ción básica y media superior” (dof, 8 de agosto de 2002). 
En respuesta, en 2003 inició la publicación del anuario 
Panorama Educativo de México. Indicadores del Sistema 
Educativo Nacional, a cargo de la Dirección de Indicado-
res Educativos (die) del Instituto. Actualmente, el desarro-
llo, actualización y publicación del sistema de indicadores 
educativos está contemplado también en la normatividad 
del inee. Dichas tareas están a cargo de la Dirección Gene-
ral para la Integración y Análisis de Información (dgiai), 
en específico, de la die y la Dirección de Desarrollos Esta-
dísticos. 

El enfoque de derechos añade a esta perspectiva la necesi-
dad de tomar en cuenta sus impactos en los alumnos, do-
centes y directivos. 

Dado que un sistema de indicadores refleja el grado de 
madurez de la institución que lo construye —por la calidad 
de las decisiones involucradas con respecto a la calidad de 
la información utilizada y la prudencia y sensatez de su uso 
(infoaces, 2012:30)—, la metodología para su construc-
ción requiere trabajo de equipos interdisciplinarios en su 
seguimiento, revisión y reformulación, y del conocimiento 
de la percepción de los usuarios.

Puesto que los sistemas de indicadores educativos son 
entes dinámicos, un enfoque de derechos en su diseño re-
quiere anticipar ciertos riesgos, como los posibles abusos 
por parte de los usuarios potenciales, sobre todo por otros 
agentes del Estado. 

Otro riesgo posible es el de estigmatizar la labor de cier-
tos actores. Si bien es cierto que los indicadores con enfoque 
de derechos, especialmente los relacionados con el ejerci-
cio de los derechos humanos, son de mejor calidad cuando 
identifican a los actores decisivos, estatales y no estatales, 
que influyen en la realización de los derechos a los que está 
ligado el indicador (acnudh, 2012), se corre el riesgo de que 

Los sistemas de indicadores pretenden proveer in-
formación relevante sobre algún tema o sector me-
diante la elaboración de una imagen de conjunto 
que muestra la complejidad de los fenómenos, se-
ñala rutas de mejora y necesidades por atender. Los 
indicadores deben estar —tanto conceptualmente 
como en términos de su importancia, pertinen-
cia y capacidad para señalar rutas— sólidamente 
sustentados. Dada la complejidad del fenómeno 
educativo nacional no bastan indicadores aislados, 
es necesario un verdadero sistema basado en mo-
delos de evaluación y de funcionamiento del sen 
(inee, 2007:69). Entre mayor sea la comprensión 
del fenómeno, mejorará la definición y selección 
de los indicadores, así como la satisfacción de las 
demandas de información para evaluar, planificar 
y rendir cuentas.

Si bien los indicadores son medidas estadísticas sobre 
aspectos del sen que sirven para diagnosticar, monitorear, 
comparar y analizar tendencias, éstas no son estadísticas 
neutrales. A través de ellos se busca dar cuenta de una par-
te de la realidad social (Morduchowicz, 2006; inee, 2007) 
y llamar la atención sobre aspectos clave o problemáticas 
importantes de los sistemas educativos y sus instituciones. 
Estas funciones hacen que adquieran relevancia en el ám-
bito político y puedan convertirse en guía para dirigir los 
esfuerzos. Una forma de sustentar su selección es la cons-
trucción de marcos conceptuales y referenciales que den 
sentido a los datos mediante “un constructo cultural y de 
significado social que se asocia” a ellos (Quiroga, 2001: 114). 
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el indicador conduzca a culpabilizar a los actores colectivos 
de carencias y obstáculos en la realización del derecho a la 
educación, diluyendo responsabilidades individuales y es-
tigmatizando a todos los miembros de un grupo. 

Por todo esto, para que el diseño del sistema de indica-
dores educativos sea efectivo en señalar carencias, metas 
y el sentido de las acciones que han de emprenderse, debe 
tomar en cuenta que el sistema educativo, sus actores y 
agencias no son capaces por sí mismos de abatir todas las 
carencias ni de implementar todas las condiciones necesa-
rias para el ejercicio pleno del derecho a la educación.

La garantía del derecho a la educación corres-
ponde a la sociedad en su conjunto, con el Esta-
do en un papel central. Sin embargo, en su actuar 
el Estado corre el riesgo de enfrentar problemas  
de coordinación, puesto que por su diversificación, 
complejidad y especialización no todas las instan-
cias gubernamentales están en comunicación. El 
riesgo latente es que las políticas que pretendan 
impactar la realización de un derecho humano, 
como la educación, se implementen en detrimen-
to de los derechos de otros sujetos. Si una medida 
pretende el mejoramiento de un derecho, es inad-
misible que atente contra el disfrute de cualquier 
otro. Este caso alude, por lo tanto, a un problema 
de diseño e implementación.

No hay que olvidar que el objetivo principal de aplicar un 
enfoque de derechos al diseño de un sistema de indicado-
res educativos es que las políticas y acciones que evalúa en 
la materia incorporen el mismo enfoque o lo refuercen, 
en concordancia con los objetivos que se propone el re-
conocimiento constitucional del derecho humano a una 
educación de calidad, sin atentar contra la realización de 
otros derechos. Ante todo, es fundamental que el cambio 
de dirección de una política se lleve a cabo sin sobrepasar 
los derechos de los distintos actores implicados. 
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¿Por qué una evaluación 
educativa desde la perspectiva 
de derechos? Siete puntos  
para la discusión

El presente texto sostiene que la evaluación educativa  
a cargo del Instituto Nacional para la Evaluación de la 
Educación debe hacerse desde una perspectiva  
de derechos porque así se desprende claramente de lo 
dispuesto en el artículo 3° de la Carta Magna: no es una 
elección caprichosa, sino el cumplimiento de un mandato 
constitucional.

José Luis Gutiérrez Espíndola
Director de Promoción del Uso de las Evaluaciones 
Unidad de Información y Fomento de la Cultura de la Evaluación del inee 
jgutierrez@inee.edu.mx

Los principios de legitimidad 
en las democracias
El advenimiento de la democracia 
supuso la irrupción histórica de un 
nuevo principio de legitimidad es-
tatal:1 sólo es legítimo el poder po-
lítico que emana de la voluntad po-
pular. Éste sigue siendo el principio 
por excelencia en estos regímenes. 
Sin embargo, no es su única fuente. 
Las democracias también pueden 
conceptualizarse como sistemas de 
derechos y libertades porque éstos 
son sus fines últimos. De este modo, 
después del fin de la Segunda Guerra 
Mundial y la proclamación de la De-
claración Universal de los Derechos 
Humanos, se ha venido extendiendo 
la convicción de que la legitimidad 

estatal se asienta, asimismo, en los 
derechos fundamentales de las per-
sonas.2 

Los derechos humanos son nor-
mas universales que se sustentan en 
el principio de que todas las perso-
nas sin excepción, por el solo hecho 
de serlo, poseen igual dignidad y son 
titulares de derechos cuyo cumpli-
miento es imprescindible para que 
puedan alcanzar un desarrollo inte-
gral y una vida digna.

Los derechos humanos están con-
sagrados en los numerosos tratados 
en la materia que se han formulado en 
el marco de la comunidad de Nacio-
nes Unidas. Figuran además en las 
constituciones políticas de numero-
sos países, no como un componente 
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más, sino como el eje alrededor del 
cual se diseña, estructura y adquiere 
sentido la institucionalidad política 
del régimen democrático. 

Los derechos fundamentales, 
eje de la organización del 
Estado mexicano
En México, a raíz de la Reforma Cons-
titucional en materia de derechos hu-
manos de junio de 2011, éstos se han 
convertido en el pilar de nuestra arqui-
tectura constitucional y constituyen la 
fuente primaria de legitimidad del Es-
tado. Si a esto se suma que, conforme 
al artículo 1° constitucional, la obliga-
ción primera de la autoridad política 

es tutelarlos adecuadamente, entonces 
debe asumirse que el discurso de los 
derechos humanos no es la simple re-
tórica de la corrección política, sino el 
paradigma en el que se asienta la legiti-
midad democrática y en el que se juega 
la posibilidad de que todas las perso-
nas tengan una vida digna.

Evaluación de la gestión  
de gobierno desde una 
perspectiva de derechos
Con el fin de asegurar el cabal cumpli-
miento de los derechos humanos, los 
tratados internacionales en la materia 
y las constituciones los dotan de diver-
sas garantías. Carbonell y Salazar han 
escrito que “En el mundo contempo-
ráneo, si un observador se propone 
determinar el grado de desarrollo hu-
mano de una sociedad determinada, 
deberá centrar su atención en el nivel 
de garantía efectiva que las autoridades 
ofrecen a los derechos fundamentales” 
(2012:ix). Ello significa que en las de-
mocracias constitucionales el referen-
te esencial para determinar el grado en 
que la gestión de gobierno contribuye 
al desarrollo humano no puede ser 
otro que el de evaluar si los derechos 
fundamentales efectivamente se satis-
facen, de qué manera y en qué grado.

La evaluación de la gestión de go-
bierno, concebida desde una perspec-
tiva de derechos, es una pieza estra-
tégica de la institucionalidad diseñada 
para transparentar el ejercicio del po-
der político y ponerlo bajo el escruti-
nio y control de los ciudadanos, de-
positarios últimos de la soberanía. La 
transparencia es una institución clave 
de la democracia que sirve para que: 
a) los gobernantes respondan por lo 
que hacen o dejan de hacer; b) sus ac-
ciones se mantengan dentro de la es-

fera de la legalidad; y c) la ciudadanía 
cuente con bases sólidas para valorar 
en qué medida los gobernantes cum-
plen el mandato constitucional, en 
cuyo centro, vale reiterarlo, se halla la 
tutela de los derechos fundamentales 
de las personas.

La evaluación de la educación 
como garantía del derecho
En este contexto, la evaluación de 
la educación sólo puede entenderse 
como evaluación del nivel de cum-
plimiento del derecho a la educación. 
Los tratados internacionales de dere-
chos humanos de los que México es 
parte y la propia Constitución Polí-
tica conciben a la educación como 
un derecho fundamental de todas 
las personas, que tiene como contra-
partida un conjunto de obligaciones 
estatales precisas. Estas obligaciones 
están resumidas en el párrafo tercero 
del artículo 3° constitucional: “El Es-
tado garantizará la calidad en la edu-
cación obligatoria de manera que los 
materiales y métodos educativos, la 
organización escolar, la infraestruc-
tura educativa y la idoneidad de los 
docentes y los directivos garanticen 
el máximo logro de aprendizaje de los 
educandos”.

En consonancia con lo anterior, el 
numeral ix del artículo 3o establece que 
para garantizar la prestación de servi-
cios de calidad se crea el Sistema Na-
cional de Evaluación Educativa, cuya 
coordinación recae en el Instituto Na-
cional para la Evaluación de la Educa-
ción (inee), organismo público autó-
nomo al que le corresponde evaluar la 
calidad, el desempeño y los resultados 
del Sistema Educativo Nacional en la 
educación básica y media superior. A 
la luz de lo que prescriben los párra-
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fos primero y tercero, esta disposición 
significa que corresponde al inee eva-
luar si la acción del Estado garantiza la 
calidad en la educación obligatoria de 
forma que se asegure “el máximo lo-
gro de aprendizaje de los educandos”. 
La referencia al Instituto y a sus atri-
buciones en el propio artículo 3o 
constitucional no deja lugar a dudas 
sobre la intención del Constituyente 
Permanente de hacer de la evaluación 
una garantía de la prestación de ser-
vicios educativos de calidad, es decir, 
una garantía del derecho mismo. 

No es menor el hecho de que el 
Constituyente Permanente le encargue 
dicha tarea a un órgano al que, al mis-
mo tiempo, le confiere estatuto de au-
tonomía. El propósito es asegurar que 
la evaluación de la educación no qude 
a cargo del titular de la obligación (el 
Poder Ejecutivo), lo que pondría en 
riesgo la imparcialidad de la tarea y 
restaría credibilidad y confianza a los 
resultados.

En suma, la evaluación educativa 
puede hacerse desde distintas plata-
formas políticas, teóricas y metodoló-
gicas, pero la que está a cargo del Ins-
tituto debe llevarse a cabo desde una 
perspectiva de derechos, porque así lo 
mandata la Constitución. Los innega-
bles desaf íos metodológicos y técnicos 
que esto implica no pueden invocarse 
como argumentos para declinar este 
mandato y optar por otra perspectiva. 

La justiciabilidad de los 
derechos sociales
La perspectiva de derechos aplicada a 
derechos sociales como el de la edu-
cación enfrenta, sin embargo, varias 
objeciones. La principal es la que ar-
gumenta que las disposiciones cons-
titucionales que los establecen son 

normas programáticas que no otor-
gan derechos en el sentido estricto del 
término y, en consecuencia, no resul-
tan justiciables, a diferencia de los de-
rechos civiles y políticos.

Esa oposición entre derechos civi-
les y políticos, por un lado, y derechos 
económicos, sociales y culturales, por 
el otro, es “notoriamente endeble” 
(Abramovich y Courtis, 2006:56). To-
dos los derechos fundamentales su-
ponen diferentes niveles de obligacio-
nes estatales, que son de cuatro tipos: 
de respeto (implican la no injerencia  
estatal), de protección (consisten en 
impedir que terceros obstruyan el 
ejercicio del derecho), de asegura-
miento (aseguran el ejercicio para 
el titular del derecho cuando éste 
no puede hacerlo por sí mismo) y de 
promoción (desarrollan condiciones 
para su ejercicio por parte de los ti-
tulares).

Es verdad que en materia de de-
rechos sociales los poderes encarga-
dos de cumplir con las obligaciones 
correspondientes son básicamente 
el Ejecutivo y el Legislativo. El Poder 
Judicial tiene un papel subsidiario: se 
activa sólo cuando los otros incum-
plen con las obligaciones a su cargo 
(Abramovich y Courtis, 2006:60). 

Pero lo anterior no significa que 
los titulares de derechos sociales no 
puedan hacer reclamaciones ante 
instancias jurisdiccionales en caso de 
incumplimiento de alguna de las obli-
gaciones estatales. En diversos casos 
existe la posibilidad de exigir la ac-
tuación judicial. Por ejemplo, cuando 
se limite el acceso a la educación con 
base en razones de sexo, nacionalidad, 
origen étnico, discapacidad, preferen-
cia sexual, condición de salud u otro 
factor discriminatorio.

La mayor objeción a la justiciabili-
dad del derecho a la educación es que 
la actuación judicial poco puede hacer 
frente a incumplimientos de obliga-
ciones estatales que, para concretar-
se, requieren provisión de fondos. Lo 
cierto es que aun en los casos en los 
que la sentencia de un juez no resul-
te directamente ejecutable en virtud 
de que la autoridad demandada re-
quiera fondos públicos para acatarla, 
la actuación judicial sirve para hacer 
patente el incumplimiento del Estado 
respecto a sus obligaciones en materia 
de derechos sociales. Ello tiene el valor 
de hacer que la autoridad enfrente la 
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correspondiente responsabilidad po- 
lítica (cfr. Abramovich y Courtis, 
2006:64-65). 

La definición del contenido  
y alcances del derecho  
a la educación
Otra objeción que se esgrime para sos-
tener la presunta imposibilidad de ha-
cer justiciables derechos sociales como 
el de la educación es que no es cla- 
ra la medida exacta de las obligacio-
nes a cargo del Estado y, por tanto, es 
imposible determinar si éste ha in-
cumplido o no. Este reparo también 
es infundado. Por lo general, el texto 
constitucional establece el derecho, 
y la legislación secundaria se encar-
ga de puntualizar su contenido. En el 
caso mexicano, el propio artículo 3º 
constitucional desarrolla ampliamen-
te el contenido del derecho a la edu-
cación, mientras que la legislación 
reglamentaria (Ley General de Educa-
ción, Ley del inee y Ley del Servicio 
Profesional Docente) detalla su senti-
do y alcances.

Además, hay que atender lo que 
dicen los tratados internacionales en 
la materia suscritos y ratificados por el 
Estado mexicano (en especial la Con-
vención sobre los Derechos del Niño 
y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 
pidesc), así como las Observaciones 
Generales elaboradas por el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (cdesc), que tienen el ex-
plícito propósito de precisar el conte-
nido y alcances de los derechos inclui-
dos en el referido Pacto.3 

Parte sustantiva del esfuerzo del 
cdesc ha sido definir el contenido bá-
sico del derecho, cuyo cumplimiento 
constituye una obligación incondicio-

nal de los Estados que forman parte 
del Pacto. Los Estados sólo pueden 
atribuir el incumplimiento de las obli-
gaciones mínimas a la falta de recur-
sos disponibles “si logran demostrar 
que han realizado todo el esfuerzo a 
su alcance para utilizar la totalidad de 
los recursos que están a su disposición 
en pos de satisfacer, con carácter prio-
ritario, esas obligaciones mínimas” 
(Abramovich y Courtis, 2004:33). Sin 
embargo, incluso en periodos de crisis 
o recesión económica, el Estado debe 
proteger a los miembros más vulne-
rables de la sociedad: “No sólo existe 
un mínimo esencial de protección de 
cada uno de los derechos, sino un sec-
tor de la población que representa el 
mínimo de ciudadanos que debe reci-
bir, aun durante la crisis, la protección 
del Estado en relación a sus derechos 
económicos y sociales” (ibíd.:35). 

Ahora bien, sobre el contenido 
mínimo se van añadiendo otras capas 
que amplían los alcances del derecho 
en cumplimiento del principio de pro-
gresividad, que en el caso mexicano 
está contenido en el párrafo tercero del 
artículo 1o constitucional.4 La obliga-
ción estatal mínima a este respecto es 
la prohibición de reducir los niveles de 
protección alcanzados en los derechos 
vigentes. Cualquier medida adoptada 
por un Estado que empeore la situa-
ción de los desc debe ser justificada 
pero, conforme a sus disposiciones, 
“el Estado no puede utilizar argumen-
tos generales de política pública, dis-
ciplina fiscal o referirse a otros logros 
financieros o económicos, sino que 
debe señalar concretamente qué otros 
derechos previstos en el pacto […] 
se vieron favorecidos por la medida” 
(Abramovich y Courtis, 2004:38-39). 
Lo dicho hasta aquí acredita que el de-
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recho a la educación no es un simple 
enunciado programático cuya realiza-
ción depende de los recursos que el 
Estado argumente tener disponibles. 
Aceptar esto último y dejar a la discre-
cionalidad del poder político objetivos, 
metas, formas y plazos implicaría va-
ciar de sentido el derecho. 

La evaluación que se requiere 
para garantizar el derecho  
a la educación
Para contribuir a garantizar el dere-
cho a la educación, la evaluación debe 
dar la máxima publicidad a sus resul-
tados y procurar que sus hallazgos y 
conclusiones permitan a los actores 
educativos, pero muy especialmen-
te a las autoridades responsables, no 
sólo identificar los déficits en el cum-
plimiento del derecho, sino desplegar 
medidas para subsanarlos. De ahí la 
centralidad de la tarea de divulgación 
y promoción del uso de resultados.

Pero, en el caso mexicano, la Ley 
del inee le da al Instituto un ins-
trumento adicional que completa el 
círculo de la garantía del derecho: la 
emisión de directrices,5 que buscan 
orientar la formulación de las políti-
cas públicas en la materia de modo 
que la autoridad responsable atienda 
los déficits en el cumplimiento del 
derecho detectados en el trabajo de 
evaluación. Dado que las directrices 
no tienen carácter vinculante y que 
aun mediando el diálogo y la consul-
ta la autoridad puede no atenderlas, 
su impacto depende de dos aspectos 
clave: a) que estén fundadas en va-
loraciones y análisis muy sólidos, y 
cuiden el elemento de la factibilidad, 
con el fin de que no sea éste el moti-
vo invocado por la autoridad para no 
atenderlas; y b) que estén dotadas de 

una doble fuerza: la de la autoridad 
moral de la institución que las emite, 
fundada en su carácter autónomo, su 
pericia técnica y su prestigio social, 
y la de una opinión pública que efi-
cazmente interpelada pueda crear un 
contexto de exigencia política sobre 
las autoridades responsables para 
que respondan positivamente y redi-
rijan su acción al mejor cumplimien-
to del derecho.  

1 La legitimidad es el atributo del Estado 
que consiste en la existencia, en una par-
te relevante de la comunidad política, de 
un grado de consenso tal que asegure la 
obediencia a la autoridad vigente sin que 
sea necesario recurrir a la fuerza, salvo 
en casos marginales.

2 Si la legitimidad del Estado reside en el 
reconocimiento de un conjunto de dere-
chos que imponen límites y vínculos al 
poder político, ello entraña que la legiti-
midad “de las políticas públicas depende 
de que ofrezcan garantía efectiva a esos 
bienes jurídicos fundamentales” (Carbo-
nell y Salazar, 2012:ix).

3 El cdesc es el órgano de Naciones Unidas 
constituido por expertos independien-
tes que supervisan el cumplimiento del 
pidesc. Las observaciones del cdesc so-
bre el contenido del Pacto se convierten 
en la interpretación oficial sobre su signi-
ficado y alcances.

4 Este principio, vale recordar, establece la 
obligación del Estado de generar en cada 
momento histórico una mayor y mejor 
protección y garantía de los derechos hu-
manos, de forma que siempre estén en 
constante evolución y nunca en retroceso. 

5 Artículo 47: el Instituto “emitirá directri-
ces que sean relevantes para contribuir 
a las decisiones tendientes a mejorar la 
calidad de la educación y su equidad, 
como factor esencial en la búsqueda de 
la igualdad social”. 

Referencias
Abramovich, V. y Courtis, C. (2006). Apun-

tes sobre la exigibilidad judicial de los 
derechos sociales. En Abramovich, V., 
Añón, M. y Courtis C. (comps.). Dere-
chos sociales. Instrucciones de uso. Mé-
xico: Fontamara, pp. 55-78.

Abramovich, V. y Courtis, C. (2004). La 
interpretación de los tratados inter-
nacionales de derechos humanos por 
los órganos internos. El caso de las 
obligaciones estatales en materia de 
derechos económicos, sociales y cul-
turales. En Cantón, O. y Corcuera, S. 
(coords.). Derechos económicos, socia-
les y culturales. Ensayos y materiales. 
México: Porrúa/Universidad Iberoa- 
mericana, pp. 15-48.

Carbonell, M. y Salazar, P. (coords.) 
(2012). La reforma constitucional de 
derechos humanos. Un nuevo paradig-
ma. México: Porrúa/unam, 449 pp.

dof (2015, 10 de julio). Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Recuperado el 26, 27 y 28 de julio de 
2015 de http://goo.gl/fVGWG2

inee (2013). Ley del Instituto Nacional 
para la Evaluación de la Educación. 
México: Instituto Nacional para la 
Evaluación de la Educación.

La Gaceta permite conocer 
las perspectivas internacional, 

nacional y local sobre la 
evaluación. En ese sentido, sería 

importante incluir la opinión 
de supervisores, directores 

y docentes sobre el proceso 
de evaluación que se está 

implementando en el marco 
de la Reforma Educativa, o 

sus aspectos positivos y áreas 
de mejora. También publicar 

estudios preliminares sobre el 
impacto de las decisiones de 

evaluación en la calidad del 
servicio educativo.

 
Irma Hernández Martínez 

Coordinadora de los Consejos 
Pedagógicos de la Secretaría  

de Educación de San Luis Potosí

https://es.wikipedia.org/wiki/Estado
http://goo.gl/fVGWG2


52

La bilateralidad  
como clave del derecho 
a la educación

Las reformas constitucionales de 2011  
y 2013 introdujeron cambios trascendentales 
al Sistema Educativo Nacional (sen). La 
evaluación de la educación deja de ser una 
actividad desarrollada principalmente en  
el interior del Poder Ejecutivo para adquirir el 
carácter de garantía del Estado, con el fin 
de verificar el cumplimiento del derecho 
a la educación de calidad. ¿Cuáles son 
las implicaciones, tanto para los titulares 
de derechos como para los titulares de 
obligaciones, en este cambio de visión?

Marianela Núñez Barboza
Directora de área, Junta de Gobierno del inee
mnunez@inee.edu.mx 

La perspectiva de derechos humanos: Reforma 
Constitucional de 2011
El 10 de junio de 2011 se publicó la Reforma Constitucio-
nal de Derechos Humanos, que modificó el artículo 1° de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(cpeum), y se adhirió a la denominación de persona y al 
pleno reconocimiento de su condición de sujeto de derecho, 
tanto interna como internacional, por lo que el Estado mexi-
cano tiene responsabilidad por sus actos y omisiones, lo que 
abre la posibilidad de acceso directo a la justicia internacio-
nal (Cançado, 2007). Asimismo, la reforma incorpora el goce 
de los derechos humanos —y sus garantías de protección— 
recogidos en los tratados internacionales reconocidos por 
México; menciona de manera explícita las obligaciones ge-
nerales del Estado en la materia —promover, respetar, pro-
teger y garantizar los derechos—, e instala el principio pro 
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Sujeto de 
derecho: 
La materia 

del derecho se 
convierte en derechos 

concretos.

Materia del derecho: Vincula 
a dos sujetos, los contenidos 

específicos se transfor-
man en derechos 

para uno y en 
obligaciones 
para el otro.

Sujeto 
obligado: 

La materia del 
derecho se convierte 

en obligaciones 
concretas.

Esquema 1. Bilateralidad del derecho

Fuente: Elaboración propia con base en García Máynez (2010).
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personae, que favorece la interpretación más amplia de las 
normas nacionales e internacionales (Cámara de Diputados, 
2014). Esta modificación tiene por lo menos dos implicacio-
nes clave: al derecho a la educación le son aplicables las dis-
posiciones del marco general de los derechos humanos y las 
de los tratados internacionales que México haya ratificado.

La Reforma Constitucional de 2013
Al panorama anterior se suma la reforma de 2013. El ar-
tículo 3° constitucional nos colocó ante un escenario que 
incluye por lo menos cinco asuntos clave relacionados 
con la evaluación de la educación, a saber: a) la calidad 
como uno de los criterios fundamentales de la educación 
explicitados en el texto constitucional, la cual se convier-
te en una condición exigible;1 b) la designación de la eva-
luación (específicamente la educativa) como una función 
del Estado (no del ejecutivo o legislativo) para garantizar 
la búsqueda y el logro de dicha educación de calidad;2 c) 
la creación de un mecanismo para ejecutar esta función: 
el Sistema Nacional de Evaluación Educativa (snee),3 que 
articula los esfuerzos que se den dentro del Sistema Educa-
tivo Nacional (sen), en los distintos órdenes de gobierno; 
d) la designación del Instituto Nacional para la Evaluación 
de la Educación (inee) —ahora organismo público autóno-
mo— como coordinador del snee, con atribuciones para 
diseñar y efectuar pruebas del sen, y regular las funciones 
de evaluación que ejecuten autoridades educativas federa-
les y locales en sus ámbitos de competencia; y e) la creación 
de un instrumento jurídico destinado a generar el ansiado 
vínculo efectivo entre los resultados de la evaluación edu-
cativa y las mejoras del sen: las directrices del inee, “que 
sean relevantes para contribuir a las decisiones tendientes 
a mejorar la calidad de la educación y la equidad”.4

En ese contexto de imperativos legales tendremos que juz-
gar el mérito o valor de nuestro objeto de análisis —el sen— 
en relación con determinar el grado de cumplimiento o no del 
derecho a la educación, tanto en sus contenidos específicos 
como en su espectro más amplio de derecho humano.  

De la unilateralidad del prestador  
de servicios a la bilateralidad del derecho
El contexto posterior a las reformas contrasta con las for-
mas tradicionales de concepción y operación, que solían ser 
unilaterales y sustentaban sus diagnósticos y soluciones en 
la concepción de problemas, necesidades, demanda/oferta, 

vulnerabilidades/capacidades o prioridades, y no en la per-
sona como titular de derechos.5

El giro drástico a esta concepción proviene de lo que 
se denomina la bilateralidad del derecho: “las normas jurí-
dicas son bilaterales porque imponen deberes correlativos 
de facultades o conceden derechos correlativos de obliga-
ciones (esquema 1). Es decir, frente al jurídicamente obli-
gado encontramos siempre a otra persona, facultada para 
reclamarle la observancia de lo prescrito” (García Máynez, 
2000). Esto significa que se aúna el concepto de justiciabi-
lidad a la existencia de titulares de derechos —los niños, 
niñas y adolescentes mexicanos en primera instancia y, por 
supuesto, todas las personas— y titulares de obligaciones  
—el Estado, junto con los sujetos que son corresponsables 
del cumplimiento de la obligación: los padres y madres de 
familia, los maestros y los representantes de organizacio-
nes sociales, entre otros—. 

Si tenemos en cuenta las dos reformas constitucionales 
mencionadas, las fuentes del derecho que le dan conteni-
dos específicos a la materia del derecho a la educación en 
México son dos: a) el artículo 3° constitucional —y su le-
gislación reglamentaria—; y b) las características derivadas 
de las Observaciones Generales (específicamente la 13) 
dictadas por el Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales en 1999, mismas que equivalen a la jurispru-
dencia del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de 1966, al cual México se adhiere en 
1981, y que formaliza las 4 A del derecho a la educación de 
Katarina Tomasevski: asequibilidad o disponibilidad (avai-
lability), accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad.6



Esquema 2. Derecho a la educación en México: 
marco jurídico nacional e internacional

Sujeto  
de derecho:
"Todas las 
personas" gozan 
de los derechos 
humanos (art. 
1° cpeum), "todo 
individuo" (art. 
3° cpeum): Tiene 
derecho a recibir 
una educación 
que para el 
sujeto sea 
disponible, acce-
sible, aceptable 
y adaptable.

La materia  
del derecho: 
Asume los conte-
nidos del marco 
jurídico nacional 
(art. 3° cpeum), 
e internacional 
(características 
del derecho a 
la educación, 
cdesc, Obs. Gral. 
13 numeral 6): 
Disponibilidad, 
Accesibilidad, 
Aceptabilidad y 
Adaptabilidad.

Sujeto obligado: 
El Estado "todas sus 
autoridades, en el ámbito 
de sus competencias, 
tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos 
humanos" (art. 1° cpeum), 
con los contenidos espe-
cíficos de las obligaciones 
del derecho a la educación 
(art. 3° cpeum) y el marco 
jurídico internacional (brindar 
servicios educativos que 
sean disponibles, accesibles, 
aceptables y adaptables a 
los sujetos de derecho).

Fuente: Elaboración propia.
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A manera de conclusión
Hoy no puede concebirse en México un Estado que desa-
rrolle políticas educativas sin pensar en su relación y obli-
gación frente al cumplimiento del derecho a la educación 
de calidad con equidad para todos. Son muchos los actores 
que toman parte activa con base en las reformas recientes, 
por obligación constitucional y moral, para garantizar que 
todos los niños, niñas y adolescentes tengan acceso a una 
educación que les permita desarrollar integralmente todas 
sus capacidades y, sobre todo, acceder a una vida digna y a 
muchos otros derechos. 

El sujeto de derechos (el alumno, por ejemplo) y el suje-
to obligado (el Estado) entran en una dinámica de exigir y 
asegurar garantías (esquema 2). Así, los ciudadanos no son 
más beneficiarios, usuarios o clientes de los servicios públi-
cos, sino seres humanos con derechos que el Estado debe 
hacer cumplir y obligaciones frente a las cuales éste de- 
be actuar en un contexto de garantía de derechos humanos 
que posibilite su desarrollo, así como el de su pueblo, y la 
paz social.

Al preguntarse cuál es el camino más adecuado hacia el 
cumplimiento de una verdadera educación de calidad con 
equidad, debe recordarse que:

Asistimos en la actualidad a una tendencia creciente a 
aplicar el llamado “enfoque basado en derechos humanos”. 
Esta orientación parte de la consideración de que la po-
breza no es tanto una cuestión de falta de recursos sino, 
sobre todo, de falta de derechos [y] encierra un gran po-
tencial para promover el desarrollo de las sociedades (Gó-
mez, Pavón, y Sainz, 2013).

No puede, por tanto, olvidarse este enfoque durante el 
diseño de la evaluación de políticas o programas educati-
vos, ni al desarrollar la del docente, ni mucho menos la del 
logro educativo de los estudiantes. Desde esta perspectiva, 
¿qué toca a cada actor del snee y cómo puede generarse 
sinergia entre los sistemas educativos estatales y el federal 
para trabajar juntos? ¿Cuáles son los esquemas más ade-
cuados para que la comunicación entre la sociedad civil y 
el Estado permita allanar el camino rumbo a la garantía del 
derecho a la educación? ¿Cómo vincular la Política Nacional 
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operacionales, observables y medibles por parte de los su-
jetos obligados —las autoridades que ejercen el poder del 
Estado— y por el resto de la sociedad; en especial por parte 
de los actores que son corresponsables del cumplimiento 
del derecho a la educación.  

1  Bracho, G., T. y Zorrilla F. M. (2005). Perspectiva de un gran reto en 
Reforma Educativa: Marco Normativo (Pp. 15-38). México. Comi-
sión de Educación y Servicios Educativos LXII Legislatura, Cámara 
de Diputados. inee-Congreso de la Unión. Edición Conmemorati-
va 2015.

2 “II. El criterio que orientará a esa educación […] d) Será de calidad, 
con base en el mejoramiento constante y el máximo logro académi-
co de los educandos”. cpeum. Art. 3°, párrafo sexto, inciso d).

3 “El Estado garantizará la calidad en la educación obligatoria de 
manera que los materiales y métodos educativos, la organización 
escolar, la infraestructura educativa y la idoneidad de los docentes 
y los directivos garanticen el máximo logro de aprendizaje de los 
educandos”. cpeum. Art. 3°, párrafo tercero.

4 “Para garantizar la prestación de servicios educativos de calidad, 
se crea el snee”. cpeum. Art. 3°, numeral IX.

5  Cfr. Gómez, M., Pavón, D. y Sainz, H. (2003). 
6 Se sugiere acudir a Gómez, M., Pavón, D. y Sainz, H. (2013), El 

enfoque basado en derechos humanos en los programas y proyectos 
de desarrollo. España: Agencia Andaluza de Cooperación Inter-
nacional para el Desarrollo/Fundación Cideal de Cooperación e 
Investigación: http://goo.gl/NPE8h1    

7 El derecho a una educación de calidad. Informe 2014. inee. 
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de Evaluación Educativa (pnee) con el quehacer diario 
para evaluar con una perspectiva de derechos? ¿Cómo co-
menzar a pensar justamente en el otro? 

En conclusión, una evaluación de la educación que ten-
ga como fundamento el enfoque de derechos humanos y 
el derecho a la educación debe tomar en consideración los 
elementos y fuentes que hemos mencionado. 

Sin embargo, cabe aquí una advertencia al lector: el en-
foque de derechos tiene entre sus ventajas la de colocar a las 
personas en el centro, y lo hace con base en una norma mí-
nima que es igual y, “en teoría”, conocida por todos —por-
que se encuentra consignada en la ley—; pero hay una gran 
distancia entre su concepción doctrinaria y su aplicación 
práctica (en educación y en cualquier otra materia), tanto 
por las dificultades que en la práctica reviste el proceso de 
que los sujetos de derecho se hagan conscientes y plena-
mente efectivos en el ejercicio de su condición, como por 
las dificultades que reviste darle contenidos específicos, 

http://goo.gl/NPE8h1
http://goo.gl/LMG3pN
http://goo.gl/h1VFi5
http://goo.gl/NPE8h1
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La ruta de las directrices para mejorar la formación inicial de los docentes de eb

El inee emite y difunde las directrices. 
Informa a la autoridad educativa federal  
y a las correspondientes de los estados y  
el Distrito Federal, además de al público  

en general.

Las autoridades educativas tienen un plazo 
de 60 días naturales para dar respuesta  

a las directrices. El inee espera una 
respuesta que contemple un plan para 
su atención. En caso contrario, que se 

exponga el motivo de la negativa.

Con el compromiso de las autoridades 
educativas y el seguimiento y monitoreo 

del inee y de la sociedad en su conjunto, se 
esperan transformaciones importantes que 

contribuyan a mejorar la calidad  
de la educación para todos.

3. PUNTO DE LLEGADA

Directriz 1. 
Fortalecer la organización académica 
de las escuelas normales: Mejorar la 

calidad de su oferta educativa mediante 
la adecuación y el fortalecimiento de las 

trayectorias escolares de sus estudiantes.

Directriz 2. 
Desarrollar un marco común para la 

formación inicial de docentes: Construir 
un referente común de normas, perfiles, 

objetivos y políticas institucionales 
y académicas para las instituciones 
dedicadas a la formación inicial de 

docentes que permita, integrar, ampliar  
y mejorar la oferta educativa disponible.

a. Adecuar los enfoques y los contenidos 
curriculares.

b. Fortalecer la carrera académica  
del profesorado.

c. Dar seguimiento a la trayectoria  
de los estudiantes.

d. Incentivar la autonomía de gestión 
académica.

a. Generar condiciones para crear  
el Marco Común.

b. Conformar instancias de coordinación  
y operación.

c. Definir los componentes eje para  
la articulación.

d. Diseñar esquemas y propuestas piloto.
e. Impulsar esquemas de colaboración 

focalizada.
f. Conformar redes académicas.
g. Desarrollar un sistema integral  

del marco común.

Transformación gradual y significativa de la 
organización académica para mejorar los 
resultados expresados en la pertinencia  
y relevancia de las tareas de docencia  
e investigación del personal académico.

Integración de un sistema de formación inicial 
docente pertinente y eficiente que posibilite 
contar con docentes idóneos para la educación 
básica.

Directrices del inee: instrumentos para orientar 
la toma de decisiones de política educativa

 HOJA DE RUTA

1. PUNTO DE PARTIDA

El objetivo del Instituto Nacional para la Evaluación 
de la Educación (inee) es contribuir a garantizar el 
derecho a una educación de calidad para todos. En 

razón de ello, y como una de sus principales atribuciones, 
el pasado 8 de septiembre emitió sus primeras cuatro di-
rectrices, orientadas a mejorar la formación inicial de los 
docentes de educación básica. 

Esta atribución representa una innovación en el ámbito 
nacional e internacional y se señala en la fracción IX del artí-
culo 3° constitucional, que reconoce al inee como autoridad 

en materia de evaluación, con el mandato de: Generar y 
difundir información y, con base en ésta, emitir directrices 
que sean relevantes para contribuir a las decisiones ten-
dientes a mejorar la calidad de la educación y su equidad, 
como factor esencial en la búsqueda de la igualdad social.

Las directrices buscan ser el puente que conecte la 
evaluación con la mejora educativa. En este sentido, son 
recomendaciones que buscan orientar la toma de decisio-
nes en materia de política educativa. ¿Para qué se emiten? 
¿Cuáles son sus prioridades estratégicas? ¿A quiénes van 

2. IMPACTO Y MEJORA



57
Gaceta de la Política Nacional de Evaluación Educativa en México

Directriz 3. 
Crear un sistema nacional de información 

y prospectiva docente: Desarrollar 
investigaciones, sistematizar información  
y realizar ejercicios prospectivos sobre  
la oferta y la demanda de docentes con  
la finalidad de disponer de un robusto 

sistema para la planeación de la formación 
inicial docente en los ámbitos local, 

regional y nacional. 

Directriz 4. 
Organizar un sistema de evaluación de la 
oferta de formación inicial de docentes: 
Evaluar de manera periódica los distintos 
componentes, procesos y resultados que 
configuran esta oferta para conocer su 
situación actual, identificar las áreas de 

oportunidad y valorar sus avances. 

La consolidación de un Sistema de Información 
y Prospectiva docente que integre, ordene, 
administre y actualice datos e información 
confiable, relevante y oportuna será la base 
para la mejora continua de la planeación, 
la gestión, el monitoreo, el seguimiento y la 
evaluación de las acciones de las instituciones 
formadoras de docentes.

Mejora continua en el desempeño de los 
agentes y programas, atención oportuna de las 
necesidades de los estudiantes, uso eficiente 
de los recursos y transformación de la cultura 
institucional hacia la búsqueda constante  
de la calidad y equidad.

Textos e información:  
María Cristina Tamariz,  

Juan Luis Fernández Valdez,  
Óscar Rodríguez Mercado

Conozca más en el micrositio de las directrices en: 
www.inee.edu.mx / contactodirectrices@inee.edu.mx

dirigidas? ¿Cuál es su ámbito de alcance? ¿Qué se espera 
de la autoridad educativa? ¿Qué le toca hacer al inee una 
vez emitidas?

Directrices para mejorar  
la formación inicial de docentes
¿Para qué?: Los objetivos de estas primeras cuatro direc-
trices son dos: 1. Contribuir a que las autoridades educati-
vas tomen decisiones para mejorar la formación inicial de 
los docentes de educación básica (eb) del país. 2. Generar 
nuevas dinámicas de trabajo académico, social e institu-
cional, para que la formación inicial de docentes se con-
vierta en una prioridad de la política educativa nacional y 
genere el reconocimiento social de la profesión docente.

¿Cuáles son sus prioridades estratégicas?: En aras de 
avanzar en una visión sistémica y de amplios efectos mul-
tiplicadores para la mejora, las directrices emitidas se fun-
damentan en: 1. El papel protagónico de los académicos. 2. 

La importancia de cuidar las trayectorias escolares de los 
estudiantes. 3. Un currículo que propicie nuevas dinámi-
cas pedagógicas y de gestión del conocimiento. 4. El papel 
estratégico de la coordinación y la interacción sistémica. 

¿A quiénes van dirigidas?: A la autoridad educativa 
federal y a las autoridades correspondientes en los estados, 
el Distrito Federal, los municipios, los órganos desconcen-
trados y a los organismos descentralizados que emiten ac-
tos de autoridad en materia educativa. A todas las escuelas 
normales en sus diversas denominaciones y modalidades.

¿Cuál es su ámbito de alcance?: Las directrices son 
de observancia general en toda la República Mexicana, se 
aplicarán en el marco del federalismo con base en las facul-
tades concurrentes de las autoridades en la función social 
educativa.   

a. Consolidar mecanismos de monitoreo, 
seguimiento y recolección de información 
en instituciones formadoras de docentes.

b. Construir la estructura del sistema.
c. Vincular el Sistema de Información y 

Prospectiva Docente con otros sistemas  
y fuentes de información.

d. Fomentar el uso del sistema.
e. Definir características básicas del ejercicio 

prospectivo.
f. Articular con las otras directrices.

a. Generar un modelo de evaluación con 
enfoque comprehensivo.

b. Desarrollar la normativa para el fomento 
y la regulación de evaluaciones para la 
formación inicial de docentes.

c. Mejorar pertinencia, contextualización  
y robustez técnica de las evaluaciones.

d. Evaluación de desempeño de docentes, 
estudiantes y directivos.

e. Evaluación periódica de programas 
académicos.

f. Profesionalizar la tarea de evaluación.
g. Fortalecer la difusión y el uso de los 

resultados de las evaluaciones. 

www.inee.edu.mx
mailto:contactodirectrices@inee.edu.mx


Declaración Universal de los Derechos Humanos (onu, 1948). 
La enseñanza y la educación son el medio por el cual debe pro-
moverse, tanto entre los individuos como en las instituciones, el 
respeto de los derechos y libertades.

Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación Racial (onu, 1965). Los Estados toma-
rán “medidas inmediatas y eficaces, especialmente en las esfe-
ras de la enseñanza, la educación, la cultura y la información, 
para combatir los prejuicios que conduzcan a la discriminación 
racial” (Art. 7°).

Convención relativa a la lucha contra la discriminación en 
la esfera de la enseñanza (unesco, 1960). “La educación debe 
tender al pleno desenvolvimiento de la personalidad humana a 
reforzar el respeto de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, y reconocerle a los miembros de las minorías 
nacionales el derecho a ejercer actividades docentes" (Art. 5°).

Ellos opinan 
sobre sus derechos

IMÁGENES

Como parte del marco normativo internacional en de-
rechos humanos, desde 1948 y hasta 2006, se regis-
tran aproximadamente 22 declaraciones, programas 
y planes de acción, y 18 convenios y convenciones 
asumidos por los países miembros de la Organización 
de las Naciones Unidas. Aquí presentamos sólo ocho 
que se refieren al derecho a la educación. ¿Cómo los 
perciben los titulares de derechos?

Fotografías: Graciela Zavala Segreste



Convención sobre los Derechos del Niño (onu, 1989). La educa-
ción de los niños y las niñas debe desarrollar su personalidad, 
aptitudes y capacidad mental; inculcar el respeto a los dere-
chos humanos, las libertades fundamentales el medio ambiente.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales (onu, 1966). “El derecho de toda persona a la educación 
[…] debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y del sentido de su dignidad, y fortalecer el respeto por 
los derechos humanos y las libertades fundamentales” (Art. 13°).

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer. “Convención de Belém do Pará” (oea, 
1994). Debe fomentarse la educación y apoyar programas destina-
dos a concientizar al público sobre la violencia contra la mujer, así 
como alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices 
de difusión que contribuyan al respeto de su dignidad (Art. 8°).

Convención Interamericana para la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra las Personas con Discapa-
cidad (oea, 1999). Propone trabajar prioritariamente en la sensi-
bilización de la población a través de campañas de educación 
encaminadas a eliminar prejuicios, estereotipos y otras actitu-
des que atentan contra la igualdad, propiciando el respeto y la 
convivencia con las personas con discapacidad.

Declaración y Programa de Acción de Viena (onu, 1993). Asigna 
un apartado completo a la educación con enfoque de derechos 
y propone proclamar un decenio (1995-2004) para la educación 
en materia de derechos humanos. Sus objetivos abarcan la eva-
luación de necesidades y el diseño de estrategias para la inclu-
sión de la educación con este enfoque.

Elaboración propia con base en unesco: 
http://goo.gl/gnt0Gk 

Un enfoque de la educación para todos basado en los 
derechos humanos (unesco-unicef, 2008): 
http://goo.gl/bZoa23

Conoce la totalidad de los instrumentos normativos 
internacionales en derechos humanos por orden 
cronológico aquí: http://goo.gl/gnt0Gk

http://goo.gl/gnt0Gk
http://goo.gl/bZoa23
http://goo.gl/gnt0Gk
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¿Cómo saber si una acción determinada ha lo-
grado los resultados esperados? La evaluación 
es imprescindible. Lo mismo aplica a las polí-

ticas que a los planes y programas. Y si se trata de políticas 
vinculadas a la garantía de los derechos de las personas, es 
necesario que la evaluación tenga un enfoque de derechos. 
Éste es el caso de la educación.

El enfoque de derechos es “un marco conceptual para 
el proceso de desarrollo humano basado normativamente 
en los estándares internacionales de derechos humanos, 
y operativamente dirigido a promover y proteger los de-
rechos humanos” (ohchr, 2006). Para los Estados miem-
bros, esto implica garantizar su pleno ejercicio ciudadano.

Dicho enfoque parte de la identificación precisa de los 
titulares de derechos —para reivindicarlos—, de los co-
rrespondientes garantes (o portadores de deberes) —para 
que cumplan sus obligaciones— y del contenido de las po-
líticas, planes, programas y presupuestos —para fortalecer 
la capacidad de ambos (titulares y garantes) en su ejercicio 
de garantizarlos y ejercerlos.

Camino hacia la 
equidad de los niños, 
niñas y adolescentes

“¿Están todos los niños, niñas y adolescentes 
en la escuela? ¿Están aprendiendo lo que 
deberían? Al poner en el centro el contenido 
del derecho que la política debe garantizar, 
estas interrogantes interpelan a la calidad del 
sistema”, afirma la representante de unicef 
en México, que centra su texto en los desaf íos 
de la educación multicultural, la existencia de 
sistemas de medición que la evalúen y pone 
como ejemplo la Escuela Amiga.

Isabel M. Crowley
Representante de unicef en México
mexico@unicef.org

 DE VIVA VOZ

mailto:mexico@unicef.org
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En consecuencia, el diseño de una política orientada 
al cumplimiento del derecho a la educación con carácter 
universal debe tener información certera sobre los sujetos 
titulares de este derecho (la demanda). Una vez precisado 
esto, el paso siguiente es determinar la brecha cuantitati-
va y cualitativa de acceso. ¿Están todos los niños, niñas y 
adolescentes en la escuela? Éste es el desaf ío que se debe 
asumir, con una proyección hacia la cobertura universal y 
con estrategias que un análisis de cuellos de botella per-
mitirá determinar. La segunda pregunta es de índole más 
compleja: ¿están aprendiendo efectivamente lo que debe-
rían? Esta interrogante interpela a la calidad del sistema al 
poner en el centro el contenido del derecho que la política 
debe garantizar.

El ejercicio a nivel macro
Tomemos el caso específico de los niños, niñas y adolescen-
tes en una modalidad educativa particular: la educación 
indígena. Además del derecho universal a una educa- 
ción de calidad consignado en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (cpeum) y otras normas, 
a los pueblos indígenas les corresponden derechos colec-
tivos que inciden de manera directa en el ámbito educa-
tivo, como la preservación y desarrollo de sus culturas  
y lenguas. Así, el diseño de una política educativa de ca-
lidad con pertinencia cultural requiere, en primer lugar, la 
identificación precisa de quiénes son, cuántos y dónde se 
ubican. La información debe mostrar la diversidad cultural 
y lingüística, así como edad, sexo, residencia y nivel educa-
tivo actual de los estudiantes indígenas (demanda).

Para analizar cuánto se acerca el servicio actual a la 
garantía del derecho a una educación culturalmente per-
tinente, la primera pregunta remite a la cobertura del sis-
tema: ¿hay suficientes escuelas indígenas y están ubicadas 
donde se requiere? Y, si no las hubiera en número suficien-
te, ¿cuál es la brecha que debe ser cubierta para garantizar 
a todos los niños, niñas y adolescentes indígenas el dere-
cho a una educación pertinente? ¿En cuánto tiempo está 
previsto cubrirla?

Llegados a este punto y sin entrar aún en el análisis cua-
litativo, se requiere hacer precisiones respecto al conteni-
do de la política, en el sentido de definir los componentes 
que caracterizan a una escuela indígena. En principio, se 
espera que ésta cuente con docentes hablantes de la mis-
ma lengua que sus estudiantes, formados en pedagogía  

intercultural y bilingüe, con un currículo culturalmente per-
tinente y con los materiales necesarios para implementarlo.

Así, en una lógica de garantía de derechos, la pregunta 
general de cobertura con escuelas de educación indígena 
debe ser desglosada por los componentes de esta moda-
lidad. Dudas específicas respecto a cada uno de éstos  
—docentes, currículo y materiales— deben plantearse en 
relación con los diferentes pueblos y culturas: ¿se cuenta 
con suficientes maestros indígenas debidamente formados 
para atender, en su mismo idioma, a todos los estudiantes 
indígenas? ¿El currículo incorpora de manera adecuada 
los contenidos culturalmente relevantes de cada pueblo y 
cultura indígena? ¿Se tienen materiales con enfoque inter-
cultural y bilingüe para las diferentes situaciones sociolin-
güísticas?

Aun cuando no forma parte del “paquete” de educación 
indígena, es imprescindible considerar el tema de la parti-
cipación, tanto de niños, niñas y adolescentes, como de la 
comunidad. El derecho a la participación y a ser tomados 
en cuenta para el diseño de políticas, planes y programas 
está consignado en la Convención sobre los Derechos del 
Niño (cdn) y fue reiterado en la Ley General de Derechos 
de Niños, Niñas y Adolescentes, aprobada en diciembre de 
2014. Por su parte, el derecho colectivo de los pueblos in-
dígenas a participar y ser escuchados está estipulado en el 
Convenio 169 y en la Declaración de Naciones Unidas so-
bre los Derechos de los Pueblos Indígenas, instrumentos 
ratificados por el Estado mexicano. En este sentido, algu-
nas preguntas adicionales sobre el contenido del derecho 
a la educación indígena tendrían que ser las siguientes: 
¿participan los niños, niñas y adolescentes indígenas en el 
diseño y la gestión de su educación?, ¿lo hacen sus madres, 
padres y organizaciones representativas?

Por último, y ésta es la pregunta realmente significa-
tiva en materia educativa, ¿están aprendiendo lo que está 
establecido como su derecho? ¿Alcanzan los niveles de 
aprendizaje requeridos para su grado y edad, tanto en las 
materias generales como en los conocimientos indígenas? 
¿Existen sistemas de medición que los evalúen de manera 
adecuada? ¿Qué opinan al respecto los pueblos originarios 
y sus organizaciones representativas?

Por desgracia, a pesar de los años transcurridos en la 
implementación de políticas educativas dirigidas a pueblos 
indígenas en esta región, sus niveles de aprendizaje suelen 
ser los más bajos. Cabe señalar que, salvo contadas excep-
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ciones, sólo se evalúan las habilidades generales en español 
(comprensión de textos, matemáticas, ciencias), pues no se 
han incorporado habilidades y contenidos indígenas. Ade-
más de esta evidente dificultad, los bajos resultados res-
ponden en gran medida a las limitaciones del cumplimien-
to del derecho desde la perspectiva antes señalada, tanto 
en cobertura como en calidad.

Escuela Amiga: el ejercicio a nivel micro
El enfoque de derechos no se restringe a políticas, planes y 
programas. También es una herramienta útil a nivel de es-
cuela y puede ser empleada por directores y docentes para 
evaluar su propio desempeño.

Así, la escuela de una comunidad debe conseguir que 
todos los niños, niñas y adolescentes que corresponden 
a su jurisdicción accedan, permanezcan y concluyan su 
aprendizaje con logros. En el ámbito local es sencillo para 
los garantes del derecho a la educación (directores y do-
centes) asegurarse de que “no falta nadie”, y una estrecha 
relación con la comunidad hará este trabajo aún más fácil. 
Este principio de inclusión, orientado a garantizar la co-
bertura universal, sustenta el enfoque de Escuela Amiga de 
la Infancia (http://goo.gl/IVXHwS), del Fondo de las Na-
ciones Unidas para la Infancia en México (unicef, por sus 
siglas en inglés), y responde cabalmente a lo establecido 
en la cdn.

En este sentido, son diversas las buenas prácticas im-
plementadas por directores y docentes en este campo, en 
particular en alianza con la comunidad o con participación 
de niñas, niños y adolescentes. Con la comunidad se detec-
tan las barreras que impiden el acceso, la permanencia y la 
conclusión de algunos estudiantes, y se diseñan estrategias 
orientadas a superarlas. En algunos casos, los propios es-
tudiantes sugieren e implementan métodos de detección 
y prevención del abandono escolar, para encontrar meca-
nismos de respuesta en alianza con las autoridades locales.

En una Escuela Amiga, la comunidad educativa en su 
conjunto evalúa si la gestión es inclusiva y eficiente. Di-
rectores, docentes, padres y estudiantes vigilan de manera 
regular que “estén todos los que deben estar” en la escuela, 
analizan los casos de riesgo de abandono y toman medidas 
oportunas para mitigarlos.

Algo similar se plantea en relación con los aprendizajes. 
Los docentes inician sus días y sesiones escolares con objeti-
vos de enseñanza claros: “hoy, mis estudiantes desarrollarán 

En una Escuela Amiga,  
la comunidad educativa en su 

conjunto evalúa si la gestión  
es inclusiva y eficiente. 

Directores, docentes, padres  
y estudiantes vigilan de manera 

regular que “estén todos  
los que deben estar”.
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esta habilidad” o “lograrán este hito hacia el desarrollo de es- 
ta competencia”. A lo largo del día y al concluir la jornada 
evalúan el avance logrado en función de la meta establecida: 
¿aprendieron todo lo que me propuse enseñar hoy? ¿Quié-
nes lo lograron y quiénes no? ¿Qué acciones debo tomar para 
asegurarme de que todos alcancen el objetivo planteado?

Un docente que ha internalizado el enfoque de dere-
chos en su práctica cotidiana tiene el objetivo de que to-
dos sus alumnos logren los aprendizajes establecidos para 
el nivel. Con esta meta, evalúa de manera sistemática y 
constante su avance en el logro de los hitos intermedios 
y detecta de manera oportuna las dificultades en el proce-
so. Esto le permite retomar algunos temas con estrategias 
diferentes y diferenciadas, según los estilos de aprendiza-
je y los grados de avance de sus estudiantes. Desde este 
enfoque, la evaluación es una herramienta indispensable, 
no para sancionar a los alumnos, sino para identificar las 
dificultades e introducir estrategias alternativas en su de-
sempeño. Si ellos no logran determinado objetivo, el do-
cente debe retomar el tema con un abordaje distinto. Y si 
de manera sostenida no logra desarrollar las habilidades 
en el grupo, deberá preguntarse si cuenta con suficientes 
habilidades pedagógicas.

En resumen, la evaluación es una herramienta constitu-
tiva de sistemas eficientes, tanto en el ámbito del diseño y la 
implementación de políticas, planes y programas, como de su 
concreción cotidiana en el aula. Si no medimos, no podemos 
identificar los problemas ni, por tanto, resolverlos. Pero la 
evaluación y las medidas derivadas de ésta deben orientarse 
a la garantía del derecho. Evaluar a los estudiantes, constatar 
que no han logrado el objetivo y no tomar medidas para so-
lucionarlo son acciones que vulneran el derecho de los niños, 
niñas y adolescentes a una educación de calidad.

Por ello es imperativo revisar si los contenidos del de-
recho a la educación indígena y de otras modalidades son 
suficientes y necesarios y, sobre todo, si se están cumplien-
do a cabalidad. Debemos preguntarnos si todos los niños, 
niñas y adolescentes tienen docentes idóneos, un currícu-
lo pertinente, materiales suficientes, infraestructura digna 
y otras condiciones de educabilidad. Pero igual o más im-
portante que el diagnóstico sincero y certero es el diseño 
de planes a corto y mediano plazos orientados a cumplir 
con la garantía del derecho a la educación pertinente y de 
calidad que todos los niños, niñas y adolescentes mexica-
nos se merecen. 

Conozca más sobre unicef México: 
http://goo.gl/5ExSS1

Hay un aspecto de la Gaceta que celebro e invito 
a que se profundice: la voluntad de poner en 

diálogo diferentes concepciones de las prácticas de 
evaluación. Romper con las visiones tecnocráticas 

o utilitaristas de la evaluación que tienden a 
formas de estandarización de la educación, dando 

visibilidad a aquellas otras que nacieron como 
práctica de aprendizaje comunitario, atravesadas 

por una voluntad de sumar experiencias que se 
integran a una política nacional. 

Néstor López 
Coordinador de proyectos de Educación y Equidad 

del iipe-unesco Sede Regional Buenos Aires

http://goo.gl/5ExSS1
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Para entender la educación y la 
importancia de evaluar sus re-
sultados desde un enfoque de 

derechos, es necesario ubicarla en el 
marco normativo global, que involu-
cra la aplicación de normas y están-
dares establecidos en la legislación 
internacional de derechos humanos, 
siendo sus principios fundamentales 
la universalidad, la igualdad, la indivi-
sibilidad, la rendición de cuentas y la 
participación (undp, 2007:2).

Además de buenas prácticas de 
programación, un enfoque de este 
tipo implica procesos de evaluación 
que identifiquen las demandas de los 
titulares de derechos y de su capaci-
dad para reclamarlos, así como las 
obligaciones que corresponden a los 

titulares de deberes frente a su cum-
plimiento, desarrollando y evaluando 
estrategias que permitan construir 
estas capacidades. El enfoque de de-
rechos “se caracteriza por conceder a 
la participación un lugar prominente 
en todo el ciclo de las metodologías 
de los programas y proyectos” (Lie-
bel y Martínez, 2009:70). Asimismo, 
reconoce a los actores como sujetos 
activos de derechos; la participación 
como un medio y una meta; la con-
centración de esfuerzos en los gru-
pos más desfavorecidos y excluidos; 
la reducción de la disparidad con ac-
ciones sinérgicas; la determinación 
de causas inmediatas, subyacentes 
y estructurales de los problemas; el 
desarrollo de alianzas estratégicas y 

Desafíos actuales del proceso 
evaluativo: la perspectiva  
de Save the Children

“Desde la perspectiva de la educación como derecho humano 
en un contexto de crisis planetaria, los procesos de evaluación 
están obligados a orientar la integración de contenidos 
pertinentes que impulsen el potencial de niñas y niños para 
resignificar lo humano y responder a los retos inéditos”, dice 
la autora, quien afirma que uno de los principales desaf íos 
que enfrenta la evaluación con este enfoque es la falta de 
comprensión sobre sus implicaciones.

María Josefina Menéndez Carbajal
Directora General de Save the Children México
maripina@savethechildren.org
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el apoyo a la responsabilidad de los 
actores involucrados (Naciones Uni-
das, 2003:1).

Estos elementos potencian el tra-
bajo en torno a los derechos huma-
nos, que formalmente tiene ya cerca 
de una centuria. El derecho a la edu-
cación de las niñas y los niños (nn) es 
reconocido desde la Primera Decla-
ración de los Derechos del Niño, re-
dactada en 1923 por Eglantyne Jebb, 
fundadora de Save the Children, y 
adoptada en 1924 por la V Asamblea 
de la Sociedad de Naciones Unidas 
(snu), creada en la Conferencia de 
París de 1919. Ésta, conocida como 
Declaración de Ginebra, señala: “El 
niño debe ser educado inculcándole 
el sentimiento del deber que tiene de 
poner sus mejores cualidades al servi-
cio del prójimo” (Asamblea de la snu, 
1924:1).

Este derecho, además de estar in-
cluido en los artículos 13 y 14 del Pac-
to Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (pidesc)
aprobado en 1966, es reiterado por la 
Convención de los Derechos del Niño 
(cdn) en 1989, la que, en su artículo 
28, plantea el reconocimiento al de-
recho a la educación con un acceso 
igualitario y, en el 29, incluye orien-
taciones de los contenidos educativos 
que priorizan el desarrollo integral y 
el respeto por los derechos, la identi-
dad, el medio ambiente y las diferen-
cias de género, étnicas, culturales, re-
ligiosas y lingüísticas.

Con respecto al acceso puede se-
ñalarse que, de acuerdo con los últi-
mos reportes de los indicadores de 
los objetivos de desarrollo del milenio 
(Inegi, 2015), México obtuvo una tasa 
neta de matriculación en primaria de 
98.6%, asumiéndose como una meta 

acerca de los Propósitos de la Educa-
ción, complementaria a la Observa-
ción No. 13, formulada en 1999 por 
el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales sobre el derecho 
a la educación. En ella se le reconoce 
como medio indispensable para al-
canzar otros derechos humanos por 
su papel decisivo en la igualdad de la 
mujer, la protección de niñas, niños y 
adolescentes (nna), la democracia y 
el control del crecimiento demográfi-
co. (cdesc, 1999:1).

En la Observación General No. 1 
del cdn se señala que el derecho del 
niño a la educación no se limita al ac-
ceso, sino que abarca la necesidad de 
contar con una perspectiva holística 
que asegure la preparación funda-
mental para la vida. En ese sentido, 
los conocimientos básicos no pue-
den restringirse a la alfabetización, la 
aritmética y la ciencia (temas objeto 
de las evaluaciones actuales), sino 
que deben comprender también, sin 
discriminaciones y en su contexto, 
la capacidad para adoptar decisio-
nes, resolver conflictos de forma no 
violenta, llevar una vida sana, tener 
relaciones satisfactorias, valorar las  
diferencias y asumir responsabilida-
des con sentido crítico, entre otros 
(cdn, 2001:2-5).

Uno de los principales desaf íos 
que enfrenta la evaluación educativa 
con enfoque de derechos es, justa-
mente, la falta de comprensión de lo 
que éste implica: una valoración que 
—desde el diseño de los instrumentos 
hasta la sistematización de resulta-
dos— esté encaminada, por un lado, 
a identificar y atender los problemas 
estructurales que impiden el acceso a 
este derecho y, por otro, a definir es-
trategias que permitan a los titulares 

El derecho  
del niño a la 
educación no se 
limita al acceso, 
sino que abarca 
la necesidad 
de contar con 
una perspectiva 
holística que 
asegure la 
preparación 
fundamental  
para la vida.  
En ese sentido, 
los conocimientos 
básicos no pueden 
limitarse a la 
alfabetización.

cumplida. Sin embargo, no se alcan-
zaron las metas en preescolar, donde 
la cobertura fue de 71.9% en 2014, ni 
en secundaria, donde ese año se ma-
triculó 87.6%. 

En relación con la calidad de la 
educación, cabe destacar que, para 
reforzar la importancia de los con-
tenidos educativos a los que tienen 
derecho los nn, el Comité de los De-
rechos del Niño —que es el órgano 
que supervisa la aplicación de la Con-
vención sobre los Derechos del Niño y 
sus protocolos facultativos— formuló 
en 2001 la Observación General No. 1 
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de derechos plantear sus necesidades 
en relación con los contenidos edu-
cativos que resultan pertinentes para 
responder a la problemática que en-
frentan. Paralelamente, esta evalua-
ción se orientará a la definición de es-
trategias que posibiliten a los titulares 
de deberes atender los problemas de 
acceso y tomar en cuenta las nece-
sidades planteadas por los titulares 
de derechos, tanto para la formula- 
ción de currículos pertinentes con 
una perspectiva holística, como para 
dotar a los docentes de los elementos 
pedagógicos y de desarrollo humano 
integral que se requieren. 

En este contexto, y desde la pers-
pectiva de Save the Children, la ofer-
ta de una educación de calidad dista 
mucho de ser una realidad en Méxi-
co, y la Reforma Educativa de 2013 
no aporta elementos sustantivos para 
avanzar en su consecución. 

Centrar la Reforma en los proce-
sos de evaluación, así como en crite-
rios para regular la carrera magiste-
rial, sin plantear alternativas para los 
contenidos educativos considerando 
los entornos de aprendizaje, implica 
no tomar en cuenta las orientaciones 
que el marco normativo internacional 
y nacional (a partir de las reformas 
constitucionales de 2011) plantea 
para atender la educación desde un 
enfoque de derechos.

Desde ese punto de vista, los prin-
cipios rectores que Save the Children 
establece para un aprendizaje de ca-
lidad abarcan: a) la consideración del 
contexto en el que se dan los procesos 
educativos, adaptando los contenidos 
para que los conocimientos resulten 
pertinentes; b) responder también a 
las necesidades emocionales y espi-
rituales de los (nna); c) proteger su 

Lo anteriormente señalado requie-
re de las siguientes acciones:

a) apoyar el desarrollo profesional de 
los educadores en una perspectiva 
integral, inclusiva y flexible, que 
conciba a los nna como sujetos 
activos de derechos, proporcionán-
doles herramientas para generar 
contenidos acordes con diversas 
condiciones y necesidades, de ma-
nera que desarrollen su potencial y 
enfrenten los retos actuales; 

b) ampliar las capacidades de los 
funcionarios para innovar, lograr 
el pleno acceso a la educación y 
asumir los desaf íos del aprendi-
zaje en un contexto de crisis ge-
neralizada; 

c) establecer alianzas con la socie-
dad civil, gobiernos, universidades 
y empresas, aumentando la par-
ticipación significativa de nna, 
padres de familia y comunidades 
para lograr resultados a escala e 
incidir en políticas públicas; 

d) mejorar los elementos de los en-
tornos de aprendizaje, como la 
infraestructura, los recursos y ma-
teriales didácticos, así como los 
servicios disponibles y la gestión 
de riesgos.

Es desde esta perspectiva que im-
pulsaremos la estrategia post-2015 
que nos hemos planteado: asegurar 
que toda la niñez tenga acceso a una 
educación básica de calidad, segura e 
inclusiva. Desde ahí entendemos las 
necesidades de una evaluación que 
propicie la reflexión y aporte elemen-
tos para hacer realidad, desde un en-
foque de derechos, el pleno ejercicio 
del derecho a la educación. 

bienestar f ísico, promoviendo am-
bientes seguros y libres de violencia; 
d) apoyar su compromiso activo, el 
aprendizaje centrado en la niñez y 
la mejora de los resultados de todos  
y todas; e e) involucrar activamente a 
padres y madres de familia, y a la co-
munidad en la planeación, la toma de 
decisiones y la acción para mejorar la 
educación y desarrollar sistemas loca-
les de protección.

Centrar la Reforma 
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 DE PIE EN EL AULA

La reforma constitucional en materia educativa —a- 
bordada con amplitud en otros artículos de este nú-
mero— pone sobre la mesa el derecho a la educa-

ción y, por añadidura, la evaluación con enfoque de dere-
chos. La pregunta es: ¿cómo se inserta esta reforma en la 
realidad? 

David Calderón Martín del Campo, director general 
de Mexicanos Primero, A. C., explica que en México hay 
poco conocimiento de la teoría de los derechos humanos 
por parte de las autoridades y de los ciudadanos. En el caso 
específico de la educación, puntualiza: 

—Hicimos una encuesta en siete ciudades de México 
para entender cómo se concebía la diferencia entre dere-
cho, servicio y oportunidad en los hogares de clase media 
típica que envían a sus hijos a la escuela pública, y vimos 

Líderes desde  
la sociedad civil:  
la evaluación como 
práctica ciudadana

En entrevistas independientes, representantes 
de cinco organizaciones de la sociedad civil 
—Redim y Mexicanos Primero,* de ámbito 
nacional; Educreando, con alcance en Oaxaca 
y Chiapas; iepaac, de Yucatán, y Odisea,* de 
Zacatecas— que trabajan por la garantía del 
derecho a la educación —dos de ellas parte del 
Consejo Social Consultivo de Evaluación de la 
Educación (Conscee) del inee— reflexionan, 
disienten y coinciden sobre cómo evaluar con 
un enfoque de derechos. 

que la idea del derecho está ligado a un pago, ‘sólo sobre 
aquello que pago tengo derecho’. De manera que los servi-
cios del Estado, financiados con los recursos públicos, se 
ven como gratuitos, y no lo son. Este déficit de compren-
sión de los derechos humanos es, a mi juicio, el principal 
reto para su protección, su garantía y su fomento”. 

Una vez establecido este desconocimiento, y en el con-
texto de la Reforma Educativa que habla del derecho a la 
educación, el mismo David Calderón Martín del Campo 
describe el trabajo necesario para socializar los términos 
y los derechos:

“Vale mucho la pena seguir difundiendo la evaluación 
como derecho y ante el derecho a la educación, porque eva-
luar con este enfoque significa poner en cuestión no sólo 
los programas estandarizados o las evaluaciones estandari-
zadas, tan rígidas que no permiten captar la riqueza de la 
diversidad étnica o de la condición socioeconómica; y en-

* Miembros del Consejo Social Consultivo para la Evaluación 
 de la Educación del inee (conscee)

Conozca los trabajos del Conscee del inee: 
http://goo.gl/D9KAnE 

http://goo.gl/D9KAnE
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tender que otras condiciones para monitorear el logro de 
aprendizajes con los grupos vulnerables no pueden verse 
como algo accesorio. Es un asunto central porque, al final, 
si no estamos todos, no se está cumpliendo plenamente el 
derecho de ninguno. En el tema del enfoque de derechos, 
no hay mejor educación al respecto que el ejercicio de éstos. 

“En este sentido, dentro de los objetivos que tiene el Ins-
tituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee) 
de generar una cultura de la evaluación, colocarla en el en-
foque de derechos será una gran tarea histórica. El derecho 
a la educación de calidad, el derecho a aprender, es uno de 
los más limitados en su protección, en su garantía, en su fo-
mento y en su respeto, y todos tenemos ahí una gran tarea”.

Por su parte, Juan Martín Pérez García, director ejecu-
tivo de la Red por los derechos de la infancia en México 
(Redim), pone en fechas y números la realidad:

—El Estado mexicano no invierte en su infancia. De 
acuerdo con datos de 2011 de unicef México, a ésta sólo 
se destina 6% del Producto Interno Bruto (pib). A pesar de 
que los niños y las niñas representan 35.7% de la población, 
casi 42 millones de personas. También, datos del Conse-
jo Nacional de Evaluación (Coneval) y unicef del 2013 
demuestran que la pobreza tiene rostro infantil, y además 
indígena y con discapacidad. De acuerdo con esos organis-
mos, 53% de niños, niñas y adolescentes en México viven 
en pobreza: 8 de cada 10 indígenas son pobres; sólo 15% de 
ellos tienen cubiertos sus derechos. Otro asunto es el ingre-
so de las familias, que se ha deteriorado en las últimas tres 
décadas, y el Estado no ha desarrollado acciones de gran 
envergadura para frenar ese deterioro. Eso ha llevado a que 
niños y niñas trabajen. Actualmente 2.5 millones de ellos lo 
hacen; 8 de cada 10 en pequeñas comunidades, en ámbitos 
rurales; la mitad no percibe ningún ingreso económico por 
su labor. Tenemos un segmento de población infantil que 
crece y llega a la adolescencia con nulas oportunidades de 
desarrollo y, en consecuencia, de movilidad social”. 

Luis Alberto Barquera, director general de Odisea, A. C., 
Zacatecas, particulariza lo antes descrito en la evaluación 
con enfoque de derechos y la refiere a datos específicos:

—Para medirnos como una sociedad civilizada, tene-
mos que ver qué tanto estamos cumpliendo los derechos 
humanos. La Reforma Educativa ha tenido un desarrollo 
muy desigual, porque requerimos una reforma amplia, 
ambiciosa, que no tenemos. El problema no es sólo el sis-
tema educativo; por ejemplo, el programa Prospera tiene 

un padrón de casi 6 millones de becarios. De acuerdo con 
Carlos Muñoz Izquierdo (1937-2014), premio Nacional de 
Ciencias y Artes, todos esos niños deberían tener apoyo 
pedagógico inmediato. En algunos lugares representan 
40% o 50% de la matrícula. Eso es muy importante. Ahora, 
en ese mismo programa no todos están en la escuela”. 

Aunque no siempre basta con ingresar al sistema edu-
cativo, como explica David Calderón Martín del Campo:

—Cuando el derecho a la educación es visto sólo como la 
posibilidad de acceder a un servicio escolar, se homogeneiza 
y deja fuera a todos aquellos que, por una razón u otra, o no 
son alcanzados o cuya condición no está bien contextuali-
zada. Esos dos ejemplos los vemos con respecto a los cursos 
comunitarios en México, una solución de emergencia que se 
puso en marcha porque el Estado mexicano no tenía capa-
cidad de ofrecer una escolaridad completa a comunidades 
muy pequeñas, y que se resolvió por medio de instructores 
comunitarios, no maestros profesionales, sino jóvenes vo-
luntarios becados, con una mínima introducción a algunos 
de los aprendizajes fundamentales. Esto acabó siendo un 
esfuerzo paralelo a la responsabilidad del Estado mexicano. 
Es una mitigación de la ausencia, pero por supuesto que to-
davía no es el cumplimiento del derecho”. 

Juan Martín Pérez García agrega sobre este punto:
—Se deben considerar otros tres ámbitos de la infancia 

que están fuera de la educación. Hay una discriminación 
institucionalizada en las escuelas, de tal suerte que los ni-
ños fuera de la norma, por el concepto de ‘manzana podri-
da’ no tienen oportunidades. Se trata de las chicas emba-
razadas, los chicos que empezaron a experimentar con el 
consumo de sustancias y los que tienen problemas de con-
ducta. La escuela se ha convertido en una gran expulsora 
de niños, niñas y adolescentes que en realidad requieren 
protección. La escuela está totalmente aislada de las políti-
cas de desarrollo social, del sistema de salud, es una burbu-
ja que no se puede penetrar. Si estuviera abierta, vinculada 
con las políticas de salud y las de desarrollo social, sería 
sumamente poderoso lo que podría hacer este país en be-
neficio de su infancia. Es más, si quisiéramos, por ejemplo, 
analizar el impacto que tiene el programa Prospera —an-
tes Oportunidades— y saber cuántos de esos niños y niñas 
que tienen estos problemas de transferencia están vincula-
dos con las becas que se llegan a conseguir a nivel estatal o 
con la entrega de útiles, es imposible. No sabemos, porque 
esos programas están totalmente fragmentados”. 
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En este horizonte de ausencias y fragmentos —en el 
que el derecho a la educación incluye la evaluación con 
enfoque de derechos—, Guillermo Alonso, coordinador 
general de Investigación y Educación Popular Autogestiva, 
A. C. (ieepac), en Yucatán, señala los pendientes:

—Es muy dif ícil pensar que con pruebas estandarizadas 
vamos a poder conocer realmente lo que sucede en cada en-
torno. Entiendo que el inee está haciendo un esfuerzo impor-
tante en este sentido, pero es una cuestión a la que hay que 
apostarle y, además, hacerlo dentro del contexto que existe, 
que tiene que ver con violencia, con pobreza y desigualdad. 
Algo importante en cuanto a la participación es que la misma 
prueba sea evaluada por los sujetos que están siendo exami-
nados. Es decir, valorar el desarrollo de las evaluaciones, sus 
efectos y sus contenidos. Es un derecho de todos los evalua-
dos el poder cuestionarla para hacerla más efectiva”.

Con percepción similar, opina David Calderón Martín 
del Campo:

—Hasta ahora la evaluación ha sido entendida como 
un mecanismo de planeación y de control central, y el reto 
para el inee es lograr que se entienda como un derecho, 
porque si tengo el derecho al máximo desarrollo y desplie-
gue de mi potencial, tengo derecho a un diagnóstico opor-
tuno para poder ser asistido y apoyado para ejercerlo”.  

Y Juan Martín Pérez García señala los beneficios de este 
modelo:

—La evaluación puede ser una gran oportunidad de 
cambio, tendríamos que comenzar a meterla desde los ci-
mientos básicos del modelo educativo y tener apartados: 
evaluar el currículo y el diseño educativo; el impacto de 
la incorporación del conocimiento; los climas laborales, 
expectativas y problemas del personal implicado. Tendría 
que ser un espacio de la comunidad educativa, una evalua-
ción que surge de la comunidad educativa y que es la más 
exitosa porque existe apropiación”. 

Sobre este tipo de evaluación, Martín López, director de 
Educreando, Chiapas, A. C., habla del trabajo en equipo y 
de la resignificación como motores del enfoque de derechos:

—Cuando trabajamos en equipos cooperativos, las per-
sonas se organizan y a cada una se le reconocen sus cuali-
dades y los retos que necesita trabajar. En ese tipo de traba-
jo es muy importante reflexionar sobre cuál es mi derecho 
y qué puedo hacer para otorgármelo. Yo le llamaría resig-
nificar y llenar de contenidos nuevos todos los derechos. 
Por ejemplo, nosotros trabajamos el bullying con diferente 

proyección: ‘Usted tiene el poder, porque lo puede hacer, 
de respetar al otro, de escuchar y entender lo que está pi-
diendo’. Entonces, si se trata de evaluar, la idea es tratar al 
otro con empatía. Es decir, sí evaluamos, pero teniendo 
en cuenta que nuestra palabra no es la única que cuen-
ta, porque la persona evaluada es la protagonista. Ésa es 
una segunda característica fundamental: quien evalúa es 
confiable para el evaluado. Una tercera característica de 
la evaluación es que es un proceso, no solamente un pro-
ducto, no un resultado; algo con lo cual valoro esfuerzos 
y obstáculos. Vista así, evaluación es una palabra mucho 
más completa. Por último, la evaluación integra la mayor 
cantidad de aspectos de la persona en un proceso, no se 
trata sólo de preguntar conceptos, sino de indagar cómo 
es su práctica. Una crítica a muchos sistemas de evalua-
ción es que sólo preguntan teoría y conceptos, no miran 
la práctica ni su aplicación, ni cómo ayudar a los alumnos”. 

Por su parte, para pasar de la teoría a la acción, Luis 
Alberto Barquera asegura que las directrices que emita 
el inee serán muy importantes “porque van a desatorar 
la discusión y a dar cauce para la reforma sobre aspectos 
concretos”: 

—Tengo confianza en que esas directrices ataquen los 
puntos centrales de los problemas en el sistema educativo 
para que haya un rediseño y una articulación de políticas. 
Tiene que haber también recomendaciones de gestión, 
hay muchos problemas que no tienen que ver con el dine-
ro, sino con la forma en que se hacen las cosas. Creo que 
los resultados de la evaluación deben ayudar a entender 

La Gaceta da cuenta de los hechos relevantes en 
una fase histórica del país, el proceso de la Reforma 

Educativa, y permite constatar las diversas formas de 
atender las problemáticas que plantea la operación 

de las políticas educativas, según las circunstancias, 
los estilos y los contextos de las entidades. Como 

estímulo para directivos  y maestros, podría 
incorporar las experiencias de aquellos que obtengan 

importantes resultados en sus evaluaciones. 

José A. Ojeda Rodríguez  
Director de la Unidad de Planeación, Evaluación y Control 

Educativo de la Secretaría de Educación de Veracruz

 DE PIE EN EL AULA
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mejor qué carrera magisterial se requiere, cómo debe pro-
ducirse la mejora continua de planes y programas; temas 
que también tienen que ver con un debate amplio en la 
sociedad para entender qué educación queremos para los 
niños en México. Es necesario discutir qué articulaciones 
se requieren para resolver ciertos problemas, sobre todo 
en localidades indígenas, rurales, donde el trabajo infan-
til es importante, donde hay una agenda muy amplia de 
violación de derechos por solventar. Y eso no lo podemos 
desconocer a la hora de que planeemos la educación. Ne-
cesitamos plazos y hacer vinculantes las recomendaciones. 
El inee tendrá que presentar esas directrices y el gobierno 
deberá contestar. Entonces vamos a ver qué respuesta da la 
autoridad sobre el tema. Quiero pensar que tiene que ser 
una respuesta a la altura de la problemática y de la reforma 
educativa que necesitamos”. 

Como cierre del análisis de la evaluación con enfoque 
de derechos, es imprescindible el acercamiento a uno de 
los protagonistas: el docente. Para Luis Alberto Barquera 
es necesario dar al maestro el reconocimiento profesional:

—Hay que ver a los maestros como parte de la solución. 
Lo que existe de bueno lo hemos logrado con los maestros 
que tenemos: abandonados, sin atención, sin una preo-
cupación pedagógica importante. Y lo tenemos gracias a 
ellos. Lo que hay que hacer es entender que la evaluación 
es para mejorar, y para mejorar se necesita tratar a los 
maestros como profesionales”. 

En la reflexión de Juan Martín Pérez García, es necesa-
rio un cambio de perspectiva curricular:

—Tenemos maestros que no han logrado hacer un trán-
sito generacional ni una ruptura paradigmática en los mo-
delos de educación. Algunos países de América Latina ya  
están en otra ruta, por ejemplo, Argentina e incluso Bo-
livia están colocando el tema plurinacional, la identidad 
de los pueblos originarios en su currículo educativo. Eso 
es un cambio y una ruptura de paradigma. Aunque hay 
que dejar claro que no es responsabilidad de nuestros do-
centes, porque ahora es muy injusto acusarlos y cargarles 
toda la responsabilidad. Entiendo que la Reforma no tu-
viera otro alcance más que sindical porque ahí estaba el 
nudo; esperemos ahora que los maestros tengan un verda-
dero papel. Lo que hay que hacer es vincularlos, implicar-
los y convertirlos en actores principales. La persecución y 
criminalización de los maestros está mal, siendo que ellos 
tienen un diagnóstico mucho más detallado. La escuela, la 

evaluación y la comunidad educativa podrían ser la opor-
tunidad de este encuentro intergeneracional para que la 
realización del derecho a la educación en verdad toque la 
dignidad humana, pues si partimos de ahí, la forma en que 
se evalúa atenta contra la dignidad de los maestros; hay 
motivos para que legítimamente busquen no ser evaluados 
porque el modelo en que se está colocando la evaluación 
no es el adecuado”. 

Martín López aborda el cambio necesario en el signifi-
cado de evaluar:

—Creo en la demanda de muchos maestros de que la 
evaluación no sea punitiva; evaluar con enfoque de de-
rechos es una veta que abre posibilidad. Me gusta la idea 
porque abre el pensamiento, es una alternativa sobre la que 
hay que seguir reflexionando. Si yo participo en una eva-
luación con un enfoque de derechos, estaría pensando en 
cuál es mi derecho, pero resignificado, es decir, tener dere-
cho a que alguien me acompañe y me ayude a mirar lo que 
no veo. Si soy coherente con eso, acepto”.

Finalmente, Luis Alberto Barquera enlaza alumnos, 
maestros, evaluación y realidad:

—El maestro debe estar cerca de producir la solución 
necesaria para los alumnos que tiene. Estoy pensando en 
maestros que conocen su oficio, que eso es lo que debe ser 
evaluado, y todo eso nos acerca al ejercicio del derecho. 
Obviamente, considerando dónde están esos niños, cómo 
viven. Tenemos una cantidad que vive en una pobreza es-
pantosa, ¿qué podemos esperar de los resultados que ahí se 
produzcan? Los maestros no son responsables de eso, pero 
tenemos que incorporarlos a la discusión para solucionar 
esa situación, porque no todo se reduce al salón de clases, 
hay un entorno que funciona de manera contraria a los in-
tereses del derecho a la educación. Al final, lo que tenemos 
que eliminar es la escuela pobre para pobres”. 

Entrevistas: María Cristina Tamariz,  
Mary Carmen Reyes López y Magdalena Alpizar Díaz

Redim:
http://www.derechosinfancia.org.mx/

iepaac: 
http://www.iepaac.org/

Educreando: 
http://www.educreando.org.mx/

Odisea: 
http://www.odisea.org.mx/

Mexicanos Primero: 
http://www.mexicanosprimero.org/ 

http://www.derechosinfancia.org.mx/
http://www.iepaac.org/
http://www.educreando.org.mx/
http://www.odisea.org.mx/
http://www.mexicanosprimero.org/
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Panorama Educativo de México. Indicadores 
del Sistema Educativo Nacional 2014.  
Educación básica y media superior
Instituto Nacional para la Evaluación  
de la Educación. México: inee, 2015
http://goo.gl/HoUxYQ

Este documento, integrado por el Sistema de Indica-
dores Educativos que el inee actualiza cada año, pre-
senta la estructura y dimensión del Sistema Educati-
vo Nacional, su contexto social, agentes y recursos; 
el acceso y trayectoria de los estudiantes, así como 
sus resultados educativos, para dar cuenta de los 
componentes, procesos y resultados de los subsiste-
mas de educación básica y media superior con el fin 
de apoyar la mejora de calidad de la educación.

Forjando un nuevo rostro: 
yancuic ixtlachihualistli
Natalio Hernández
México: Secretaría de Educación  
del Estado de Puebla, 2015
https://goo.gl/uPyoiZ

Desde su institución en 1940, las políticas educati-
vas para la población indígena en México son un re-
ferente de la construcción identitaria, desarrollados 
a través de proyectos que han transitado por diver-
sos objetivos y muestran estrategias diferenciadas 
de atención. El autor, quien tiene más de 30 años de 
experiencia en educación indígena en Zacapoaxtla, 
Puebla, presenta relatos que visibilizan la impor-
tancia y la riqueza de la diversidad étnica desde la 
perspectiva de los maestros, en un cuestionamiento 
sobre lo que se requiere para fortalecer el respeto y 
atención a los grupos indígenas en México en el sis-
tema educativo.

PARA NO 
OLVIDAR

PARA LEER

16th Annual Conference ‘Assessment 
and Social Justice’ (aea-Europe)
5 al 7 de noviembre de 2015

Universidad de Glasgow
Escocia, Reino Unido 
http://goo.gl/TfdeFI

8th Annual International Conference  
of Education, Research and Innovation 
(iceri)
16 al 18 de noviembre de 2015

Sevilla, España
http://goo.gl/Q78igi

2º Congreso Internacional de Innovación 
Educativa del Tecnológico de Monterrey
14 al 16 de diciembre de 2015

Instituto Tecnológico  
y de Estudios Superiores de Monterrey 
Ciudad de México
http://goo.gl/fXVmBy

8th World Conference  
on Educational Sciences
4 al 6 de febrero de 2016

Universidad de Alcalá
Madrid, España
http://goo.gl/2OmTlJ

X Congreso Internacional  
de Educación Superior
15 al 19 de febrero de 2016

Palacio de Convenciones de La Habana
La Habana, Cuba
http://bit.ly/1Mq16z1

http://goo.gl/HoUxYQ
https://goo.gl/uPyoiZ
http://goo.gl/TfdeFI
http://goo.gl/Q78igi
http://goo.gl/fXVmBy
http://goo.gl/2OmTlJ
http://bit.ly/1Mq16z1
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Red Revista de evaluación  
para docentes y directivos
Instituto Nacional para la Evaluación  
de la Educación (inee)
http://goo.gl/ZatfKD

Esta revista digital del inee tiene el propósito de fo-
mentar una cultura de evaluación en los maestros  
y crear espacios de diálogo entre los actores educa-
tivos y el Instituto. Ofrece a los protagonistas de la 
práctica educativa evidencias para fortalecer los pro-
cesos de enseñanza-aprendizaje. Además, sus artícu-
los brindan herramientas a los docentes, directivos y 
supervisores para que consideren la evaluación edu-
cativa como componente habitual y sustantivo en su 
desempeño. El primer número de esta publicación 
cuatrimestral tiene como título La buena enseñanza. 

El asalto a la educación (Education Denied)
Katarina Tomasevski 
Barcelona: Intermón Oxfam, 2004 
http://bit.ly/1h6nX5R

Una obra que revisa las violaciones al derecho a la 
educación. Para Tomasevski (1953-2006), quien 
fue relatora especial para el derecho a la educación 
de la Comisión de Derechos Humanos de la onu, 
los derechos humanos han sido afirmados, pero los 
gobiernos atentan continuamente contra ellos. 
Partiendo de que “el tema principal en los deba-
tes sobre educación a nivel global es su costo”, la 
autora habla de la educación basada en derechos  
(right-based approach) y da ejemplos sobre la falta 
de compromiso de los gobiernos de todo el mun-
do en el planteamiento de este enfoque. Desde su 
visión, el derecho a la educación opera como mul-
tiplicador, tanto cuando se garantiza como cuando 
se niega. 

La casa en Mango Street 
Sandra Cisneros
Barcelona: Seix Barral, 2004 
http://bit.ly/1JWkT7z

“La casa de Mango Street es nuestra y no tenemos 
que pagarle renta a nadie, ni compartir el patio con 
los de abajo, ni cuidarnos de hacer mucho ruido”. 
¿Cómo dimensionar la realidad cuando se cambia 
constantemente de hogar y escuela? Esperanza es 
una adolescente que, entre mudanzas, construye un 
rompecabezas de significados sobre ciudadanía, so-
lidaridad, familia o futuro. La autora norteamericana 
de origen mexicano muestra escenarios que expo-
nen un esbozo de la vida de quienes habitan en el 
complejo entramado social y cultural que es la unión 
de herencias compartidas entre México y Estados 
Unidos. 

Machuca 
Andrés Wood, Chile, 2004
https://goo.gl/qMWyCW

¿Cómo sobrevive una escuela a mitad de un con-
flicto bélico? ¿Cómo estudian y conviven los niños 
en un entorno militarizado? Vinculados con la ne-
gación de muchos derechos humanos básicos, los 
entornos de inseguridad y guerra son comunes en 
muchos países del mundo aún hoy. Esta película es 
protagonizada por dos niños de diferentes barrios 
que viven en Santiago de Chile y coinciden antes 
de la dictadura de Augusto Pinochet. El primero 
proviene de un barrio acomodado y el segundo de 
un humilde poblado ilegal. Así comienzan a vivir su 
adolescencia y forjan una fuerte amistad en medio 
de un choque de clases sociales, ideologías y balas. 

PARA VER 

http://goo.gl/ZatfKD
http://bit.ly/1h6nX5R
http://bit.ly/1JWkT7z
https://goo.gl/qMWyCW
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 DOSSIER: CUATRO ENFOQUES SOBRE EVALUACIÓN
 SIN PASAPORTE

De la intuición a la política
Los sistemas educativos enfrentan —al asumir su misión 
de garantizar el derecho a la educación— un desaf ío cada 
vez más dif ícil, resultado de la convergencia de diversos 
factores entrelazados. En principio, la vida es cada vez 
más compleja en las sociedades contemporáneas latinoa-
mericanas. A las dificultades estructurales que impiden a 
los países de la región ofrecer una base de bienestar digna 
para todos sus habitantes se suman nuevas dinámicas, en-
tre las que cabe señalar —a modo de ejemplo— el ejerci-
cio de la ciudadanía en un escenario de consolidación de 
los procesos democráticos y de creciente integración re-
gional; la redefinición de las formas de representación 
política y social; la integración de mercados laborales 
altamente competitivos y de creciente productividad; la 

construcción de identidades en cotidianidades atravesa-
das por la digitalización de gran parte de las relaciones 
sociales o la visibilización y la ampliación de los espacios 
de diversidad. 

Frente a este cambio de escenario, hay un reconoci-
miento ampliado de que los procesos de socialización —o 
de inclusión de las nuevas generaciones a la vida en so-
ciedad— ya no pueden limitarse a prácticas propias del 
mundo familiar o de la vida privada, sino que requieren 
una clara participación de los Estados a través de diversas 
políticas sociales, pero especialmente a través de sus siste-
mas educativos. La tendencia a promover el ingreso de los 
niños a instituciones educativas desde sus primeros años 
de vida o la inclusión de la educación secundaria dentro 
del ciclo de enseñanza obligatoria son respuestas a esta  

La evaluación educativa 
como acto de garantía 
de derechos

“La educación como derecho humano y la 
consolidación de los sistemas educativos como 
instrumentos por medio de los cuales los 
Estados nacionales hacen efectiva su condición 
de garantes de ese derecho representan hoy 
el proyecto político que debe enmarcar las 
acciones públicas”, dice el autor, quien explica 
el doble desaf ío para la evaluación educativa 
de toda la región. ¿Actúa la evaluación 
conforme a los derechos universales de sus 
evaluados?

Néstor López
Coordinador de Proyectos de Educación y Equidad
Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación 
iipe-unesco Sede Regional Buenos Aires
n.lopez@iipe-buenosaires.org.ar

mailto:n.lopez@iipe-buenosaires.org.ar
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demanda, como igualmente lo son todos los esfuerzos por 
reinsertar y retener a los adolescentes en las instituciones 
educativas. 

Es un momento histórico que requiere mayor dotación 
de recursos personales para vivir satisfactoriamente. Esto 
se traduce en una creciente demanda por más y mejor 
educación, y como respuesta surgen sistemas educativos 
masificados, atravesados por múltiples tensiones que se 
desprenden de la entrada a las aulas de perfiles sociales 
que históricamente circularon fuera de ellas, y donde el 
tradicional mandato de la selección y estratificación pre-
valeciente en los principios fundacionales de los sistemas 
educativos de la región está siendo desplazado por un nue-
vo pacto de inclusión educativa. La dinámica de los siste-
mas educativos es, sin duda, muy compleja. 

Esta transformación en la que se inscriben las prácticas 
educativas generó una gran crisis de certezas. En la rela-
ción entre cada estudiante con su docente, en la gestión de 
las dinámicas institucionales o en la administración de las 
políticas educativas —es decir, en los diferentes niveles de 
funcionamiento del sistema educativo— las prácticas ha-
bituales son permanentemente cuestionadas y, en muchos 
casos, desplazadas por otras que están en constante expe-
rimentación, inscritas en procesos de aprendizaje para to-
dos los actores de la comunidad educativa. Gestionar una 
política educativa es, precisamente, direccionar esos proce-
sos de aprendizaje, promover nuevas formas de abordar el 
quehacer diario de los agentes, crear condiciones para la ex-
perimentación, instalar desaf íos y garantizar recursos para 
poder afrontarlos. Pero, además, se debe convertir aquello 
que se gestó a partir de la intuición de los actores del campo 
educativo en insumos para la gradual consolidación de polí-
ticas acordes con los desaf íos de esta nueva sociedad. 

La evaluación es una estrategia fundamental en la con-
solidación de experiencias, desde la cual se debe construir 
un nuevo corpus de políticas que permitan responder a los 
retos actuales, extrayendo aprendizajes desde las diversas 
ideas que ponen a prueba a las instituciones educativas e 
integrándolos en el proceso de construcción de un nuevo 
proyecto de política educativa. 

El derecho como instrumento de política
Un proceso que va de la mano con este panorama es el de-
sarrollo de la perspectiva de derechos como clave de com-
prensión y motor de cambio de la relación entre Estado y 

ciudadanía. Desde la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos se consolidó un conjunto de derechos que los Esta-
dos se comprometieron a garantizar, de ahí que hoy entre Es-
tado y ciudadano la relación debe ser de garantía de derechos. 

En el caso específico de la educación, el paradigma de 
derechos ha hecho grandes aportes que se plasman en un 
conjunto de declaraciones y convenciones asumidas y ra-
tificadas por la gran mayoría de los países de la región, así 
como en las recomendaciones que surgen de los comités 
de seguimiento del cumplimiento de los derechos creados 
en el ámbito de las Naciones Unidas. 

Hay al menos tres ejes que son centrales en la definición 
de los contenidos del derecho a la educación: el derecho 
que todo ciudadano tiene a recibir educación; el derecho a 

Gestionar una política educativa 
es precisamente direccionar 
esos procesos de aprendizaje, 
promover nuevas formas de 
abordar el quehacer diario de los 
agentes, crear condiciones para la 
experimentación, instalar desafíos 
y garantizar recursos para poder 
afrontarlos. 
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que esa educación sea también una educación en derechos 
humanos y para la paz; y la obligación estatal de garanti-
zar, en todas las prácticas educativas, el pleno ejercicio del 
conjunto de los derechos humanos. 

La entrada en vigencia de este paradigma es un hecho 
político de gran trascendencia, en tanto que cada Estado 
asumió, ante la comunidad internacional y ante sus propios 
ciudadanos, el compromiso de garantizar cada uno de los 
derechos humanos, entre ellos el de la educación. Un Es-
tado que asume el compromiso de constituirse en garante 
del pleno ejercicio de los derechos de sus ciudadanos es un 
Estado que se rediseña. Los principios que se promueven 
desde esta perspectiva, como la construcción de relaciones 
basadas en el reconocimiento de los sujetos y sus comuni-
dades; la erradicación de toda forma de discriminación; el 
derecho a la participación en todas las etapas del ciclo de 
una acción pública, y el derecho a la información que se 
desprende del anterior, entre muchos otros, transforman el 
aparato público cuando se practican. Desde este enfoque, el 
andamiaje conceptual y normativo que se fue construyen-
do en las últimas siete décadas para consolidar el conjunto 
de los derechos humanos, y entre ellos el derecho a la edu-
cación, debe ser un instrumento para construir ese Estado 
garante de derechos. El gran desaf ío que queda por delante 
es que los diferentes actores del campo educativo, y la socie-
dad en su conjunto, se apropien de ese proyecto político y lo 
conviertan en el horizonte que oriente todos los esfuerzos 
para garantizar el pleno ejercicio del derecho a la educación.

Evaluación y garantía de derechos
De lo anterior se desprenden dos primeras conclusiones. 
Por un lado, es un momento de grandes redefiniciones, 
con profundos desaf íos e incertidumbres. Por el otro, los 
diferentes movimientos sociales y de derechos humanos 
—de la mano de la acción y el compromiso de los Esta-
dos— no sólo han desarrollado un paradigma centrado 
en el pleno ejercicio de los derechos, sino que además 
han logrado que este paradigma sea mandatorio en los 
países de la región. En síntesis, en un contexto de incer-
tidumbres y retos complejos, la educación como derecho 
humano y la consolidación de los sistemas educativos 
como instrumentos por medio de los cuales los Estados 
nacionales hacen efectiva su condición de garantes de ese 
derecho representan hoy el proyecto político que debe 
enmarcar las acciones públicas. 
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Los ejercicios de evaluación educativa en este marco 
tienen un doble desaf ío. En principio, es necesario que se 
informe en qué medida y de qué modo cada Estado garan-
tiza cada uno de los aspectos que hacen al pleno ejercicio 
del derecho a la educación. Así, se deberá indagar y hacer 
visible si hay una efectiva disponibilidad de establecimien-
tos educativos en todo el territorio, si son accesibles y es-
tán libres de toda barrera económica o de discriminación, 
si los aprendizajes que allí se generan son pertinentes y 
aceptables, y si se inscriben en el marco del pleno respeto 
de los derechos. Se debe llevar a cabo un análisis riguroso 
de los marcos curriculares y las prácticas institucionales 
para dar cuenta de en qué medida se promueve una edu-
cación en derechos y para la paz. Así se sabrá de qué modo 
esas prácticas educativas se dan en el marco del pleno ejer-
cicio de todos los derechos humanos, por parte de todos y 
cada uno de los actores de la comunidad educativa. Desde 
esta perspectiva, la tradición evaluativa se ve interpelada 
por nuevas preguntas. 

Pero el desaf ío es mayor cuando se evidencia que esas 
preguntas no pueden responderse sin antes reflexionar so-
bre las estrategias utilizadas para ello. El ejercicio de pro-
ducción de conocimiento implícito en la búsqueda de res-
puestas a esas preguntas, y de emisión de un juicio de valor 
propio de toda investigación evaluativa, debe inscribirse 
en el pleno ejercicio de los derechos humanos. En tanto 
que toda evaluación educativa presupone una interacción 
con los actores de la comunidad educativa, esa interacción 
debe estar fundada en el pleno ejercicio de sus derechos. 

Hay dos aspectos con los que se puede ejemplificar este 
desaf ío. El primero es el derecho a ser escuchado que pro-
mueve la Convención Internacional sobre los Derechos del 
Niño, y que debe ser garantizado a todo el estudiantado, 
ya que de ese ejercicio de evaluación se tomarán decisiones 
que le competen o afectan. La vigencia de este derecho en 
la región y el compromiso estatal de garantizarlo debe estar 
presente en cada evaluación. 

El segundo ejemplo es el principio de no discrimina-
ción, que es transversal a todo el andamiaje que sustenta el 
paradigma de derechos humanos. Este principio adquiere 
especial relevancia en dos planos diferentes. Por un lado, 
en la producción de la estrategia evaluativa, que requie-
re un riguroso monitoreo para que las decisiones meto-
dológicas tomadas no tengan como principio ningún tipo 
de premisa o preconcepto que conlleve alguna forma de 

discriminación. Pero también, y muy especialmente, debe 
estar vigente en la valoración que se haga de los diferentes 
saberes y las voces participantes en el análisis y la inter-
pretación de la información revelada. Sobre esto se debe 
evitar caer en una sobrevaloración de discursos académi-
cos basados en lenguajes que buscan estructurarse en clave 
científica, en detrimento de ese otro saber que cada actor, 
desde su lugar en la estructura social y desde sus cosmovi-
siones, puede ofrecer mediante sus testimonios. 

La entrada en vigencia del paradigma de derechos huma-
nos implica una nueva relación entre Estado y ciudadanía; 
una relación esencialmente asimétrica entre el primero, que 
se constituye en garante de cada derecho, y los segundos, 
que son sujetos de derechos. Esa función de garantía debe 
estar presente en la interacción de cada agente estatal con 
cada ciudadano: el docente con su alumno, el trabajador so-
cial con las familias, el médico con su paciente. En ese marco 
debe inscribirse también la relación entre evaluador —en 
tanto agente que se desempeña desde una función de Esta-
do— y evaluado. Una relación definida a partir del respeto, 
el reconocimiento y la garantía de derechos.  

Conozca más sobre 
el iipe-unesco Buenos Aires en 
http://www.buenosaires.iipe.unesco.org/

La Gaceta cubre un espectro amplio de intereses y 
actores que participan en la Reforma Educativa actual. 
La información que proporciona, donde se contrastan 

puntos de vista, se definen y precisan los aspectos 
más relevantes de su puesta en marcha, así como la 

periodicidad y consistencia de la publicación, son lo más 
valioso de la revista en estos tiempos de turbulencia 
y debate educativo. Puede ser un instrumento clave 

que contribuya efectivamente a la construcción de la 
Política Nacional de Evaluación Educativa.

Lorenzo Gómez-Morin Fuentes
Investigador y especialista educativo  

de flacso México

http://www.buenosaires.iipe.unesco.org/
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Inversión y derecho  
a la educación:  
factores para evaluar
Vernor Muñoz, quien se ha desem-
peñado como consultor de organiza-
ciones no gubernamentales de nivel 
global y de organismos internaciona-
les como el Instituto Interamericano 
de Derechos Humanos, agencias de la 
Organización de Naciones Unidas y 
Plan Internacional, explica que, en los 
últimos quince años, la educación y 
la oferta educativa en América Latina 
han tenido un avance, es decir, ha me-
jorado su inversión en comparación 
con las décadas precedentes, pero 
aún existen enormes brechas; Muñoz 
desglosa:

—El promedio de inversión regio-
nal en educación es de alrededor de 
5% del Producto Interno Bruto (pib), 
aunque hay países que invierten mu-
cho más, como es el caso de Cuba, y 
otros que invierten muy poco, como 
República Dominicana, Guatemala o 
algunas naciones del Caribe, que ni 

siquiera superan 3% del pib. En ma-
teria de infraestructura hay retos im-
portantes; pero en el tema del acceso 
educativo ha habido un avance impor-
tantísimo, el más notable es el caso de 
la primera infancia, en el cual se nota 
el esfuerzo por ofrecer mayores opor-
tunidades a los niños más pequeños. 
Sin embargo, siendo América Latina 
la región más desigual del mundo,  
no la más pobre, pero sí la más inequi-
tativa, estas desigualdades en el cam-
po social y económico se proyectan 
con muchísima fuerza en las oportu-
nidades educativas, de manera que los 
sectores que han sido discriminados 
históricamente continúan en la reta-
guardia de las oportunidades educa-
tivas”. 

Para Muñoz, estas mejoras en in-
versión educativa y acceso escolar no 
se reflejan en las poblaciones que con-
tinúan viviendo con mayor desventa-
ja, como las personas con discapaci-
dad o las pertenecientes a las zonas 
rurales de la región, los niños y niñas 

Entre la dinámica didáctica  
y las condiciones que 
imposibilitan la evaluación

En entrevista con la Gaceta, Vernor Muñoz, asesor global 
de Educación de Plan Internacional, relator especial de las 
Naciones Unidas sobre el derecho a la educación de 2004 a 
2010 y miembro del Consejo Deliberativo del Fondo Regional 
de la Sociedad Civil para la Educación, comparte su perspectiva 
acerca de los retos de una evaluación educativa con enfoque de 
derechos frente a la discriminación histórica de grupos sociales.
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educativos de los planes sectoriales de 
educación y de las circunstancias es-
pecíficas en que se encuentran los 
maestros y estudiantes. La evalua-
ción, por lo tanto, es útil en este sen-
tido. Rechazamos aquellas propuestas 
evaluativas que tienen por único ob-
jeto determinar resultados de apren-
dizaje desconectados de los contextos 
sociales, económicos y políticos de 
un país, puesto que no son útiles para 
una mejora ostensible. Con ello que-
rríamos indicar que la evaluación en 
sí misma no mejora las condiciones 
educativas”. 

jornaleros (en el caso de México) y las 
de poblaciones pequeñas. “Desde la 
perspectiva de los contenidos y de  
la calidad educativa —explica—, hay 
grandes retos en la región para ade-
cuar la oferta educativa a las necesi-
dades concretas de estas poblaciones, 
lo que además tiene íntima relación 
con las condiciones de pauperización 
en que se siguen desempeñando los 
docentes de esas zonas.

“Estas situaciones se agravan con 
el incremento de los procesos de pri-
vatización de la educación, en desme-
dro de la oferta de educación pública, 
y que siguen castigando de manera 
ostensible a las poblaciones más em-
pobrecidas en el país. En general se 
percibe un preocupante aumento de 
la criminalización de la protesta social 
en torno a la educación pública, y de 
las condiciones de violencia, con es-
pecial crudeza en algunos de los paí-
ses centroamericanos y, por supuesto, 
en México. El caso de Ayotzinapa es 
paradigmático, pero no es el único”. 

Procesos de evaluación  
y enfoque de derechos 
humanos en la región
Para Muñoz, quien ha sido defensor 
general de los Derechos Humanos de 
Costa Rica y consultor del Instituto 
Latinoamericano para la Prevención 
del Delito, los procesos de evalua-
ción de la educación son importantes 
no sólo para tener una percepción 
constante, adecuada e inmediata de 
la situación en nuestros medios, sino 
también para formular políticas pú-
blicas que nos ayudan a avanzar. En 
este sentido, puntualiza: 

“Por supuesto, no me refiero a 
la evaluación de los resultados de 
aprendizaje, sino a la de los sistemas  

Principales avances  
y desaf íos para evaluar  
con enfoque de derechos
“Algunos avances tienen que ver con 
la necesidad de comprender que los 
resultados educativos están íntima-
mente relacionados con los proce-
sos de aprendizaje general y con las 
condiciones que ofrecen los Estados 
para la realización del derecho a la 
educación —asegura el entrevistado, 
quien en 2004 fue nombrado relator 
especial de las Naciones Unidas sobre 
el derecho a la educación, cargo que 
desempeñó hasta 2010—. Uno de los 
elementos que con mayor frecuencia 
se establece como avance concreto es 
la determinación de indicadores ba-
sados en este derecho que permitan 
comprender la complejidad del hecho 
educativo, la oferta y la necesidad de 
evaluar estos diferentes escenarios, y 
que no sólo se refieran al cumplimien-
to de los contenidos de un programa 
educativo determinado, sino también 
a cómo el Estado cumple con sus obli-
gaciones. Por lo tanto, la evaluación 
educativa debería comprender todos 
estos aspectos. En el caso de México, 
me parece que el Instituto Nacional 
para la Evaluación de la Educación 
(inee) ha considerado la complejidad 
de estos factores”. 

México en un contexto  
global frente a la garantía  
del derecho a la educación 
En cuanto al panorama mexicano, 
Vernor Muñoz expresa:

“México enfrenta enormes desa-
f íos en la garantía del derecho a la 
educación. Aun cuando hay una preo- 
cupación notable por el tema de la 
calidad en la educación y se han lle-
vado a cabo diversas acciones desde 

Rechazamos 
aquellas propuestas 
evaluativas que 
tienen por único 
objeto determinar 
resultados de 
aprendizaje 
desconectados 
de los contextos 
sociales, económicos 
y políticos de un 
país, puesto que no 
son útiles para una 
mejora ostensible. 
Con ello querríamos 
indicar que la 
evaluación en sí 
misma no mejora 
las condiciones 
educativas. 
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la esfera gubernamental para atender-
lo, sigue estando pendiente. Esto se 
relaciona con el acceso; pues todavía 
hay grandes sectores de la población 
mexicana rezagados en oportunida-
des educativas. Están, por ejemplo, 
las familias jornaleras; las poblacio-
nes indígenas, específicamente las 
mujeres indígenas, y los habitantes 
de las zonas rurales que todavía no 
encuentran respuestas adecuadas. La 
tasa de analfabetismo en ciertas áreas 
alcanza hasta 50%. También existen 
problemas estructurales, como el 
contubernio entre el Sindicato Nacio-
nal de Trabajadores de la Educación 
y las autoridades educativas, que ha 
enrarecido todo el servicio educativo, 
así como la situación de las poblacio-
nes rurales, que sigue siendo dramá-
tica. Además, las poblaciones pobres 
continúan recibiendo grupos empo-
brecidos”.

Experiencias sobre evaluación 
con perspectiva de derechos  
en el mundo
Desde Costa Rica, Vernor Muñoz 
asegura vía telefónica que hay gran 
presión de la comunidad internacio-
nal para centrarse en la medición de 
los resultados de aprendizaje, porque 
todavía se piensa que las pruebas es-
tandarizadas son útiles para mejorar 
la calidad de la educación, aunque 
producen el efecto contrario. 

“Por otra parte, desde la sociedad 
civil y desde los Estados se han he-
cho grandes esfuerzos para mejorar 
la perspectiva de derechos humanos 
en este ámbito. Existen programas 
de educación para la ciudadanía. 
Además, cada vez se hacen más evi-
dentes los esfuerzos por incorporar 
los temas de género e igualdad. Hay 

una preocupación muy sentida desde 
los educadores para mejorar la pers-
pectiva de derechos en general. Son, 
digamos, procesos en marcha, que 
deben acompañarse por mecanismos 
de evaluación. Estos cambios deben 
ser acompañados por nuevas formas 
de evaluar, monitorear e investigar la 
educación. Es decir, la idea cuantitati-
vista debería dar un salto cualitativo, 
porque pareciera que hay un rezago 
de los procesos de evaluación respec-
to de la pedagogía”. 

Para Muñoz, quien ha impartido 
cátedras de derechos humanos y de-
recho civil, buena parte de los siste-
mas educativos en América Latina es-
tán contaminados con la idea de una 
educación que sirva únicamente para 
responder a las necesidades del mer-
cado y del empleo: 

“Por eso hay predilección por me-
canismos de evaluación que se sin-
tonicen con esa racionalidad instru-
mental. Ninguno de estos ejercicios 
busca desarrollar una perspectiva de 
derechos en los procesos de evalua-
ción educativa. En realidad, todavía 
no existen esfuerzos consistentes des-
de los ámbitos gubernamentales para 
atender el tema de la evaluación edu-
cativa desde esta perspectiva”. 

Diagnóstico del Plan 
Internacional frente al 
cumplimiento del derecho  
a la educación en la región
Vernor Muñoz es asesor en educación 
del Plan Internacional, organización 
enfocada a la protección de los de-
rechos de la infancia, con trabajo en 
51 países de África, Asia y América. 
Como parte de la agenda sustantiva,  
asegura que hay un gran interés en el 
trabajo comunitario y en la participa-

Desde los Estados 
se han hecho 

grandes esfuerzos 
para mejorar la 
perspectiva de 

derechos humanos 
en este ámbito. 

Existen programas 
de educación para 

la ciudadanía. 
Además, cada 

vez se hacen 
más evidentes 

los esfuerzos por 
incorporar los 

temas de género e 
igualdad. 
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ción de las comunidades, en especial 
de los niños, niñas y adolescentes, en 
toda la gobernanza escolar, y ésa es 
la dirección adecuada para construir 
condiciones de democratización de 
las comunidades en la toma de deci-
siones que les afectan. Pero, aclara:

“Los ámbitos educativos, especí-
ficamente los escolares, continúan 
siendo espacios de escasa participa-
ción: poco participan los docentes en 
la toma de decisiones institucionales; 
poco participan las instituciones en 
la toma de decisiones de las políticas 
públicas regionales y nacionales; poco 
participan los estudiantes en la defini-
ción de los programas de estudio, de las 
dinámicas escolares, de las decisiones 
sustantivas de las escuelas. No pode-
mos mejorar la democracia en nuestra 
región si desde la institución educativa 
no fomentamos este ejercicio”. 

El monitoreo: labor de la  
sociedad civil en la evaluación 
de políticas educativas con 
enfoque de derechos
En cuanto al papel de la sociedad civil, 
“organizada o no”, explica el entrevis-
tado que ésta tiene el deber de super-
visar el cumplimiento de las obliga-
ciones del Estado. Debe monitorear 
que las autoridades públicas (maes-
tros, maestras, tomadores de decisio-
nes políticas, incluyendo secretarios, 
ministros, etcétera) cumplan con los 
objetivos de la educación tal como 
están concebidos en la legislación na-
cional y en el derecho internacional: 

“Esta labor de monitoreo y super-
visión es fundamental y no se puede 
llevar a cabo si el Estado no es respe-
tuoso del papel que cumplen las or-
ganizaciones de la sociedad civil. Es 
decir, lejos de reprimir estas acciones, 

el Estado debería favorecerlas y faci-
litarlas, estableciendo no sólo meca-
nismos de auditoría ciudadana, sino 
incorporando también su opinión y 
recomendaciones. La sociedad civil 
tiene parte de la responsabilidad de 
crear las condiciones necesarias para 
los procesos de aprendizaje y de en-
señanza. De nada sirve lo anterior si 
las mismas personas no establecen las  
condiciones en sus comunidades para 
que los niños, niñas y adolescentes 
puedan estudiar. Es decir, hay que 
mejorar las condiciones de violencia 
intrafamiliar. La sociedad civil debe 
asumir sus responsabilidades para 
que los niños y niñas en sus comuni-
dades y hogares puedan ser tratados 
con dignidad y respeto”. 

Ruta para evaluar  
con enfoque de derechos
“Evaluar significa determinar cuáles 
son los obstáculos que la educación 
enfrenta en sus diferentes ámbitos y si 
los objetivos de la educación, así como 
las acciones para alcanzarlos, se están 
cumpliendo —asegura Muñoz, miem-
bro del Consejo Deliberativo del Fon-
do Regional de la Sociedad Civil para 
la Educación—. No podemos confun-
dir la evaluación de la asimilación de 
contenidos de la educación con la del 
grado de cumplimiento de las obliga-
ciones que tienen los diferentes acto-
res en el contexto educativo, las cuales 
pasan por dotar de presupuesto, de 
condiciones de infraestructura y do-
centes calificados, y por determinar si 
los procesos de aprendizaje se ajustan 
a las necesidades y características es-
pecíficas de una población diversa”. 

A partir de lo anterior, una evalua-
ción basada en los derechos huma-
nos determina los niveles de acceso 

No podemos 
confundir la 
evaluación de  
la asimilación de 
contenidos de la 
educación con 
la del grado de 
cumplimiento de 
las obligaciones que 
tienen los diferentes 
actores en el 
contexto educativo, 
las cuales pasan 
por determinar 
si los procesos 
de aprendizaje 
se ajustan a las 
necesidades y 
características 
específicas de una 
población diversa. 
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que tienen las personas en relación 
con la oferta educativa, y si existen 
o no condiciones de discriminación 
y económicas que les permitan tener 
oportunidades de aprendizaje. Esto 
significa que:

“La evaluación va mucho más allá 
de la mera dinámica didáctica, pues 
se concentra también en todas aque-
llas condiciones que la hacen posible 
o la imposibilitan. Además, analiza 
cómo y en qué condiciones el estu-
diante puede aprender, es decir, cómo 
se adapta la educación a las necesi-
dades de las poblaciones concretas. 
Esta valoración tiene que ver con los 
contenidos y con la forma en que  
los alumnos desarrollan sus propias 
habilidades y destrezas para aplicarlos 
en sus vidas cotidianas. Finalmente, 
se relaciona con el grado de cumpli-
miento del Estado en relación con 
los recursos para que la educación 
sea posible. Por lo tanto, deberíamos 
evaluar, por ejemplo, si el presupuesto 
educativo responde a las necesidades 
de una población determinada, si se 
invierte en los aspectos y temas ade-
cuados, y qué repercusión tiene esto 
en las condiciones de aprendizaje de 
las personas. Visto de esta manera, 
se trata de evaluaciones complejas, 
que reflejan precisamente el hecho  
de que los procesos educativos no 
sólo abarcan una dinámica concre-
ta de la relación estudiante-docente, 
sino una situación en donde muchísi-
mos elementos (comunitarios, admi-
nistrativos, institucionales, sociales, 
económicos) convergen”. 

Para Muñoz, seguir concentrando 
la evaluación en las respuestas que 
los estudiantes dan a un programa 
educativo equivale a continuar cul-
pabilizándolos de supuestos fracasos  

o bien, culpabilizar a los docentes, que 
es lo que se da con mayor frecuencia. 
Y concluye:

“No podemos tener una evaluación 
comprehensiva, integral y profunda 
si no se toman en cuenta todos los 
elementos relacionados con las obli- 
gaciones del Estado involucradas en 
el proceso educativo, las cuales están 
claramente definidas por el marco le-
gal, el marco normativo interno del 
Estado y el derecho internacional re-
lativo a los derechos humanos, como 
la Convención sobre los Derechos del 
Niño y los principales instrumentos 
del derecho internacional”. 

Entrevista: Mary Carmen Reyes López

Conozca más del Plan Internacional: 
http://plan-international.org/about-plan
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La Gaceta tiene dos retos: 
publicar información pertinente, 

oportuna e interesante para 
los tomadores de decisiones, 
y procurar que éstos la lean. 

Así, en la medida en que 
restrinja, priorice y jerarquice la 

información en términos  
del impacto que quiere lograr 

para la toma de decisiones o para  
la construcción de la política,  

y se alinee a estos dos propósitos, 
tendrá muchas más posibilidades 

de que los tomadores  
de decisiones la utilicen  

con este objetivo. 

Eduardo Backhoff
Consejero de la Junta de 

Gobierno del inee

http://plan-international.org/about
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 OTRAS MIRADAS

Derecho a la educación 
en México: política  
e indicadores 
educativos a partir  
del modelo de las 4 A

“La investigación que da nombre a este 
artículo forma parte de un proyecto de 
largo plazo relacionado con el derecho 
a la educación y la justicia, a partir de la 
construcción y el uso de indicadores que 
permitan dar cuenta de las condiciones  
que presenta su garantía por parte del Estado  
y su ejercicio por parte de la ciudadanía”, 
explica la autora, quien presenta una 
propuesta de monitoreo y evaluación  
a partir de las 4 A de Katarina Tomasevski, 
para un país carente de indicadores con esa 
perspectiva. 

María Mercedes Ruiz Muñoz
Académica del Departamento de Educación  
de la Universidad Iberoamericana
mercedes.ruiz@uia.mx

En 1966, la Organización de las Naciones Unidas 
(onu) consideró el derecho a la educación dentro 
del Pacto Internacional de los Derechos Económi-

cos, Sociales y Culturales, cuyo órgano de aplicación es 
el Comité del mismo nombre. Éste y el Consejo de Dere-
chos Humanos de la onu (antes Comisión de Derechos 
Humanos) han contribuido a definir con mayor preci-
sión el contenido y el alcance del derecho a la educación 
(Latapí,  2009:260-263). En la tarea de construir modelos 
orientados al diseño de indicadores que permitan evaluar 
el cumplimiento del derecho a la educación, destaca el tra-

mailto:mercedes.ruiz@uia.mx


Tabla 1. Obligaciones básicas de los gobiernos 
derivadas de las 4 A del derecho a la educación

Característica 
de la educación Obligaciones del gobierno

Asequibilidad o 
disponibilidad

Asegurar la educación gratuita y obligatoria a 
todos los niños y niñas en edad escolar hasta, 
por lo menos, la edad mínima para emplearse; 
así como respetar la libertad de los padres para 
escoger la educación para sus hijos.

Accesibilidad

Eliminar la exclusión de la escuela tanto por 
razones internacionalmente prohibidas (lengua, 
religión, opinión política, posición económica, 
otras), como por discriminación racial y de 
género, asegurando en la práctica el disfrute 
igual de los derechos humanos.

Aceptabilidad

Establecer estándares mínimos para la educación 
—incluyendo medios de instrucción, contenidos y 
métodos de enseñanza—, asegurando que todas 
las instituciones los cumplan; mejorar la calidad 
de la educación, aseverando que el sistema 
educativo va de acuerdo con los derechos 
humanos.

Adaptabilidad

Diseñar e implementar educación formal 
para atender a los excluidos (migrantes, 
trabajadores…), así como adaptar la educación 
para los niños con discapacidad, minorías e 
indígenas, con el fin de garantizar y mejorar todos 
los derechos humanos dentro de la educación.

Fuente: Tomasevski, 2004:208.
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bajo realizado por Katarina Tomasevski, primera relatora 
especial sobre el derecho a la educación, quien impulsó el 
desarrollo de indicadores a través de un esquema de 4 A. 

De acuerdo con Tomasevski, la creación de indicado-
res de derechos humanos (2014:4-7) es propiciada por el 
compromiso internacional por lograr una educación basa-
da en derechos que sea inclusiva, gratuita y de calidad para 
todos. Tiene como premisa el marco básico de las obliga-
ciones que los gobiernos han adquirido en este sentido por 
la vía de la aceptación del derecho internacional, de modo 
que existe una red de tratados que regulan la educación 
y señalan estándares mínimos que deberían cumplirse en 
todo el mundo.

La medición continua del derecho a la educación, según 
la relatora, debería tomar en cuenta todos sus aspectos para 
discernir si se ajusta a los derechos humanos y evaluar qué 
debería hacerse para asegurarlo. También es necesario  
que los indicadores sean capaces de captar el compromiso 
de los Estados en la consecución del cumplimiento de sus 
obligaciones, que consisten —de acuerdo con el modelo de 
las 4 A de Tomasevski— en hacer la educación: asequible, 
accesible, aceptable y adaptable. 

Las 4 A del derecho a la educación
Las obligaciones que nacen del derecho a la educación pue-
den organizarse en un esquema de cuatro características 
que pueden ser útiles para determinar, monitorear y evaluar 
las acciones de los Estados a este respecto. Dicho esquema 
es conocido como las 4 A y se puede resumir como sigue: 

Asequibilidad o disponibilidad (availability): el dere-
cho a la educación demanda del gobierno la admisión de 
establecimientos educativos que respeten la libertad de y 
en la educación. Debe haber educación gratuita y obliga-
toria para todos los niños en edad escolar. Esta dimensión 
atiende a la existencia de centros escolares y modalidades 
suficientes, docentes formados que atiendan las escuelas, 
libros y materiales educativos para los niños, así como a la 
infraestructura y equipamiento de las escuelas, entre otros.

Accesibilidad: implica que la educación debe ser accesible 
para todos, obligatoria e inclusiva. Es decir, el sistema debe 
ser no discriminatorio y adoptar medidas positivas para 
incluir a los más marginados.

Aceptabilidad: refiere a los aspectos relacionados con la 
enseñanza y el aprendizaje, los estándares mínimos y la ca-
lidad de la educación, del espacio, del clima escolar y de la 
formación de maestros.

Adaptabilidad: requiere que la educación y las escuelas 
se adapten a los niños y se transformen conforme cam-
bian las necesidades de la sociedad, que contribuyan a 
superar las desigualdades —como la discriminación de 
género— y puedan adaptarse localmente a contextos es-
pecíficos. 

En la siguiente tabla se muestran las obligaciones bási-
cas de los gobiernos en las cuatro dimensiones del derecho 
a la educación.
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Marco jurídico del derecho a la educación
Como lo señalan Caruso, Di Pierro, Ruiz y Camilo 
(2008:49), la presencia de los derechos en “el marco ju-
rídico es relevante en tanto compromete a gobiernos y 
autoridades en el cumplimiento de los mismos, lo que 
hace que los derechos sean exigibles y obliguen al Estado 
a tutelarlos como responsable principal”. A este respecto, 
Gentili (2009: 24) expresa: 

Formalizar la inclusión de un derecho en un tratado o de-
claración internacional no garantiza la eficacia práctica de 
su implementación, ni protege a sus beneficiarios de las 
recurrentes violaciones a este derecho. Como quiera que 
sea, la inclusión de cualquier derecho en un tratado o de-
claración de esta naturaleza amplía significativamente las 
aspiraciones y demandas por la garantía de este derecho y, 
al mismo tiempo, abre dos campos de disputa fundamen-
tal: el de la lucha por su implementación efectiva y el de la 
lucha por su reconocimiento como principio ético.

Un indicador básico ligado con la exigibilidad y justicia-
bilidad de este derecho podría obtenerse al responder las 
siguientes preguntas, referentes al marco jurídico interna-
cional y nacional: a) ¿Qué instrumentos internacionales res-
pecto del derecho a la educación han sido ratificados por el 
Estado mexicano?; b) ¿Está considerado el derecho a la edu-
cación en las legislaciones nacionales?; y c) ¿Las legislacio-
nes nacionales prevén sanciones en caso de incumplimiento 
o violación del derecho a la educación por parte del Estado 
mexicano?

Marco jurídico internacional
El derecho a la educación quedó proclamado en la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos en 1948. Desde 
entonces se han sucedido múltiples instrumentos —pac-
tos, convenciones, convenios o programas de acción—, 
algunos vinculados con la onu, la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(unesco, por sus siglas en inglés), y otros con organismos 
internacionales o regionales. Este derecho quedó consa-
grado en la Convención relativa a la Lucha contra las Dis-
criminaciones en la Esfera de la Enseñanza (1960); el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales (1966); la Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979); la 

Convención sobre los Derechos del Niño (1989); la De-
claración Mundial sobre Educación para Todos (1990); la 
Declaración de Hamburgo sobre la Educación de Adultos 
(1997) y el Marco de Acción de Dakar (2000). También ha 
sido incorporado en diversos tratados regionales (Torres, 
2006: 1), como el Protocolo de San Salvador (Organización 
de Estados Americanos, oea, 1988). 

Con respecto al plano internacional, el artículo 133° 
de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos es-
tablece que todos los tratados que estén de acuerdo con la 
misma —celebrados por el Presidente de la República con  
la aprobación del Senado— serán la ley suprema de toda la 
Unión. Además, el orden jurídico mexicano indica que es-
tán situados jerárquicamente sobre la legislación federal  

Un indicador básico ligado con 
la exigibilidad y justiciabilidad de 
este derecho podría obtenerse al 
responder la siguiente pregunta: 
¿Las legislaciones nacionales 
prevén sanciones en caso de 
incumplimiento o violación del 
derecho a la educación por parte 
del Estado mexicano?



 Fuente: Elaboración propia.

Instrumento Internacional Ratificado por 
México

Sí No

Convención relativa a la Lucha contra las 
Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (1960)

x

Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial (1965)

x

Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966) x

Convención para la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer (1979)

x

Convención sobre los Derechos del Niño (1989) x

Declaración Mundial sobre Educación para Todos 
(1990)

x

Declaración de Hamburgo sobre la Educación de 
Adultos (1997)

x

Marco de Acción de Dakar (2000) x

Tabla 2. Instrumentos internacionales sobre 
el derecho a la educación ratificados por México
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y en un segundo plano respecto de la Constitución Federal, 
lo cual significa: a) que en caso de contradicción con la 
legislación federal, prevalecerá lo dispuesto en los trata-
dos; y b) que ante la existencia de vacíos normativos en la 
legislación federal, las normas contenidas en los tratados 
servirán como pautas o principios para la integración del 
ordenamiento (hri/core/mex/2005:18).1 

Por lo tanto, al ratificar los instrumentos internaciona-
les, éstos se integran al ordenamiento jurídico nacional, 
pudiendo ser invocados ante los tribunales, y el Estado 
Mexicano adquiere los compromisos y obligaciones deri-
vados éstos, que se pueden observar en la siguiente tabla.

Marco jurídico nacional
En México, la educación es un derecho fundamental con-
sagrado en el artículo 3º de la Constitución, de acuerdo con 
el cual todo individuo debe recibir educación, la cual ten-
derá a desarrollar armónicamente todas las facultades del 
ser humano, fomentará el amor a la patria y la conciencia 
de solidaridad internacional en la independencia y en la 
justicia, y tendrá carácter laico y gratuito. También esta-
blece que el Estado deberá impartir la educación básica 
obligatoria conformada por la educación preescolar, pri-
maria y secundaria. Además, promoverá y atenderá todos 
los tipos y modalidades educativos, incluyendo la educa-
ción inicial y la superior, apoyará la investigación científica 
y tecnológica, y alentará el fortalecimiento y difusión de la 
cultura del país. De igual forma, debe prever los diferentes 
organismos, instituciones, servicios, niveles de enseñanza 
y contenidos educativos para que se atiendan todas las ne-
cesidades educativas del país (inee, 2009).

De este artículo se desprende la Ley General de Educa-
ción (lge) promulgada en 1993, que regula la educación 
que imparte el Estado —federación, entidades federativas 
y municipios—, sus organismos descentralizados y los par-
ticulares con autorización o reconocimiento de validez ofi-
cial de estudios. Ésta es de observancia general en toda la 
República, y las disposiciones que contiene son de orden 
público e interés social. 

En concordancia con los preceptos establecidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(cpeum), el artículo 2º de la lge2 señala que todos los habi-
tantes del país tienen las mismas oportunidades de acceso al 
Sistema Educativo Nacional; que la educación es medio fun-
damental para adquirir, transmitir y acrecentar la cultura; que 
es proceso permanente que contribuye al desarrollo del indi-
viduo y a la transformación de la sociedad, y es factor deter-
minante para la adquisición de conocimientos, así como para 
la formación de personas con sentido de solidaridad social. 

Por su parte, el artículo 32 de esta ley establece que las 
autoridades educativas deberán tomar medidas para esta-
blecer condiciones que permitan el ejercicio pleno del de-
recho a la educación de cada individuo con mayor equidad 
educativa, así como el logro efectivo en oportunidades de 
acceso y permanencia en los servicios educativos.

No obstante que en la legislación mexicana se conside-
ra a la educación como un derecho fundamental, Latapí 
(2009:267) advierte que la lge no impone ninguna sanción 
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a las autoridades que no traduzcan sus ordenamientos en 
acciones concretas, es decir, que violen el derecho a la edu-
cación. A este respecto, en el país no se cuenta con meca-
nismos jurisdiccionales que permitan a las personas hacer 
justiciable su derecho a la educación, y la poca participa-
ción y movilización de la sociedad por conocer y defender 
sus derechos podrían estar relacionadas con las pocas ga-
rantías que el Estado mantiene para salvaguardarlos y los 
nulos instrumentos y procedimientos de justiciabilidad 
que hasta el momento existen en México.3

En este sentido, el análisis de la reciente Reforma 
Constitucional en Materia de Derechos Humanos (dof: 
2011)4 resulta fundamental, al reconocer que todos los 
mexicanos deben gozar de todos los derechos humanos, 
entre ellos el educativo, presente en el artículo 3º de nues-
tra Carta Magna.

Finalmente, en el caso de México existen esfuerzos  
importantes por evaluar el derecho a la educación. El in-
forme del Instituto Nacional para la Evaluación de la Edu-
cación (inee) de 2009 presenta la situación de este derecho 
a partir de los indicadores de acceso, permanencia, logro 
educativo y tránsito de un nivel escolar a otro. Entre los 
resultados, señala que el Estado mexicano tiene una deuda 
importante con el derecho a la educación, particularmente 
para quienes viven en situaciones sociales precarias de di-
verso tipo, dado que los enfrenta a desventajas importantes 
para desarrollar de manera exitosa la escolarización obli-
gatoria. Esto aunado a la desigualdad social y económica 
de la sociedad mexicana, que limita el ejercicio pleno del 
derecho a la educación referido al acceso, la permanencia, 
el tránsito regular, el egreso oportuno y el aprendizaje en 
los niveles escolares obligatorios.  

Por su parte, Ulloa (2010) advierte que las metas de los 
programas que no se cumplen no son sólo números, pues-
to que se trata, en lo fundamental, de vidas irrepetibles de 
niños mexicanos que quedaron excluidos de ejercer su de-
recho a la educación, probablemente para siempre, y que 
el artículo 3º de la cpeum establece como una obligación 
del Estado —federación, estados y municipios— garanti-
zarles. Ruiz (2011) lleva a cabo un primer acercamiento de 
la situación del derecho a la educación a la luz de los indi-
cadores del inee, la Secretaría de Educación Pública (sep), 
el Instituto Nacional de Estadística y Geograf ía (Inegi) 
e investigaciones al respecto en el marco de las 4 A de  
Tomasevski.

Las metas de los programas 
que no se cumplen no son sólo 
números, puesto que se trata, 
en lo fundamental, de vidas 
irrepetibles de niños mexicanos 
que quedaron excluidos de 
ejercer su derecho a la educación, 
probablemente para siempre.
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Reflexiones finales
La propuesta acotada por las 4 A resulta novedosa y po-
sibilita la construcción de indicadores que den cuenta de 
la discriminación, exclusión, desigualdad y segregación 
existentes, así como de la gratuidad de la educación, acce-
so geográfico y calidad. Una de las obligaciones inmedia-
tas y más importantes del Estado es la no discriminación 
a ningún grupo poblacional (por su género, personas con 
discapacidad f ísica o de otro tipo, con capacidades excep-
cionales, población indígena…) para acceder al sistema 
educativo o permanecer en él. El Estado debe asegurar un 
trato preferente para responder a las necesidades de esos 
grupos vulnerables, ya que la inversión no debe guiarse por 
el principio de la rentabilidad, sino por el de que todo ser 
humano tiene derecho a la educación.

En el caso de México, la mayoría de los indicadores 
existentes se refieren al modelo de insumos, procesos y re-
sultados, y no toman en cuenta la perspectiva de los dere-
chos humanos. Recientemente se ha observado un interés 
en analizar la situación que guarda el derecho a la educa-
ción en México (inee, 2010; Ulloa, 2011; Ruiz, 2011). En 
este sentido, la construcción de indicadores a la luz de las 
prácticas sociales en la institución escolar, con un abordaje 
más inductivo de las dimensiones de aceptabilidad y adap-
tabilidad, es novedosa. Como lo señala Ayala (2008), “es 
necesario apuntar que la finalidad de crear nuevos y mejo-
res indicadores que monitoreen y evalúen las acciones del 
Estado respecto al derecho a la educación es la de identi-
ficar cuándo se está ante una violación en esta materia”. 

1 Para mayor referencia puede consultar la Tesis 192.867 de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

2 Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación (dof) el 
11 de septiembre de 2013.

3 Aunque el artículo 102o B constitucional establece que los orga-
nismos de protección de derechos humanos conocerán de quejas 
en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa pro-
venientes de cualquier autoridad o servidor público que viole estos 
derechos y que les corresponde formular denuncias y quejas ante 
las autoridades respectivas, las recomendaciones hechas por estos 
organismos tienen carácter no vinculatorio, es decir, no obligatorio.

4 Aprobada por el Senado el 8 de abril de 2010 y publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011. Modifica 
los artículos 1º, 3º, 11º, 15º, 18º, 29º, 33º, 89º, 97º, 102º y 105º de la 
cpeum.
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Marco histórico: políticas públicas  
desde la perspectiva de derechos 
La perspectiva de derechos humanos en política pública 
es muy reciente. Ha tenido relevancia desde la Declara-
ción Universal de 1948, pero reafirmó su importancia en 
política institucional en 1994 con la Conferencia Mundial 
de Viena. A partir de ese momento, el Estado se apro-
pia del discurso de los derechos humanos —los cuales le 
habían confrontado antes— con el propósito de elaborar 
políticas públicas. Con ello se genera un espacio de de-
liberación en el que participan las Organizaciones de la 
Sociedad Civil (osc) especializadas en la defensa y ga-
rantía de los derechos. En ese momento, se establece un 
plan de acción en la materia: por primera vez, los países 
se ven obligados a elaborar planes nacionales de derechos 
humanos y, al mismo tiempo, se establece la obligación 
de construir indicadores. 

“En México hay un momento importante en 1998 cuan-
do el entonces presidente Ernesto Zedillo acepta la com-
petencia jurisdiccional de la Corte Interamericana en ma-
teria de Derechos Humanos. Nuestro país ya era parte del  

Sistema Interamericano y se podían presentar denuncias 
ante la comisión, pero todavía no era posible presentar casos. 

“En 2002 se establece en el país la Oficina del Alto Co-
misionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(acnudh), instancia que tiene varios mandatos. Uno de los 
principales es el apoyo técnico a las naciones para el diseño 
de política pública con perspectiva de derechos. La primera 
acción por parte del acnudh fue la elaboración de un diag-
nóstico en 2003, a partir del cual, dos años antes de concluir 
la administración de Vicente Fox (2004), se formuló un Plan 
Nacional de Derechos Humanos que tuvo poco impacto. 
Debido a esos antecedentes, desde 2002, gran parte de esa 
perspectiva pasa por la oficina del Alto Comisionado con 
sede en México. Otro momento clave llegó en 2011 con la 
Reforma en materia de Derechos Humanos.

“Estos elementos son muy importantes para entender 
muchas de las figuras de las que disponemos hoy, como la 
interpretación con forma, el principio pro persona, el con-
trol de convencionalidad o las sentencias de la Suprema 
Corte de Justicia en materia de derechos humanos (dh) 
que integran el bagaje jurisdiccional del campo”. 

Obligaciones del Estado 
y el ejercicio efectivo  
de los derechos

“Una política pública permite el seguimiento 
y, bajo la lógica incremental, el mejoramiento, 
pero se requiere la capacidad de hacer 
evaluaciones de impacto que se refieran 
no tanto al cumplimiento de obligaciones 
de los gobiernos, sino al ejercicio efectivo 
de los derechos por parte de las personas”. 
Esto asegura, en entrevista, Daniel Vázquez 
Valencia, profesor investigador de la Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(Flacso-México). 
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Elementos constitutivos de las políticas  
públicas con enfoque de derechos
“La característica principal de las políticas con esta pers-
pectiva radica en incorporar a sus contenidos los estándares 
internacionales en materia de derechos humanos, es decir, 
recuperar las fuentes del Derecho Internacional desde las de-
claraciones, sentencias de las cortes internacionales, pactos 
y convenciones. Cada una de éstas cuenta con un comité que 
emite observaciones generales, las cuales también estable-
cen estándares internacionales. Ahí, cada derecho se desa- 
grega en múltiples deberes a cargo del Estado, aunque de 
principio se parte de cuatro obligaciones generales: respetar, 
proteger, garantizar y promover el derecho. Éstas tienen, a 
su vez, elementos institucionales específicos: aceptabilidad, 
accesibilidad, disponibilidad y calidad. Si aplicamos estos 
principios al derecho a la educación, veremos que éste no 
se refiere a tener tres escuelas para tres millones de niños 
porque eso claramente sería insuficiente, sino que tiene que 
ver con la obligación de garantizar. 

“Después habría que observar el elemento de disponibi-
lidad. Si no se cumple, se ponen más escuelas, pero resulta 
que todas están en el Distrito Federal. Por lo tanto, cumples 
el de disponibilidad, mas no el de accesibilidad. Si ya tienes 
esas condiciones, pero no hay una educación de calidad, en-
tonces no se cumple el último principio. Éstos son los es-
tándares internacionales en materia de derechos humanos y 
provienen de la fuente del derecho internacional. La buena 
noticia es que específicamente en salud y educación los es-
tándares internacionales están más desarrollados”.

El Estado frente a la garantía  
del derecho a la educación
“Entre las obligaciones por parte del Estado tenemos cua-
tro principios transversales de aplicación: a) identificación 
del núcleo del derecho; b) progresividad; c) prohibición de 
regresión; y d) máximo uso de recursos disponibles, los 
cuales permiten reflexionar acerca de cómo hacer efectivo 
el ejercicio de derechos en situaciones de violaciones a los 
mismos o de recursos limitados. 

“Por ejemplo, si pensamos de nuevo en el derecho a 
la educación, ¿cuál es su núcleo básico? Regularmente se 
acude a los estándares internacionales para llegar al punto 
en que el Estado no pueda justificar el incumplimiento por 
falta de recursos, porque cuando te refieres a este núcleo, 
el presupuesto no es un factor; por lo tanto, la obligación 

se tiene que cumplir. Una vez que identificas el núcleo, 
aplicas los principios de progresividad y de prohibición de 
regresión. El primero indica que ese núcleo del derecho se 
tiene que ir expandiendo cada vez más conforme pasan los 
años y, el segundo, que una vez que se expandió no es posi-
ble restringirlo de nuevo, salvo casos excepcionales 

“¿Cuál es el mecanismo que tenemos para darnos cuen-
ta si efectivamente el Estado está haciendo el mayor es-
fuerzo para expandir los derechos con el máximo uso de 
recursos disponibles? Mirar con una lógica presupuestaria.

“Si bien el elemento central de las políticas con enfoque 
de derechos es integrar a sus contenidos los estándares in-
ternacionales, no es el único. La participación es muy im-
portante y pasa por todo el ciclo de vida de la política públi-
ca. En este proceso, las osc —que en México, además de ser 
numerosas, son altamente especializadas— tienen un papel 
relevante, de manera que a la hora de discutir aspectos so-
bre una política específica se pueden sentar a la mesa con 
los tomadores de decisiones para argumentar si una línea 
está bien tomada o si existen problemas que es necesario 
replantear. Hay que tener cuidado con generar una partici-
pación simulada, es decir, integrar comités consultivos cuya 
opinión no es considerada en la toma de decisiones. 

“Otro elemento relevante es la coordinación interinstitu-
cional, es decir, en la medida en que todos los derechos es-
tán conectados, es necesaria una buena coordinación en los 
distintos rubros, dependencias, órganos e instituciones eje-
cutoras de gasto, en fin, de los agentes que tienen a su cargo 
distintas partes de un mismo derecho. En materia de política 
pública hay dos principios importantes: de indivisibilidad y 
de interdependencia, que significan que todos los derechos 
se encuentran interconectados y no hay jerarquía entre ellos”. 

Evaluación educativa con enfoque  
de derechos: desaf íos y alternativas 
“Con o sin perspectiva de derechos humanos, lo más dif ícil 
de hacer es política pública. Ésta arrancó en los años cincuen-
ta del siglo xx en Estados Unidos y llegó tarde a América La-
tina. Lo anterior se refleja en que, en la actualidad, el Consejo 
Nacional de Evaluación (Coneval) ha señalado sistemática-
mente que en el país existen poco más de 5 mil programas 
de política pública federales, estatales y municipales. Sin em-
bargo, muy pocos tienen reglas operativas y casi ninguno se 
evalúa. En políticas públicas conocemos cuatro tipos de eva-
luación: de diseño, de gestión, de resultado y de impacto. 

 DOSSIER: CUATRO ENFOQUES SOBRE EVALUACIÓN
 OTRAS MIRADAS
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“Ahora bien, una cosa es que se diseñen buenas políti-
cas y otra que las personas efectivamente puedan ejercer 
estos derechos. Nosotros esperamos que, en la medida en 
que la política pública tenga perspectiva de derechos, ge-
nere resultados y, en consecuencia, tenga un impacto. Eso 
propiciará que las personas ejerzan sus derechos. Por eso 
es importante evaluar cada una de las distintas etapas. 

“El problema que tenemos es que aunque se están recu-
perando los estándares en materia de educación, no ocurre 
lo mismo con los objetivos en el corto, mediano y largo pla-
zo, algo esencial para obtener resultados y apreciar el im-
pacto. Muchas veces, esas obligaciones en materia de dere-
chos humanos no se recuperan de forma explícita. 

“En este sentido, una de las principales dificultades que 
hay que enfrentar es el contexto político, que en ocasiones 
no garantiza la continuidad de ciertos planes y programas. 
Afortunadamente, los dh han ganado tal nivel de legitimi-
dad, que muchos de los gobernantes se interesan por dar-
le esta perspectiva a su política pública, aunque al mismo 
tiempo se preguntan por qué tendrían que hacerlo.

“En primer lugar es importante comunicar con mucha 
claridad que una política más consensada con esta pers-
pectiva libera el camino hacia la implementación porque 
los actores involucrados están de acuerdo. Probablemente 
es cierto que el arranque cuesta un poco más de trabajo, 
pero también es real que después será mucho más sencillo 
implementarla y darle seguimiento. 

“Otro tipo de problemática es la elaboración de diag-
nósticos y planes, sobre todo a nivel local, por la falta de in-
formación; por eso es dif ícil tener indicadores en la mate-
ria. En dh, éstos pueden ser de tres tipos: de estructura, de 
gestión y de resultados. Estos últimos son los de impacto. 
Si se quiere desagregar un derecho muy complejo, como 
el de la educación, se pueden generar cientos de líneas de 
acción.

“Conviene mencionar que la distinción entre una polí-
tica pública tradicional y aquélla con perspectiva de dere-
chos, centrada en su objetivo, es que la segunda consiste en 
lograr que la persona ejerza su derecho plenamente”. 

Conclusiones
“Los estándares internacionales en dh están pensados con 
una lógica de bienestar general. Una política pública  
con esta perspectiva supone un Estado fuerte, interventor, 
capaz de cumplir esas obligaciones. 

“Los derechos son mecanismos de distribución. Una 
política pública permite el seguimiento y, bajo la lógica in-
cremental, una mejora. Se requiere capacidad para hacer 
evaluaciones de impacto, es necesaria una línea base que 
se pueda replicar cada determinado tiempo para observar 
si efectivamente las personas están ejerciendo mejor ese 
derecho a lo largo de los años. En ese sentido, la línea base 
que deberíamos tener para hacer evaluaciones de impacto 
tendría que referirse no tanto al cumplimiento de obliga-
ciones de los gobiernos, sino al ejercicio efectivo por parte 
de las personas. 

“Dicho cumplimiento no necesariamente se convierte 
en ejercicio efectivo de los derechos. Esa línea de impacto 
se tiene que construir a partir de indicadores de ejercicio 
de derechos de las personas. Si instituciones como el Ins-
tituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee) 
tienen esa capacidad y mandato, pueden informar (como lo 
hace el Coneval) sistemáticamente cada año cómo están 
haciendo su trabajo recuperando las obligaciones. También 
pueden elaborar indicadores de las obligaciones de respetar, 
proteger, garantizar y promover a partir de los elementos de 
aceptabilidad, accesibilidad, disponibilidad y calidad, con el 
fin de construir un índice para replicarlo cada año. 

“Una buena noticia es que se podría saber si el derecho 
crece o se queda estancado de acuerdo con datos objetivos. 
Ésa es la tarea de la evaluación con perspectiva de dere-
chos. No es que la evaluación tenga una característica en 
sí misma, sino que viene determinada por el propio diseño 
de la política pública. Cuando éste tiene objetivos en mate-
ria de derechos humanos y se recuperan los estándares in-
ternacionales, obliga a que los indicadores también tengan 
perspectiva de derechos. Sólo así tendremos la posibilidad 
de hacer saber a la ciudadanía si estamos mejor o peor en 
este ejercicio”. 

Entrevista: María Cristina Tamariz

Daniel Vázquez es profesor investigador de la Flacso 
México y autor de diversos libros y publicaciones sobre 
derechos humanos. La teoría jurídica del derecho in-
ternacional de los derechos humanos; la relación entre 
la democracia, los derechos humanos y el mercado; y 
la construcción de identidades desde un discurso po-
lítico sustentado en los derechos humanos son sus lí-
neas de investigación.
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Derechos, 
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para una 
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Agustín Caso Raphael
Titular de la Unidad de Información  
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Evaluación (uifce) del inee1
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La Real Academia Española de-
fine evaluar como: 1. Señalar 
el valor de algo; 2. Estimar, 

apreciar, calcular el valor de algo; y  
3. Estimar los conocimientos, aptitu-
des y rendimiento de los alumnos.2 Por 
otro lado, el artículo 6° de la Ley del 
Instituto Nacional para la Evaluación 
de la Educación (inee) establece que 
la evaluación “consiste en la acción de 
emitir juicios de valor que resultan  
de comparar los resultados de una me-
dición u observación de componen-
tes, procesos o resultados del Sistema 
Educativo Nacional con un referente 
previamente establecido”. Si bien las 
dos definiciones son aproximaciones 
impersonales a un concepto general, 
la segunda tiene certeza jurídica, por 
lo que resulta más impersonal.

Es necesario tomar en cuenta que 
la Reforma Educativa de 2013 ha en-
frentado serias resistencias por parte 
de actores del sistema educativo que 
se sienten amenazados por la evalua-
ción en la medida en que la perciben 
como una intromisión, una reforma 
laboral disfrazada o un instrumento 
de control político-administrativo3 

 NUESTRO ALFABETO: LETRA D

que vulnera sus derechos. No obstan-
te, la mayoría de los docentes ha acep-
tado la evaluación y sus beneficios.

La impersonalidad de las definicio-
nes, tanto la legal como la académica, 
y las resistencias a la Reforma son dos 
fenómenos relacionados con su legi-
timidad, entendida como la acepta-
ción de la evaluación como actividad 
que busca la eficiencia, la eficacia y la 
equidad en la educación. ¿Cómo con-
ciliar su marco legal con su legitimi-
dad? ¿Cómo canalizar las resistencias 
hacia su comprensión como un meca-
nismo que busca contribuir a mejorar 
la calidad de la educación? Un camino 
es plantear una evaluación educativa 
con enfoque de derechos.

La posibilidad de verla así parte 
precisamente de la concepción del 
objeto evaluado: la educación como 
derecho humano fundamental para 
ejercer los demás, que promueve la 
libertad, la autonomía y contribuye al 
desarrollo.

El primer paso para la evaluación 
educativa desde esta perspectiva está 
dado, pues su objeto, la educación, se 
considera un derecho humano. El si-
guiente paso consiste en construir un 
marco conceptual para la evaluación 
con enfoque de derechos que consi-
dere los siguientes siete principios:4 

1. Universalidad e inalienabilidad. 
Si la educación está caracteriza-
da como un derecho humano, es: 
a) órgano técnico, encargado de 
diseñar y efectuar las mediciones 
que correspondan a componentes, 
procesos o resultados del sistema;5 
b) órgano regulador, encargado 
de expedir los lineamientos a los 
que se sujetarán las autoridades 

mailto:acaso@inee.edu.mx
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educativas federal y locales para 
llevar a cabo las funciones de eva-
luación que les corresponden;6 y  
c) encargado de generar y difun-
dir información para emitir direc-
trices que contribuyan a mejorar la 
calidad de la educación,7 entonces, 
la educación como derecho huma-
no universal e inalienable transfie-
re o dota a la evaluación de esta 
característica.

2. Indivisibilidad. También debe 
entenderse referido al objeto de 
la evaluación (la educación) como 
derecho humano inherente a la 
dignidad de cada persona y que, 
por consiguiente, goza de igual 
rango que otros derechos. En este 
sentido, la evaluación constituye 
un mecanismo de garantía en la 
búsqueda de la calidad de la edu-
cación, por lo que es indivisible de 
la educación misma. La evalua-
ción tiene rango constitucional y 
es necesario dotarla de los elemen-
tos para su cumplimiento.8

3. Interdependencia e interrela-
ción. La evaluación educativa 
tiene una relación de interdepen-
dencia con la educación, pues ésta 
constituye su objeto de análisis, 
pero también la retroalimenta.

4. Igualdad y no discriminación. 
Uno de los principios sobre los cua-
les descansa la evaluación educati-
va y la actividad del inee es la bús-
queda permanente de la equidad, 
entendida como la oportunidad 
que deben tener todos los niños de 
sobrevivir, desarrollarse y alcanzar 
su potencial sin discriminación, 
sesgo o favoritismo,9 definición que 
debe ser ampliada a todas las per-
sonas, como medio para evitar que 
se les prive de sus derechos.

5. Participación e integración. El 
involucramiento de todos los suje-
tos que forman parte del proceso 
educativo es otro de los principios 
rectores de la actividad del inee. 
La relevancia social de la evalua-
ción y la participación de sujetos y 
organismos relacionados con ésta 
le dotan de solidez, consenso y al-
ternativas y prácticas innovadoras 
adecuadas a los diferentes contex-
tos y culturas del país.

6. Habilitación. Se pretende que la 
evaluación sea un proceso de me-
jora constante y de retroalimen-
tación para elevar la calidad de la 
educación, pues puede contribuir 
a romper el ciclo de inequidad y de 
negación de derechos.

7. Rendición de cuentas y respeto 
del imperio de la ley. La evalua-
ción no es ni debe pensarse como 
un acto de rendición de cuentas; al 
contrario, debe considerarse como 
un mecanismo para medir el ejer-
cicio del derecho a una educación 
de calidad, que sirve para comuni-
car a la sociedad el estado que ésta 
guarda.

Debemos recordar que la evalua-
ción educativa no es un derecho en 
sí mismo, sino un mecanismo de ga-
rantía para el ejercicio del derecho a 
la educación, por lo que su aplicación 
debe ceñirse a un marco general en el 
cual no basta que el Constitucional 
respete los derechos humanos, deben 
existir, además, marcos jurídico-ad-
ministrativos, conceptuales, meto-
dológicos e instrumentos que den 
certidumbre jurídica al proceso de 
evaluación. La adopción de una eva-
luación con enfoque de derechos hu-
manos tiene como principal alcance la 

legitimidad entre los diversos actores, 
pero exige que se construyan rutas y 
se cumplan las recomendaciones, las 
cuales deben contar con respaldo pre-
supuestal que asegure la ejecución de 
las políticas y acciones derivadas.

En conclusión, la evaluación con 
enfoque de derechos es un juicio que 
se efectúa respecto a la relevancia, 
efectividad, eficiencia, impacto y sos-
tenibilidad de las acciones orientadas 
al logro de un desarrollo justo y equi-
tativo. 

1 Se agradecen las aportaciones del licen-
ciado Tizoc Villalobos Ruiz, director de 
Fomento de la Investigación de la uifce 
inee.

2 Diccionario de la lengua española, recu-
perado el 24 agosto 2015, de http://goo.
gl/sD1hdX 

3 Gutiérrez Espíndola, J. (2014). Difusión 
y fomento de la cultura de la evaluación. 
Marco de referencia y elementos para 
una política en la materia. México: inee.

4 unesco (2008). Un enfoque de la edu-
cación para todos basado en los derechos 
humanos.

5 México. cpeum, 02/1917, última reforma 
publicada 10/07/2015, artículo 3º, frac-
ción IX, inciso a), Cámara de Diputados: 
http://goo.gl/JqiTPS 

6 Ibíd., artículo 3º, fracción ix, inciso b).
7 Ibíd., artículo 3º, fracción ix, inciso c).
8 Ibíd., artículo 3º, fracción ix, inciso c)  

y artículo 134.
9 unicef, 2010.
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“Somos hombres modestos —afirman Pauwels y 
Bergier—, sin embargo, tenemos derecho a pre-
sentar esta obra mal pergeñada como un Ma-

nual de embellecimiento de la vida. El amable lector descu-
brirá al poco tiempo y, aunque antes careciese de su alegría 
natural, la importancia de la existencia. Y también su emo-
ción, desde el momento en que se despierte su curiosidad. 
Y sabrá que el ejercicio de la curiosidad transforma la vida 
en una aventura poética”.

¿Qué sabemos en realidad de la historia que nos an-
tecede? Hablamos de las civilizaciones antiguas como si 
fueran inferiores a nosotros —afirman los autores en 307 
páginas tan misteriosas como la ilustración de la máscara 
verde-azulada en la portada de este libro, que no por ser 
científico renuncia a la poesía del lenguaje. Así lo afirma 
Fedorov: “Los poetas y los escépticos son igualmente in-
dispensables para la investigación. Forman una combina-
ción necesaria”. 

No conocemos ni siquiera 1% de toda la literatura que 
se ha perdido, desde las antiguas bibliotecas de Rodas, 
Cartago y Alejandría, hasta los libros quemados en las gue-
rras que terminaron en pérdida total. ¿Las matemáticas y 
la ciencia que se enseñan ahora en la escuela nacieron de 
algún sueño? La rebelión de los brujos lo plantea como un 
conjunto de ilusiones a lo largo de la vida, como la que tuvo 
John Wilkins (1614-1672), quien soñaba con conquistar la 
luna y diseñó un lenguaje nuevo en la Real Sociedad de 
Ciencias, a la cual se incorporó después. El Colegio Invi-

sible —del cual formaba parte Isaac Newton—, la primera 
sociedad científica, reseñada en este libro, unía los secretos 
antiguos con la pasión por la experimentación y con la ur-
gencia por abrir a la humanidad el camino del conocimien-
to, apoyada en la idea de que las grandes empresas son po-
sibles sobre la base del respeto a los otros. Sus participantes 
buscaron crear un lenguaje común, una lengua universal y 
una escritura que permitiera a todos comunicarse mejor  
y acceder al “mercado bienhechor del conocimiento”.

Ésa es la propuesta de esta rebelión hecha papel. Un grial 
lingüístico, una escritura de lo absoluto. Una larga serie de 
preguntas planteadas hace 45 años que siguen sin respuesta.

“Hay otro mundo en el mundo en que vivimos, y otro 
hombre; es el hombre que somos”, dicen Pauwels y Bergier. 
“La ciencia busca la verdad, o al menos lo intenta sincera-
mente. La poesía busca lo maravilloso, o al menos lo in-
tenta con igual sinceridad. Y quizás hay algo de verdad en 
lo maravilloso”, afirma L. Pauwels al final del prólogo. La 
reseña de este libro en la Anticuaria de la Gaceta, toma 
evidencia de la historia y da cuenta de que, en los textos 
que huelen a muchos años, queda escrito un trayecto del 
cual podemos aprender. 

L. Pauwels y J. Bergier
Traducción de J. Ferrer Aleu
Barcelona: Plaza & Janés
Colección Manantial, 1975
https://goo.gl/KfOLOr

La rebelión 
de los brujos 
(La Révolte  
des Magiciens)

 ANTICUARIA

https://goo.gl/KfOLOr
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Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide), 
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Física y Matemáticas. Lleva más de diez años trabajando 
en la Dirección de Indicadores Educativos del inee, ahora 
Dirección General de Integración y Análisis de la Informa-
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